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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 9 de julio de 2010. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en se- 
sión ordinaria el próximo martes 13, a la hora 9:30, 
a fin de informarse de los asuntos entrados y consi- 
derar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes 
proyectos de ley: 


1%) por el que se faculta al Poder Ejecutivo a 
adoptar medidas jurídicas, administrativas y finan- 
cieras a fin de remediar la situación de riesgo y es- 
pecial vulnerabilidad que atraviesa el sistema peni- 
tenciario nacional. 

Carp. N* 192/10 - Rep. N* 72/10, Anexo I 


2%) por el que se modifica la Ley N* 16.713, de 
3 de setiembre de 1995, sobre Fondo de Ahorro 
Previsional. 

Carp. N* 177/10 - Rep. N* 79/10, Anexo 1 


39) por el que se modifica el plazo de amortización 
del préstamo establecido por el artículo 2% de la Ley 
N* 18.302, de 11 de junio de 2008, para la compra de 
lanchas para utilizar en las operaciones de manteni- 
miento de la paz de la Organización de las Naciones 
Unidas en la República de Haití. 

Carp. N* 157/10 - Rep. N* 81/10 


49) por el que se designa con el nombre “Ariel Tato 
Álvarez” el Complejo Médico Deportivo de la ciudad 
de Rocha, dependiente del Ministerio de Salud 
Pública. 

Carp. N* 162/10 - Rep. N* 60/10 


5%) por el que se designa con el nombre “Doctor 
Luis Eduardo Juan” el Centro Departamental de Sa- 
lud Pública del departamento de Artigas, dependien- 
te de la Administración de los Servicios de Salud del 
Estado. 

Carp. N* 161/10 - Rep. N* 59/10 


6%) por el que se designa “Doctor Alfredo Crisci 
Diglio” el Liceo N* 1 de Atlántida, departamento de 
Canelones, dependiente del Consejo de Educación 
Secundaria, Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP). 

Carp. N* 184/10 - Rep. N* 84/10 


7%) por el que se aprueba la Enmienda al Artículo 
3” del Convenio Constitutivo del Fondo para el Desa- 
rrollo de los Pueblos Indígenas de América Latina y el 
Caribe (Fondo Indígena), adoptada por la Resolución 
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N* 8 de la Octava Asamblea General Ordinaria del 
Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas de 
América Latina y el Caribe (FILAC), que tuvo lugar 
en la ciudad de México DF, en los días 7 y 8 de no- 
viembre de 2008. 

Carp. N* 155/10 - Rep. N* 83/10 


89) por el que se aprueba el Protocolo entre la Re- 
pública Oriental del Uruguay y la República Checa 
sobre enmiendas al Acuerdo para la Promoción y Pro- 
tección de Inversiones, del 26 de setiembre de 1996, 
firmado en la ciudad de Praga, República Checa, el 
15 de mayo de 2009. 

Carp. N* 185/10 - Rep. N* 82/10 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, 
Agazzi,  Amorín, Baráibar, Bordaberry, 
Chiruchi, Couriel, Da Rosa, Dalmás, Gallinal, 
Gamou, Guarino, Heber, Larrañaga, López 
Goldaracena, Martínez, Michelini, Moreira 
(Carlos), Moreira (Constanza), Nin Novoa, 
Pasquet, Penadés, Rubio, Saravia, Solari, 
Tajam, Topolansky, Viera y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores 
Fernández Huidobro, Fonticiella y Lorier; y, con 
aviso, el señor Senador Lacalle Herrera. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 35 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “La Presidencia de la Asamblea General destina 
Mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan 
los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se aprueba el “Convenio de Transpor- 
te por Agua entre la República Oriental del Uruguay 
y la República Argentina”, suscrito en la ciudad de 
Montevideo, el día 14 de octubre de 1994. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES. 
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- por el que se establecen normas relacionadas a 
los precios de productos y servicios con valores de 
moneda fraccionados. 

- ALA COMISIÓN DE HACIENDA. 


Las Presidencias de la Cámara de Senadores y 
de la Cámara de Representantes comunican que fue 
aprobado un memorando de entendimiento con el 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, por el 
que se acordó que UNICEF brindará apoyo y asisten- 
cia técnica al Poder Legislativo, facilitando el acceso 
de los Senadores y Representantes a recursos técni- 
cos nacionales e internacionales, así como el contac- 
to con experiencias de otros países de la región. 

- TÉNGASE PRESENTE. 


El Poder Ejecutivo remite Mensaje solicitando la 
venia correspondiente para destituir de su cargo a 
una funcionaria del Ministerio de Salud Pública y a 
un funcionario del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRA- 
TIVOS. 


Y asimismo, comunica: 


- la promulgación de un proyecto de ley por el que 
se modifica la Ley N* 18.567, de 13 de setiembre de 
2009, en los aspectos relacionados con los requisitos 
e incompatibilidades para ejercer como Concejales de 
los Municipios. 

- AGRÉGUESE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHÍ- 
VESE. 


- que ha dictado una resolución por la cual se de- 
signa en el Directorio de la Agencia Nacional de Vi- 
vienda, en calidad de Presidente al economista Carlos 
Mendive, y en calidad de Vicepresidenta a la asistente 
social Beatriz Cristina Fynn. 


El Ministerio de Relaciones Exteriores acusa reci- 
bo de las palabras pronunciadas: 


- por el señor Senador Ope Pasquet, relacionadas 
con la estrategia en los controles en UPM (United 
Paper Mills), ex Botnia. 


- por el señor Senador Sergio Abreu, 
relacionadas con los derechos humanos en el 
ámbito internacional. 

- TÉNGANSE PRESENTES. 


El Ministerio de Educación y Cultura remite nota 
adjuntando un informe elaborado por el Consejo de 
Educación Secundaria, sobre las acciones realizadas 
vinculadas con la realización del Concurso para car- 
gos de Secretarios Liceales Grado 10. 

- ALA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 
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La Cámara de Representantes remite copia de las 
versiones taquigráficas de las palabras pronunciadas 
por: 


- el señor Representante Gustavo Cersósimo, en 
sesión de 15 de junio del corriente año, referidas a 
las dificultades que atraviesan los pequeños produc- 
tores agropecuarios para acceder a los beneficios tri- 
butarios concedidos por la Ley N” 18.083, de 27 de 
diciembre de 2006. 

- ALA COMISIÓN DE GANADERÍA, AGRICULTU- 
RA Y PESCA. 


- el señor Representante Marcos Pérez Machado, 
en sesión de 9 de junio del corriente año, referidas a 
las becas otorgadas a los jóvenes del interior de nues- 
tro país. 

- ALA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 


y comunica que ha aprobado los siguientes pro- 
yectos de ley: 


- por el que se faculta al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social a extender, por un plazo de hasta 
ciento ochenta días, el subsidio por desempleo de los 
trabajadores de Molino Carmelo S.A. 


- por el que se faculta al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social a extender, por un plazo de hasta 
ciento ochenta días, el subsidio por desempleo de los 
trabajadores de Toryal S.A. 

- AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


El señor Senador Daniel Martínez, conforme a 
lo establecido en el artículo 172 del Reglamento del 
Senado, solicita se curse una exposición escrita con 
destino al Directorio de ANCAP al Ministerio de In- 
dustria, Energía y Minería y al Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas, relacionada con la deuda de ANCAP 
con PDVSA. 

- REPÁRTASE. SE VA A VOTAR LUEGO DE LA 
LECTURA DE LOS ASUNTOS ENTRADOS. 


La Comisión de Educación y Cultura eleva infor- 
mado un proyecto de ley por el que se designa “Doc- 
tor Alfredo Crisci Diglio” el Liceo No. 1 de Atlántida, 
departamento de Canelones, dependiente del Conse- 
jo de Educación Secundaria, Administración Nacio- 
nal de Educación Pública. 

- HA SIDO REPARTIDO Y ESTÁ INCLUIDO EN EL 
ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Junta Departamental de Maldonado remite 
copia de la versión taquigráfica de las palabras pro- 
nunciadas por la señora Edila Beatriz Jaurena, rela- 
cionadas con los logros obtenidos por distintas orga- 
nizaciones a nivel mundial y nacional con respecto a 
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la diversidad sexual. ! 
- A LA COMISIÓN DE POBLACION, DESARRO- 
LLO E INCLUSIÓN.” 


4) EXPOSICIÓN ESCRITA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la exposi- 
ción escrita de la que se ha dado cuenta durante la 
lectura de los asuntos entrados. 


(Se vota:) 
- 17 en 18. Afirmativa. 
(Texto de la exposición escrita:) 
“Montevideo 7 de julio de 2010. 


Señor Presidente 

de la Cámara de Senadores 
Senador Danilo Astori 
Presente 


Al amparo del artículo 172 del Reglamento de esa 
Cámara solicito se ingrese la siguiente exposición es- 
crita relativa a la deuda de ANCAP con PDVSA. 


Sin otro particular 
Daniel Martínez. Senador”. 
Sobre la deuda de ANCAP con PDVSA 


Mucho se ha hablado estos días de la deuda de 
ANCAP con PDVSA. 


Quiero aportar a que se haga una reflexión seria, 
que tenga como base el interés nacional, que es lo 
que nos debe preocupar a quienes de una forma u 
otra tenemos responsabilidades gubernamentales o 
legislativas. 


En el 2005 ANCAP tenía todos los indicadores, que 
miden la salud financiera de una empresa, desastrosos. 


La crisis del 2002 había tomado a ANCAP en ple- 
na remodelación de la refinería, con la obra en pleno 
proceso. La caída del grado inversor del país hizo que 
ANCAP perdiera la financiación bancaria para la obra. 
Se terminó consiguiendo financiación para terminar la 
obra a un elevado costo. Por otro lado la propia crisis 
determinó que ANCAPB que compraba el crudo a 30 
días, debiera comprarlo, pagando a 90 días, con el en- 
carecimiento por concepto de intereses respectivo. 


Por otro lado inversiones imprescindibles, se ve- 
nían postergando desde hacía muchos años, esto ya 
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de antes de la crisis. A modo de ejemplo: desde 1997 
las gerencias plantearon la imprescindible construc- 
ción de una planta de desulfurización para bajarle 
el contenido de azufre al gasoil y las naftas. ANCAP 
produce gasoil con entre 2.500 a más de 4.000 ppm 
de azufre, mientras que los motores que están vinien- 
do al Uruguay, exigen no más de 500 ppm y en poco 
tiempo, no más de 50 ppm. Por otro lado la falta de 
capacidad de almacenaje para fueloil, gasoil y super- 
gás, así como necesidad de disponer de nuevas capa- 
cidades de transporte fluvial, y otras carencias que 
repercutían en la calidad y seguridad de suministro 
de los productos. Podríamos sumarle la realidad de 
las 2 plantas de cemento Pórtland, en las que ANCAP 
perdía dinero año a año por obsolescencia y uso de 
combustible caro para la producción. 


Esa era la preocupante realidad de ANCAP una 
deuda de 265 millones de dólares, compromisos fi- 
nancieros con altos intereses, inversiones imprescin- 
dibles postergadas. 


En ese marco, con la asunción de Tabaré Vázquez, se 
comenzó a negociar entre ANCAP y PDVSA un acuerdo 
de compra de petróleo en condiciones ventajosas. 


Primera aclaración, PDVSA vende su crudo al 
precio que determinan los mercados internacionales 
para cada variedad de petróleo. Muchas veces nego- 
ciamos alguna bonificación adicional pequeña al pre- 
cio, pero básicamente el precio que ANCAP paga es el 
precio internacional. La ventaja del acuerdo era que 
se pagaba el 75% de cada factura a 90 días y el 25% 
restante, con 2 años de gracia en 15 años a una tasa 
de interés del 2%, contra el 8, 9 y hasta 10% que se 
cobraba al momento en el mercado mundial. 


Hay que resaltar que en el 80% de los casos, la 
propuesta de precio de PDVSA ganaba en la compara- 
tiva con las otras ofertas, sin necesidad de hacer valer 
las condiciones ventajosas de pago. 


También importa decir que el Directorio de 
ANCAP decidió no comprarle todos los embarques de 
crudo que se adquieren al año (aprox. 14), a PDVSA, 
de forma de mantener una cartera de proveedores di- 
versificada, dado el carácter estratégico del producto. 
Fue así que se compra entre un 50% y un 70% de los 
embarques del año a PDVSA, y el resto por presenta- 
ción de ofertas abiertas. 


Fue así que se fue disponiendo de recursos exce- 
dentes, producto de ese 25% que se difería el pago de 
cada compra a PDVSA. 


El tema es qué se hizo con ese dinero: primero, se 
liquidaron las deudas “caras” por las que pagábamos 
intereses del 8%, 9% y más inclusive; con este dinero 
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que paga el 2%, el total de deudas canceladas ascendió 
a 119 millones de dólares. Segundo, se pagaron deudas 
que ANCAP mantenía con la Aduana por valor de 28 
millones de dólares. Tercero, se pudo pasar a comprar 
el crudo a 30 días y no a 90 días con el consiguien- 
te ahorro de los pesados intereses que pagábamos por 
esos 2 meses de diferimiento del pago. Es bueno perci- 
bir que con un crudo a 70 dólares/barril al momento, 
adelantar el pago de 90 a 30 días, implicó disponer 
de ahorros del orden de los 140 millones de dólares. 
Cuarto, ANCAP comenzó a hacer las inversiones im- 
prescindibles, postergadas desde hacía tanto tiempo: 
111 millones de dólares para el desarrollo de la pro- 
ducción de etanol y biodiesel como biocombustibles, 
más de 100 millones de dólares que se llevan pagos, 
de los 340 millones que cuesta la planta desulfuriza- 
dora, más de 30 millones que se llevan pagos por las 
inversiones para la mejora y reducción de costos de las 
plantas de cemento Pórtland, 6 millones para el re- 
molcador y barcazas para el transporte fluvial en el río 
Uruguay de los combustibles para el litoral, cerca de 
10 millones de dólares para la construcción de esferas 
para supergás y tanques para combustibles líquidos. 
Quinto, se compró la red de estaciones de servicio de 
Texaco, lo que implicó 30 millones de dólares entre 
lo pagado a Texaco y las inversiones para los cambios 
de sello en las estaciones (esta inversión permitió que 
DUCSA pasara de ganar entre 200 mil dólares y 2 
millones por año, a 11 millones de dólares en el año 
2009). Por mencionar las inversiones principales. 


También el año pasado, cuando UTE se vio afec- 
tada por la sequía, debiendo comprar grandes volú- 
menes de combustible para generar con las centra- 
les térmicas y comprar además energía a Argentina 
y Brasil, ANCAP llegó a financiarle los combustibles 
por hasta 200 millones de dólares, evitando que UTE 
trasladara a tarifas los sobrecostos, o pagara caros in- 
tereses en la plaza financiera. 


Para reafirmar esto, solo una empresa en el Uru- 
guay tiene su deuda calificada por calificadoras inter- 
nacionales. En el período 2006 a 2008, ANCAP mejo- 
ró 2 veces la calificación de su deuda, gracias al uso 
responsable de los recursos de que se dispusieron. 
Los recursos provenientes del diferimiento del pago 
del 25% de algunas facturas de petróleo. 


Hubo un momento en que la disponibilidad de los 
recursos disponibles, por concepto de dicho diferi- 
miento del pago, eran superiores a las necesidades de 
financiamiento que tenía ANCAP En buen romance, 
por más crédito barato que tuviera ANCAPB si no te- 
nía en qué invertirlo, pasaba a no servir. Fue por eso 
que luego de largas negociaciones, se consiguió que 
ANCAP pudiera elegir en cada compra a PDVSA, si 
pagaba el 100% a los 30 días, o recurría al pago del 
25% en el régimen especial. 
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El Uruguay tiene algunas decenas de millones de 
dólares de deuda externa, por la que paga intereses 
muy superiores al 2%; no hay por qué preocuparse 
por el saldo de 550 millones que ANCAP tiene con 
PDVSA, a una tasa del 2%, cuando las condiciones 
de ANCAP para el pago de esa deuda son excelentes. 


Ahora bien, si se negocia liquidar la deuda con- 
tra quitas importantes, coma parecería ser que hay 
probabilidades, se hacen las cuentas y se ve la conve- 
niencia o no de la oferta. 


Lo que NUNCA podemos hacer, es sacar nuevos 
créditos a tasas de interés de un mínimo del 6% en 
este momento, para liquidar una deuda por la que 
pagamos intereses del 2%. 


Solicito se envíen copias de esta al Directorio de 
ANCAP al Ministerio de Industria, Energía y Minería 
y al Ministerio de Economía y Finanzas. 


Daniel Martinez.Senador” 


5) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 53 del Reglamento de la Cá- 
mara de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a 
las anteriores convocatorias del Cuerpo y de sus Comi- 
siones. 


(Se da de las siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- A la sesión ordinaria del 7 de julio faltó, con 
aviso, el señor Senador García Costa. 


A la sesión de la Comisión de Defensa Nacional 
del 5 de julio faltaron, con aviso, los señores Senado- 
res Fonticiella y Nin Novoa. 


A la sesión de la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas del 7 de julio faltaron, con aviso, los señores 
Senadores Fonticiella y Viera. 


Y a la sesión de la Comisión de Educación y Cul- 


tura del 7 de julio faltaron, con aviso, los señores 
Senadores Amorín y Penadés. 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una soli- 
citud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 
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“El señor Senador Fonticiella solicita licencia los 
días 13 y 14 de julio”. 


- Léase. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni). - “Montevideo, 13 de julio de 2010. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 


Presente 


Conforme a la Ley N* 17.827, de 14 de setiembre 
de 2004, solicito licencia a este Cuerpo por los días 


13 y 14 del mes en curso por motivos personales. 
Sin más, aprovecho para saludarlo atentamente, 
Ramón Fonticiella. Senador” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se con- 


cede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
- 17 en 18. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Luis Gallo y Héctor 
Lescano han presentado notas de desistimiento, in- 
formando que por esta vez no aceptan la convocatoria 
a integrar el Cuerpo. En consecuencia, se convoca al 
señor Gustavo Guarino, a quien ya se ha tomado la 


promesa de estilo. 
Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Fernández Huidobro solicita li- 


cencia los días 13 y 14 de julio”. 
- Léase. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni). - “Montevideo, 12 de julio de 2010. 
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Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 

De mi mayor consideración: 

A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1% de la Ley 
N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, por motivos 
particulares para los días 13 y 14 de julio de 2010. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamente, 


Eleuterio Fernández Huidobro. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se con- 
cede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se convoca al señor Carlos Gamou, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Lorier solicita licencia del 12 
al 26 de julio, inclusive”. 


- Léase. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni). - “Montevideo, 12 de julio de 2010. 


Cámara de Senadores 
Sr. Presidente 

Danilo Astori 
Presente 

De mi consideración: 

Por este intermedio, amparado en la Ley 
N* 17.827, Inciso A, me presento ante el Cuerpo y 
solicito me conceda licencia por enfermedad del 12 
al 26 inclusive del corriente mes. 

Sin más, saluda a Ud. atte., 


Eduardo Lorier. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se con- 
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cede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
- 18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que el señor Jorge Venegas y la seño- 
ra Alicia Pintos han presentado notas de desistimien- 
to informando que por esta vez no aceptan la convo- 
catoria a integrar el Cuerpo, por lo que se convoca 
al señor Oscar López Goldaracena, a quien ya se ha 
tomado la promesa de estilo. 


7) INCREMENTO DEL ABIGEATO 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado ingresa a la 
hora previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: quiero dis- 
traer la atención del Senado por unos minutos para 
expresar la preocupación que se nos ha trasmitido 
en estos días sobre una situación que todos conocen 
en el ámbito del territorio nacional, relacionado con 
el abigeato, el que se ha incrementado en forma pe- 
ligrosa. 


Hay una denuncia permanente de robo sistemá- 
tico de ganado vacuno y ovino. Como todos saben, el 
productor de stock ovino del Uruguay -que se sitúa 
en aproximadamente 8:000.000 de cabezas de ga- 
nado- siempre corre el riesgo de ser objeto de robo, 
hecho que se acentúa cuanto más cerca está de los 
centros urbanos. Esto no solo tiene que ver con el sis- 
tema productivo sino, básicamente - de acuerdo con 
las denuncias que se nos han hecho conocer-, con 
la familia rural, porque se ve amenazada su conti- 
nuidad en ese medio, ya que esa problemática afecta 
a pequeños productores en las zonas contiguas a las 
áreas urbanas. 


Como decía, señor Presidente, en estos días se nos 
ha trasmitido la denuncia de un grupo numeroso de 
pequeños productores ubicados en chacras situadas 
a unos 10 kilómetros de la capital de Durazno. Se 
nos ha dicho que en dos meses se han carneado 70 
vacunos, cometiéndose ese delito con una frecuencia 
de dos o tres veces por semana. La preocupación se 
acentúa porque el tejido productivo local se compone 
de pequeños tambos con no más de 15 vacas en or- 
deñe y de microcriadores con rodeos de una centena 
de cabezas como máximo. Para muchos de ellos, cada 
robo significa el 10% o el 15% de su capital. 


Como es sabido, existe un sistema de represión 
por parte de la denominada Brigada Especial de Pre- 


CÁMARA DE SENADORES 


13 de julio de 2010 


vención y Represión del Abigeato, que generalmente 
actúa bajo la presión de determinadas circunstancias, 
aunque después su accionar se ve acotado en función 
de que no tiene capacidad de poder controlar en for- 
ma permanente. Además, hay que tener presente que 
no solo se producen delitos aislados, sino también de 
carácter organizado, hecho que está sucediendo en 
todo el territorio nacional. 


Con respecto al delito del abigeato, hay que preci- 
sar que se requiere una modificación del Código Pe- 
nal y del Código Rural, y en ese sentido, en la Legis- 
latura pasada se presentó un proyecto de ley que tuvo 
la aprobación de una de las Cámaras. Siempre existe 
la excusa de la causa de justificación, como es el es- 
tado de necesidad, elemento al que recurre perma- 
nentemente aquel que roba ganado bovino, alegando 
la sola razón de que está en condiciones de hambre. 
Hace muy poco, en una conversación con un Comi- 
sario de la ciudad de San Carlos, se nos comentaba la 
detención de un señor porque había robado 30 cabe- 
zas ovinas; cuando se preguntó a esa persona por qué 
lo había hecho, respondió que era para comer. “¿Pero 
307?” se le preguntó. Y respondió: “Lo que pasa es que 
no puedo venir todos los días”. 


De modo que este tema no tiene que ver 
solamente con una desviación de carácter personal, 
sino también con aspectos de crimen organizado, que 
debe ser atendido no solo desde el punto de vista del 
Código Penal, sino también del Código Rural. Creo 
que sería oportuno desarchivar el proyecto de ley que 
ya existe -que, como señalé, fue aprobado por una de 
las Cámaras- o, en su defecto, recomendar al Poder 
Ejecutivo el envío de una nueva iniciativa. 


Por otro lado, habría que ver la posibilidad de que 
la Brigada antes mencionada tuviera un refuerzo 
adecuado en función de las nuevas directivas 
provenientes del Ministerio del Interior, porque 
ese tema está más allá de lo normal y afecta, 
particularmente, a la empresa familiar y al productor 
pequeño -es decir que no resulta perjudicado el gran 
productor-, poniendo en riesgo la supervivencia 
en el medio rural de aquellas familias -ya sea que 
tengan tambos u otros emprendimientos- que tienen 
pequeñas dotaciones de ganado ovino o vacuno. 


Quería trasmitir esta preocupación y solicitar que 
la versión taquigráfica de estas palabras sea enviada 
a los Ministerios del Interior y de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca para enfrentar este tema en forma 
profesional y no de manera aislada, como ha venido 
sucediendo, porque las denuncias que recibimos de 
gente indefensa y numerosa, firmadas por cientos de 
productores, están más allá de lo razonable. 


Nada más. Muchas gracias. 


13 de julio de 2010 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador Abreu. 


(Se vota:) 


- 22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


8) FUNDACIÓN LOGROS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora 
previa, tiene la palabra el señor Senador Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: en breves 
minutos, quiero comentar al Senado de la Repúbli- 
ca la labor que desarrolla en el Uruguay, desde hace 
unos 10 años, la Fundación Logros, que se propone 
contribuir al desarrollo social sustentable, tomando 
como punto de partida el desenvolvimiento personal 
a través de procesos educativos formales y no forma- 
les. 


Sus objetivos son: fomentar el desarrollo de la res- 
ponsabilidad social a través de acciones de capaci- 
tación, difusión y sensibilización; ejecutar programas 
socioeducativos dirigidos a niños, jóvenes y adultos, 
promoviendo la participación y la creatividad perso- 
nal, así como el involucramiento de sus comunida- 
des, y la generación de alianzas y redes como instru- 
mentos básicos para el desarrollo social y cuidado del 
medioambiente. 


La Fundación Logros desarrolla esta actividad a 
través de distintos programas. Uno de ellos es el Pro- 
grama Huerta Orgánica en la Escuela, que comenzó 
a ejecutarse en 1996 y promueve la creación de huer- 
tas orgánicas, considerando ese modelo como una 
herramienta para el desarrollo sustentable. Mediante 
esa propuesta implementa un modelo de participa- 
ción desde los centros educativos, que se concreta 
con la construcción de invernáculos, talleres de ca- 
pacitación para maestros, padres y niños, supervisión 
técnica en la escuela, seguimiento del proceso y eva- 
luaciones. 


Este programa se desarrolla a través de áreas de 
impacto, una de las cuales es la “Educación”. Para la 
escuela, la huerta es una herramienta educativa, su 
“Aula Verde”. En ella los niños desarrollan los cono- 
cimientos del currículo escolar de forma vivencial y 
significativa. 


Otra de las áreas es “Alimentación-Nutrición”. Ni- 
ños entre 5 y 12 años reciben una mejor calidad en su 
alimentación, gracias a que la huerta provee frutas y 
verduras frescas al comedor escolar. 


Otra de las áreas de impacto de este Programa es 
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“aprender a emprender”. A través de esta experien- 
cia se aprende a emprender, y la propuesta abarca 
la generación de un proyecto, su planificación y el 
esfuerzo por obtener resultados. 


Otro punto que se trabaja es la educación en va- 
lores. La experiencia en la huerta promueve vínculos 
solidarios y el trabajo en equipo, apuesta a la solida- 
ridad y a la cooperación, y fortalece la autoestima, 
la responsabilidad y el espíritu emprendedor de los 
niños. 


Esta propuesta también promueve el cuidado del 
medio ambiente mediante el desarrollo de prácticas 
cuidadosas de producción y consumo, fomentando el 
manejo adecuado y sostenible de los recursos natura- 
les, o sea, la producción orgánica. 


Asimismo, mantiene la relación hogar-escuela- 
comunidad, fomentando la cooperación, el trabajo en 
equipo y el espíritu solidario y emprendedor de los 
distintos grupos gestores de la propuesta, e involu- 
crando a las familias con fuerte impacto en el contex- 
to local. A partir de la experiencia escolar, las familias 
reproducen la huerta en sus hogares. 


Este programa se viene desarrollando en 420 es- 
cuelas de los 19 departamentos del país, ubicadas 
fundamentalmente en el área rural, aunque también 
en las áreas suburbana y urbana. 


La Fundación tiene un segundo proyecto -sobre 
el que no me voy a extender por falta de tiempo- 
llamado “Quinta de Árboles Frutales en las Escuelas”, 
que contribuye a generar una cultura de producción y 
consumo de frutas, colaborando con la plantación de 
montes frutales orgánicos en las escuelas integradas 
al Programa Huerta Orgánica. Estas quintas cuentan 
con árboles de especies rústicas y nativas cuyas frutas 
tienen propiedades nutricionales y medicinales que 
contribuyen a balancear la dieta alimenticia de los 
niños y la comunidad escolar. 


En el año 2005 comenzó el desarrollo del proyecto 
“Mujeres de esta Tierra”, en alianza con otras organi- 
zaciones, y su propuesta está dirigida a capacitar a las 
consejeras en técnicas de desarrollo de la “huerta or- 
gánica familiar”, a promover una buena alimentación 
a través de la autoproducción de alimentos -autoabas- 
tecimiento-, a desarrollar una cultura emprendedora 
en las consejeras y en sus familias, a promover un 
cambio de actitud en el uso de los recursos naturales 
a nivel productivo y, por último, a enriquecer la red 
de mujeres uruguayas con formación práctica en pro- 
ducción agrícola. Este proyecto está llegando a 1.000 
mujeres capacitadas en once departamentos del país, 
entre los cuales están Montevideo, Canelones, Arti- 
gas, Cerro Largo, Treinta y Tres, Flores, Florida, La- 
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valleja, Tacuarembó y Durazno. 


Por su parte, el proyecto “Arte en la Escuela” mo- 
tiva a docentes y a niños a desarrollar su creatividad, 
utilizando la herramienta “huerta orgánica” como re- 
curso para la expresión artística. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea remitida a los Ministerios de Educación y 
Cultura, de Desarrollo Social y de Relaciones Exte- 
riores -dado que estos proyectos también se financian 
con “sponsors” uruguayos en el exterior, que se co- 
nectan con algunas de las escuelas a través del De- 
partamento 20-; a la Presidencia de la República; a 
las autoridades de la Iglesia Católica, del Comité Cen- 
tral Israelita del Uruguay y de la Iglesia Protestante; 
al Codicen y a todos aquellos organismos que tengan 
vinculación con los temas de la infancia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


- 23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) INTERPRETACIÓN DEL FALLO DE LA 
CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA DE 
LA HAYA SOBRE EL MONITOREO DE LA 
PLANTA UPM 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora 
previa, tiene la palabra el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET. - Señor Presidente: en 
las últimas semanas el Canciller de la República 
Argentina, señor Héctor Timerman, ha dicho y 
repetido enfáticamente que la sentencia de la Corte 
Internacional de Justicia de La Haya, recaída en el caso 
que enfrentó a su país con el nuestro por las razones 
que todos conocemos, impone el llamado monitoreo 
conjunto de la planta de UPM. Pretendiendo la 
República Argentina el cumplimiento integral de ese 
fallo, reclama, en consecuencia, que se produzca ese 
monitoreo conjunto, en acatamiento de lo dispuesto 
por dicha Corte. No hemos escuchado una réplica 
igualmente categórica y enfática de parte de nuestra 
Cancillería, que ha optado -seguramente por razones 
comprensibles- por manejarse con gran discreción y 
tacto en este asunto y por evitar una discusión en la 
prensa sobre la interpretación de la sentencia de la 
Corte Internacional de Justicia de La Haya. 


El peligro sobre el que estamos llamando la aten- 
ción es el de que si se propala únicamente la inter- 
pretación de la Cancillería argentina sobre la senten- 
cia de la Corte Internacional de Justicia de La Haya, 
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ella termine instalándose como una verdad, como 
algo cierto, tal como ocurrió en su momento con la 
afirmación de que el funcionamiento de esa planta de 
producción de celulosa contaminaría gravemente las 
aguas del río Uruguay. Eso no era cierto, pero a fuer- 
za de repetirlo una y mil veces, terminó por instalarse 
la convicción de que así ocurriría, y las consecuen- 
cias de esa percepción equivocada, de esa idea falsa 
pero muy arraigada en el espíritu de mucha gente, 
aún las estamos padeciendo. Por lo tanto, tenemos 
que evitar que esta interpretación de la sentencia de 
la Corte Internacional de Justicia de La Haya, que ha 
reiterado en numerosas oportunidades el Canciller 
argentino, se imponga como si fuera la única posible. 
A nuestro juicio, esta no es la única interpretación ni 
la correcta, tal como resulta de la lectura completa 
de la sentencia, que no se agota en el parágrafo 281 
-el que sirve de base para la interpretación argenti- 
na-, pues en el 266 la Corte menciona algo que tam- 
bién debe tenerse en cuenta. Es bien sabido que ni 
los textos jurídicos ni los parágrafos de las sentencias 
pueden interpretarse en forma aislada, sino que debe 
hacérselo de manera contextual, buscando que exis- 
ta entre todos ellos -y tomo los términos de nuestro 
Código Civil- la debida correspondencia y armonía. 
Si se lee así, la sentencia de la Corte queda muy cla- 
ra. Por un lado, establece que Uruguay y Argentina 
deben cooperar, a través de la CARU, con el cuidado 
del medio ambiente del río Uruguay y, por otro, en 
el parágrafo 266 dice cómo debe hacerse ese trabajo 
conjunto, distribuyendo las tareas. Así, expresa que 
ambos Estados, en el marco institucional de la CARU, 
controlarán conjuntamente la calidad de las aguas del 
río, pero el Uruguay -la Corte en este caso se refiere 
solamente a nuestro país- es el encargado de contro- 
lar que en la planta se cumpla con las normas que la 
autoridad uruguaya y la propia CARU han estable- 
cido. Entonces, en el parágrafo 266 las tareas están 
bien delimitadas. 


¿Por qué es importante saber si es la sentencia la 
que impone el monitoreo conjunto o será, eventual- 
mente, un nuevo acuerdo entre Argentina y Uruguay 
el que habilite esa posibilidad? Porque si el monitoreo 
conjunto en la propia planta es impuesto por la sen- 
tencia, solamente se va a efectuar en esta planta y del 
lado oriental del río. En cambio, si el monitoreo con- 
junto resulta de un acuerdo al que lleguen Uruguay 
y Argentina, ese acuerdo va a ser válido para ambos 
Estados y el procedimiento se aplicará siempre que 
sea necesario en una u otra margen del río Uruguay. 
Ese sí sería un acuerdo entre Estados soberanos que 
en un plano de igualdad y respeto recíprocos colabo- 
ran y trabajan mancomunadamente para asegurar la 
calidad del ambiente acuático y, eventualmente, tam- 
bién del aéreo en el río Uruguay y sus adyacencias. 
Lo contrario, o sea, la posibilidad de que sea sola- 
mente la República Argentina la que inspeccione el 
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interior de la planta instalada en territorio uruguayo, 
se aleja mucho de esa igualdad y reciprocidad en el 
trato entre dos Estados soberanos. 


En virtud de lo expuesto, señor Presidente, nos 
parece de la mayor importancia que se sepa que en 
Uruguay no aceptamos la interpretación que está 
difundiendo la Cancillería argentina y que estamos 
absolutamente convencidos de que la interpretación 
cabal y auténtica de la sentencia de la Corte Interna- 
cional de Justicia de La Haya dice algo bien distinto, 
tal como he procurado demostrar con esta alocución. 


Para terminar, quisiera señalar que prestigiosos 
tratadistas, como el doctor Heber Arbuet, y estudio- 
sos de estos temas, como el doctor Juan Oribe Ste- 
mmer, han publicado recientemente, en distintos 
medios, análisis de esta sentencia que abonan la in- 
terpretación que estamos haciendo, que toma en 
cuenta conjunta y armónicamente -reitero-, no solo 
lo dispuesto en el parágrafo 281, sino también lo que 
expresa el 266, que a nuestro juicio refiere específi- 
camente a este tema. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras 
sea remitida al Ministerio de Relaciones Exteriores. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador Pasquet. 


(Se vota:) 


- 21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) HÉCTOR BERRO OLIVERA. SU FALLECI- 
MIENTO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continuando con la hora 
previa, tiene la palabra el señor Senador Penadés. 


SEÑOR PENADÉS. - En el día de hoy queremos 
referirnos al fallecimiento, en el departamento de 
Montevideo, de un distinguido ciudadano de nuestro 
país e integrante del Partido Nacional: el doctor Héc- 
tor Berro Olivera. Como su nombre lo indica, perte- 
neció a una familia de hondas raíces en la historia de 
nuestro país y de nuestro Partido Nacional. Fue hijo 
de don Pedro Berro, quien fuera Ministro del Interior, 
Representante Nacional, fundador de la Cooperati- 
va Nacional de Productores de Leche, Conaprole, así 
como también fundador y propietario de la Organi- 
zación Nacional de Autobuses, la vieja e inolvidable 
ONDA. Falleció dejando cuatro hijos y varios nietos. 


Fue un hombre de una militancia muy intensa en 
el Partido Nacional, un wilsonista confeso -militante 
desde aquellas épocas-, un luchador contra la dicta- 
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dura, que trabajó mucho dentro de nuestro partido en 
la década de los ochenta, durante la reinstitucionali- 
zación de la democracia en nuestro país, y a quien se 
veía en todos los actos organizados por el Partido Na- 
cional. Fue además un excelente funcionario público, 
ya que en su calidad de abogado terminó siendo Jefe 
del Departamento Jurídico del Banco de Seguros del 
Estado. En ese Departamento integró una generación 
de profesionales que muchos todavía recordamos, 
quizás por motivos familiares, ya que mi padre tam- 
bién fue su compañero en esa Institución. Esa gene- 
ración de abogados estaba encabezada por el doctor 
Alfredo Cambón e integrada por los doctores Nicasio 
del Castillo, Emilio Castellanos y Luciano Macedo. 
Este último fue, con posterioridad, Director del Ban- 
co de Seguros del Estado por el Frente Amplio. 


Además, Héctor Berro Olivera fue integrante de la 
Comisión Administradora del Río de la Plata durante 
el Gobierno del Partido Nacional, siendo un férreo 
defensor de los intereses orientales y cumpliendo 
una destacadísima tarea que hasta el día de hoy se 
recuerda y reconoce. Fue Oficial de la Reserva Naval 
-uno de sus pocos oficiales- y hasta hace poco tiempo 
se lo veía con el uniforme de esa entidad. Durante el 
conflicto de las Islas Malvinas -y esto nos lo recordó el 
señor Senador Abreu- fue uno de los pocos orientales 
que se presentó en el Consulado argentino para 
enlistarse como voluntario para defender la soberanía 
de la Argentina en los archipiélagos del sur. 


Estuvo casado con Pilar Zumarán, y juntos cons- 
truyeron un hermoso hogar que los cobijó. Es de des- 
tacar que todos quienes lo conocimos por diferentes 
motivos lo quisimos mucho. En realidad, me conoció 
antes que yo a él, porque me vio casi desde que nací; 
estuvo muy vinculado a mi familia y a la historia, re- 
pito, del Partido Nacional. 


Es por este motivo que en la mañana de hoy los 
Senadores del Partido Nacional queremos dar cuenta 
de este lamentable fallecimiento y testimoniar ante 
él -que sin lugar a dudas nos está escuchando- 
nuestro profundo agradecimiento por su hombría de 
bien, por su caballerosidad, por sus altos servicios al 
Partido Nacional -que lo convierten en un servidor del 
mismo- y, fundamentalmente, a los más altos 
intereses del país. Queríamos recordar con mucho 
cariño a este distinguido ciudadano por todo lo que 
hizo, y que llegue a los familiares el profundo pesar 
que nuestro partido ha sentido por su fallecimiento. 
Quiero resaltar, también, que cultivó muchísimos 
amigos en las más diversas actividades de nuestro 
país. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada al Honorable Directorio del Partido 
Nacional, a los familiares de Héctor Berro Olivera, al 
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Banco de Seguros del Estado y a la Comisión Admi- 
nistradora del Río de la Plata. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar el trámite 
solicitado. 


(Se vota:) 


- 25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) SISTEMA PENITENCIARIO NACIONAL 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado ingresa al 
Orden del Día con la consideración del asunto que 
figura en primer término: “Proyecto de ley por el que 
se faculta al Poder Ejecutivo a adoptar medidas jurí- 
dicas, administrativas y financieras a fin de remediar 
la situación de riesgo y especial vulnerabilidad que 
atraviesa el sistema penitenciario nacional. (Carp. 
N*192/10 - Rep. N* 72/10 y Anexo 1)” 


(Antecedentes:) 
(Ver 28? S.O.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la discusión 
general. 


La Mesa desea aclarar que el informe ya había 
sido presentado, en términos generales, por el señor 
Senador Michelini. 


De acuerdo con la lista de oradores, corresponde 
entonces dar la palabra al señor Senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY. - Señor Presidente: ade- 
lantamos que vamos a votar el proyecto de ley tal 
como ha sido aprobado por la Cámara de Represen- 
tantes, pero antes de hacerlo queremos expresar 
nuestro pesar y nuestras condolencias a los fami- 
liares de los fallecidos en el incendio ocurrido en la 
ciudad de Rocha la semana pasada. Creemos que es 
lo que corresponde. Ahora bien, también queremos 
destacar la celeridad que ha tenido este proyecto de 
ley en el Parlamento. Ha sido uno de los que se va a 
aprobar con mayor velocidad, tal como ha sucedido 
en la Cámara de Representantes, donde se hicieron 
las correcciones correspondientes de las normas que 
vulneraban la Constitución de la República. 


Sin perjuicio de ello, quiero dejar dos constancias. 
En primer lugar, quiero reconocer la autoría intelec- 
tual de alguna de las disposiciones, por tratarse de 
una propuesta formulada por el señor Senador La- 
rrañaga el año pasado, durante la campaña electoral. 
Creo que es justo reconocer que el proyecto recoge 
hoy una de sus iniciativas, en especial la que lleva a 
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alojar a parte de la población carcelaria en cuarteles y 
otros inmuebles propiedad del Ejército Nacional. 


La segunda apreciación que queremos hacer es 
que esta iniciativa no soluciona el problema de fon- 
do; se trata de un parche que lo que hace es atender 
una emergencia, de la misma forma que se pretendió 
atender una emergencia hace cinco años con la ley 
relativa al descongestionamiento del sistema carce- 
lario. Creo que esa ley fue un profundo error, no solo 
por sus consecuencias sobre la seguridad general en 
el país sino, precisamente, porque fue un parche, 
algo que sabíamos que no iba a solucionar el proble- 
ma de fondo, que todos sabemos cuál es: un aumento 
constante de la población carcelaria en el Uruguay. 
Esto no solamente se debe al aumento de la inseguri- 
dad sino, sobre todo, a la altísima tasa de reincidencia 
que existe en el Uruguay en materia de delincuencia. 


Por consiguiente, creo que tenemos que analizar 
inmediatamente el tema de fondo, porque de lo con- 
trario, dentro de dos, tres, cuatro o cinco años nos 
encontraremos votando una nueva ley de emergencia 
carcelaria. Recuerdo que en marzo de 2005 el Go- 
bierno de entonces decretó la emergencia carcelaria 
y creo que poco se hizo al respecto. No se trata de 
responsabilizar a este Gobierno ni a las anteriores Ad- 
ministraciones, sino de hablar sobre cuáles son las 
posibles soluciones al tema. Creemos que la primera 
de ellas apunta a atender el problema de la reinci- 
dencia de quien delinque en Uruguay y para ello es 
necesario sacar las cárceles de la órbita del Ministerio 
del Interior y de la Policía. A los policías se los prepa- 
ra, se los entrena y se los capacita para combatir a los 
delincuentes, no para reeducarlos, reinsertarlos en 
la sociedad y cuidar de ellos. Es necesario que quie- 
nes se encargan de la población carcelaria en nuestro 
país sean especialistas preparados y capacitados para 
esa tarea. 


Hace dos meses se presentó un proyecto de ley en 
la Cámara de Representantes, a iniciativa del señor 
Legislador Aníbal Gloodtdofsky, por el que se propo- 
ne crear el Instituto Penitenciario en el Uruguay, si- 
guiendo las modernas tendencias que en esta materia 
existen. 


Creo que, sin perjuicio de aprobar esta ley de 
emergencia, deberíamos hacer lo propio con otra 
norma que ataque el problema de fondo. Quizá en el 
proyecto de ley de asociación público-privada -que el 
Gobierno nacional anuncia que próximamente envia- 
rá al Parlamento- debería incluirse un capítulo refe- 
rente a las cárceles privadas, por el que los privados 
puedan asociarse con los públicos, para prestar los 
servicios de manera más eficiente, cobrando por ello. 
Incluso, pienso que en esta norma se debería con- 
templar la situación del recluso que esté en condicio- 
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nes de pagar su estadía, así como la de aquel que, a 
través de su trabajo en la cárcel, pueda obtener una 
mejor condición. Si procediéramos de esta manera, 
estaríamos destinando recursos para aquellos reclu- 
sos que no pueden pagar su pasaje por las cárceles. 


Reitero que la Bancada de Senadores del Partido 
Colorado votará afirmativamente este proyecto de ley, 
pero llamo la atención sobre la necesidad de legislar 
en lo que al tema de fondo refiere. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR MOREIRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MOREIRA. - Señor Presidente: tal como 
lo expresara el señor Senador preopinante, hago lle- 
gar mi pésame a los familiares de quienes perdieron 
la vida en este trágico suceso que tuvo lugar en el 
departamento de Rocha la semana pasada. En alguna 
medida, ello está confiriéndole una relevancia mayor 
al proyecto de ley que tenemos a consideración. 


Como se señaló anteriormente, este verdadero 
colapso del sistema carcelario -diría que el siste- 
ma carcelario uruguayo ha colapsado en la mayoría 
de sus establecimientos debido a una multiplicidad 
de causas y factores- incide no solo en una violación 
sistemática de los derechos humanos, sino también 
en otros aspectos vinculados a los nueve mil y tantos 
uruguayos y algunos extranjeros que están recluidos 
en los 29 establecimientos carcelarios del Uruguay. 
Cabe mencionar que este tema fue puesto de mani- 
fiesto de manera muy severa por la ONU, en ocasión 
de la elaboración de un informe ante el Comisionado 
Parlamentario que contenía durísimas apreciaciones: 
comparaba la cárcel de Libertad con la peor de Gui- 
nea Ecuatorial y resaltaba las condiciones infrahuma- 
nas de reclusión. Me parece que es algo absolutamen- 
te negativo para el prestigio del Uruguay. 


Tal como dije anteriormente, el colapso del sistema 
carcelario no solo incide en la violación sistemática 
de los derechos humanos y en pérdida de vidas como 
las registradas en los sucesos de la semana pasada y 
en otros que tuvieron lugar el año pasado y a princi- 
pios de este, sino también en el nivel de la seguridad 
pública imperante en nuestro país. Concretamente, 
con este colapso se está violando sistemáticamente 
el artículo 26 de la Constitución de la República, que 
en su inciso segundo establece: “En ningún caso se 
permitirá que las cárceles sirvan para mortificar, y sí 
solo para asegurar a los procesados y penados, persi- 
guiendo su reeducación, la aptitud para el trabajo y 
la profilaxis del delito”. Lejos está hoy el sistema car- 
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celario uruguayo de cumplir con este precepto cons- 
titucional, dados los elevados índices de reincidencia 
registrados a lo largo de la historia de nuestro país. 
En las diecinueve cárceles departamentales, el índi- 
ce de reincidencia sobrepasa el 60%, y en aquellas 
que dependen de la Dirección Nacional de Cárceles 
-que reúnen bastante más del 50% de la población 
carcelaria- llega al 70%. Fíjese, señor Presidente, que 
actualmente hay en el Uruguay 9.200 reclusos, y es- 
tamos hablando de que un 60% vuelve a delinquir; 
son miles las personas a las cuales las cárceles, en 
lugar de reeducarlas y prepararlas para la reinserción 
en la sociedad, les perfeccionan sus cualidades como 
delincuentes. Lamentablemente, esa es la realidad 
que hoy vivimos y que, sin lugar a dudas, por los de- 
rechos humanos y por la propia seguridad de todos los 
uruguayos, tenemos que revertir. 


Coincidimos totalmente con este proyecto de ley, 
porque si hay algo que tiene carácter de emergen- 
cia y urgencia es la situación del sistema carcelario 
uruguayo. En tal sentido, reconocemos la actitud del 
propio señor Presidente de la República en concurrir 
a este Parlamento a entrevistarse con dirigentes polí- 
ticos de todas las colectividades, anunciar la remisión 
de este proyecto de ley y solicitar su apoyo en cuanto 
refiere al texto y a su contenido. Por supuesto que 
estamos aquí para apoyarlo, pero también para hacer 
algunas consideraciones que nos parecen oportunas. 


Estamos de acuerdo en que el contenido de 
esta iniciativa no constituye una solución de fondo 
sino un paliativo; significa asignar una partida de 
aproximadamente US$ 15:000.000 -equivalente a 
$ 292:000.000-, crear 1.500 vacantes de guardias pe- 
nitenciarios y permitir el alojamiento en unidades mi- 
litares, aunque sea en forma transitoria, de aquellos 
reclusos de baja peligrosidad, con custodia interna 
de la Policía y externa de las Fuerzas Armadas. Esta 
es una medida de emergencia que, como bien se ha 
dicho aquí, no soluciona el problema de fondo, pero 
empieza a remediarlo. 


En la exposición de motivos se dice que este es 
un tema de larga data y, sin duda alguna, lo es. A 
ninguno de los gobiernos le resulta prioritario asignar 
recursos presupuestales al alojamiento de los reclu- 
sos debido a que existen otras prioridades; siempre 
las hubo y ningún gobierno escapa a esta situación. 
No obstante ello, a veces las cosas llegan a un punto 
tal, que se hace imprescindible destinar los recursos. 
Reitero que es cierto que se trata de un tema de larga 
data, pero no así su agravamiento, que es producto de 
un progresivo, irresistible y acelerado crecimiento de 
la población carcelaria. 


Durante el quinquenio 1990-1995, tuve ocasión 
de desempeñarme como Subsecretario del Ministerio 
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del Interior en el Gobierno del Partido Nacional; en 
ese entonces, en el sistema carcelario había aproxi- 
madamente 3.000 reclusos, y hoy hay tres veces más. 
Y no solo hay más, sino que ha cambiado hasta la 
composición de la población reclusa. Hoy el 70% de 
los reclusos tiene menos de 35 años. En el Comcar, 
el 70% de los primarios tiene menos de 25 años. Los 
señores Senadores habrán apreciado que los falleci- 
dos en el último incendio tenían entre 19 y 22 años, 
es decir, eran muy jóvenes y algunos de ellos tenían 
adicción a la pasta base y conductas irracionales de 
violencia. El manejo de esa población carcelaria no 
es igual al que se tenía con aquella población de la 
vieja cárcel de Punta Carretas o de Miguelete, donde 
los presos eran veteranos, no prendían fuego, no se 
quemaban ni se drogaban; el manejo de esta inmen- 
sa población se ha tornado extremadamente difícil y 
complejo. Ello requiere, necesariamente, la asigna- 
ción de más recursos en infraestructura edilicia, en 
tecnología y en personal. En este proyecto de ley es- 
tamos hablando de 1.500 vacantes, lo que no es poca 
cosa y representa un costo muy elevado. Asimismo, el 
Presidente Mujica nos ha dicho que se va a remitir un 
proyecto de ley para afectar a la guardia perimetral de 
las 29 cárceles del Uruguay a personal de las Fuer- 
zas Armadas. Dicho personal no solo va a estar en la 
guardia perimetral sino que, aparentemente, también 
se le van a dar facultades para el registro, no solo 
de los reclusos y sus familiares, sino también de los 
guardias penitenciarios que pertenecen a otra Secre- 
taría de Estado, tema extremadamente delicado. A tal 
punto ha llegado la magnitud de este problema, que 
hay que recurrir a todos estos extremos. 


En el Partido Nacional venimos alzando nuestra 
voz desde hace años respecto a este tema. Con el se- 
ñor Senador Larrañaga concurrimos hace dos años 
y medio a entrevistarnos con la ex Ministra Daisy 
Tourné y el ex Ministro José Bayardi, para solicitar- 
les que aquellas dependencias militares que estaban 
subutilizadas se destinaran a alojar presos de baja pe- 
ligrosidad. En aquel momento se nos dijo que nuestra 
propuesta podía ser una solución factible, pero hasta 
ahora no se hizo nada. Pasaron dos años y medio y 
recién al final del Gobierno anterior, siendo Minis- 
tro el doctor Bruni, comenzó el reciclaje de Punta 
de Rieles, que creo que va a quedar pronta dentro de 
uno o dos meses, en donde se podrá alojar a más de 
700 reclusos. Pero en su momento, esto no se tomó 
en cuenta y, a mijuicio -como señaló el señor Sena- 
dor Bordaberry-, responde a un enfoque equivocado. 


Estaba leyendo la exposición de motivos del pro- 
yecto de ley de Humanización y Modernización del 
Sistema Carcelario, de junio de 2005, es decir, des- 
pués que el Presidente Vázquez había declarado la 
emergencia humanitaria en las cárceles en su dis- 
curso del 1% de marzo. En esa exposición de motivos 
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el doctor Díaz decía que la reforma legislativa de la 
última década se había orientado a la política crimi- 
nal, pero había omitido desarrollar una estrategia que 
controlara la densidad carcelaria y minimizara las 
consecuencias del encierro. En ese sentido, hablaba 
del hacinamiento y de la escasez alimentaria. Esto 
trajo, según José Díaz, innumerables conflictos, mo- 
tines, enfrentamientos entre presos, estimuló el con- 
sumo de drogas y la comercialización de bienes y ser- 
vicios. El doctor Díaz afirmaba que, en muchos casos, 
el resultado fue trágico, pues derivó en la muerte de 
reclusos, suicidios, lesión de funcionarios y cuan- 
tiosos destrozos materiales en los establecimientos. 
Señala que esa realidad puso en cuestionamiento el 
cumplimiento normativo en materia de derechos hu- 
manos. Y a continuación dice: “Recibimos un Estado 
violador de los Derechos Humanos de las personas 
privadas de su libertad. El respeto a las condiciones 
de reclusión resulta un imperativo ético y constitu- 
cional”. 


Ese proyecto de ley establecía algunas medidas de 
urgencia que se iban a tomar para remediar el tema 
sanitario, la higiene, la infraestructura y la alimenta- 
ción. Esa iniciativa contempló la liberación de reclu- 
sos con un régimen especial de libertad provisional 
y anticipada que permitió en ese momento liberar a 
827 reclusos. Justo es reconocer que hubo un cocien- 
te de reincidencia muy inferior al que han tenido to- 
dos los demás liberados en condiciones normales en 
el sistema penitenciario. Seguramente, ello se debió 
a la contención que se les brindó a través del Patro- 
nato Nacional de Encarcelados y Liberados, que en 
ese momento dio un apoyo especial que hoy no existe 
para el resto de los reclusos que son liberados por la 
Justicia uruguaya. 


El referido proyecto de ley preveía la realización 
de tres fases. En primer lugar, se hablaba de superar 
la emergencia humanitaria, brindando a las personas 
privadas de libertad condiciones de humanidad y 
dignidad durante su reclusión. En otras palabras, se 
pretendía mejorar las condiciones generales de los re- 
clusos. En segundo término, se establecía la unifica- 
ción del sistema penitenciario nacional, concentran- 
do las 19 cárceles departamentales bajo la órbita de 
la Dirección Nacional de Cárceles. En tercer lugar, se 
hacía mención a un aspecto de mediano y largo plazo 
que está consignado en el documento de consenso de 
la Comisión multipartidaria: la creación del Instituto 
Nacional de Rehabilitación. Con esto, se sacarían las 
cárceles de la órbita de la Policía Nacional para que 
quien aprehende al delincuente no sea el que lo cui- 
da y luego trata de rehabilitarlo. Es una dualidad que 
parece incompatible a todas luces y respecto a lo cual 
nosotros coincidimos. 


Estos tres propósitos, señor Presidente, no 
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fueron cumplidos. No dudo de que ha habido la 
mejor de las intenciones y se han asignado recursos 
materiales, porque se crearon casi 500 vacantes en 
la Dirección Nacional de Cárceles -creo que se han 
llenado-, se recicló el viejo Penal de Libertad y se 
construyó un módulo en el Comcar, pero todo ello fue 
-notoriamente- insuficiente. 


En el año 2005, cuando comenzó el Gobierno de 
Tabaré Vázquez había 7.100 presos y se liberaron a 
827, pero ahora hay 9.200; quiere decir que si sa- 
camos a esos 827 que se liberaron excepcionalmen- 
te, hay alrededor de 3.000 reclusos más. Entonces, 
se debió hacer mucho más. Algunos jerarcas de las 
Secretarías anteriores no percibieron cuál era la real 
solución del problema porque en la propia exposición 
de motivos que mencioné se dice que la propuesta de 
combatir el conflicto construyendo más cárceles no 
resuelve el tema. Yo digo que sí lo resuelve; si bien 
no lo soluciona del todo, contribuye a resolverlo. Hoy 
tenemos un sistema heterogéneo, donde hay 21 cen- 
tros para tomar decisiones: 19 Jefes de Policía que 
gobiernan sus cárceles departamentales... 


SEÑOR CHIRUCHT. - 18, señor Senador. 


SEÑOR MOREIRA. - ...más un Director Nacional 
de Cárceles y el CNR con 29 establecimientos peni- 
tenciarios. 


Hoy de mañana escuché en una radio que le pre- 
guntaban al Comisionado Parlamentario si había un 
protocolo de actuación para los casos de incendio y él 
contestó que no existía. ¿Cómo lo va a haber si hay 
cárceles donde los extintores están vacíos y solo hay 
dos? Cuando el 24 de agosto del año pasado se produ- 
jo el incendio en el Comcar, el Ministro Bruni concu- 
rrió al Parlamento. En aquel momento le pregunté al 
Director Nacional de Cárceles, Inspector Zaugg, si el 
Comcar tenía habilitación de Bomberos y me dijo de- 
cididamente que no. Quiero subrayar que el Comcar 
tiene 3.150 reclusos, debe contar con 500 guardias 
y los días de visita concurren allí alrededor de 2.000 
personas. Es un pueblo del interior, encerrado; es un 
pueblo bajo los efectos de la droga, un pueblo de gen- 
te que no tiene -naturalmente- un correcto equilibrio 
emocional producto de que no tiene una vida nor- 
mal. ¿En un lugar así no se justifica, por lo menos, 
un pequeño destacamento o algunos funcionarios de 
la Dirección Nacional de Bomberos? Me parece que 
es necesario que los establecimientos carcelarios dis- 
pongan de los elementos indispensables para comba- 
tir este tipo de hechos. 


Ayer mantuve una conversación con el Comisio- 
nado Parlamentario y prevengo que su mandato ter- 
mina hoy, 13 de julio. El Comisionado Parlamentario 
tiene un mandato de cinco años, que terminan hoy, 
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renovable por una sola vez con el voto favorable de 
tres quintos de la Asamblea General. Quiere decir 
que hoy, teóricamente, ya no tendríamos más Comi- 
sionado Parlamentario. ¡Vaya si será importante que 
convoquemos a la Asamblea General para la renova- 
ción de ese mandato! En lo personal entiendo que el 
Comisionado Garcé ha hecho una excelente gestión 
-quizás alguien opine distinto- y me parece elemental 
que se resuelva este asunto porque, reitero, el plazo 
vence hoy. Asimismo, creo que es absolutamente im- 
perativa la integración de la Comisión de Seguimien- 
to del Sistema Carcelario que, además, actúa como 
interlocutora del Parlamento con el Comisionado 
Parlamentario. Si no me equivoco esta misma sema- 
na se va a integrar esa Comisión y, a mi entender, se 
trata de algo que tiene que estar funcionando a toda 
máquina, fundamentalmente, a la luz de los hechos 
de los últimos días. 


Ayer me decía el Comisionado Parlamentario, ha- 
blando del tema de la violencia intracarcelaria y de 
las muertes que se han dado en el sistema, que en 
el último año murieron 39 personas por causas vio- 
lentas en el sistema carcelario uruguayo; en un año 
murieron 39 personas: 19 quemadas o intoxicadas en 
circunstancias diferentes y en algunos incendios au- 
toprovocados, aunque en este último incidente no pa- 
rece haber sido esa la razón. De ninguna manera po- 
demos permitir que esto siga pasando, porque a pesar 
de que el 24 de agosto ocurrieron los hechos que ya 
conocemos en el Comcar, resulta que ahora se produ- 
ce esta última tragedia. Me parece que en este tema 
hay que tomar medidas urgentes. En lo personal, no 
asigno responsabilidad al actual Ministro porque, sin- 
ceramente, he visto de su parte una muy saludable 
reacción frente a este y a otros aspectos vinculados 
con el tema de la seguridad interior. He observado un 
cambio de actitud y una reacción mucho más realista 
frente a esta situación, que ha llevado a que ahora se 
digan las cosas por su nombre. La sociedad uruguaya 
ha cambiado mucho y los remedios para combatir es- 
tos problemas ya no son los tradicionales sino que es 
preciso cambiarlos, aunque obviamente manteniendo 
el irrestricto respeto a la libertad y a los derechos hu- 
manos. Manteniendo esos principios, la respuesta del 
Estado tiene que ser otra. Sin ninguna duda, en esta 
materia hay que tomar medidas ya. 


El trágico episodio ocurrido la semana pasada 
está en la órbita de la Justicia y se están llevando a 
cabo todas las pericias que corresponden. Obviamen- 
te, esta no es la instancia parlamentaria adecuada 
para discutir ese asunto y hacer una consideración 
profunda al respecto, pero seguramente habrá otras 
oportunidades en las que, además, se hará presente 
el señor Ministro del Interior, porque eso es lo lógico 
cuando ocurren hechos de estas características. Es 
preciso saber si hay responsabilidad o no por parte de 
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los funcionarios, y como se trata de hechos realmente 
muy graves, sin duda debemos ir hasta el fondo para 
esclarecerlos. 


Por otra parte, creo que la creación del instituto 
de rehabilitación a través de una ley es algo que debe- 
mos considerar a la brevedad posible y en eso coinci- 
dimos todas las colectividades políticas. La asignación 
de mayores recursos humanos está prevista en esa 
iniciativa, aunque quizás resulte insuficiente. Al res- 
pecto, el Comisionado Parlamentario ha dicho que en 
la Cárcel de Rocha había solo tres personas para cui- 
dar a 130 reclusos y contaban apenas con tres llaves, 
razón por la cual fue necesario romper algún can- 
dado. Asimismo, se ha dicho que en el Comcar hay 
un único guardia de noche para 250 reclusos y ante 
esto nos preguntamos cómo no van a suceder hechos 
como el de los últimos días. 


Con respecto al tema de las tolderías o divisiones 
precarias, existe una recomendación del año 2005 
para su eliminación, pero eso solo se hizo en algu- 
nas Jefaturas y en otras no, lo que demuestra que no 
existe unidad de dirección ni un protocolo de actua- 
ción. Para ilustrar esto basta recordar lo sucedido en 
la Cárcel de Las Rosas, donde no había balas de goma 
para contener un motín. Creo que no hay unidad de 
cabeza y la resolución de esta situación no admite 
más demoras. En este sentido, quiero recordar tam- 
bién la necesidad de reforzar los patronatos departa- 
mentales, que no tienen técnicos que los asesore. 


En esta materia también cabe mencionar la apli- 
cación de los artículos de la Ley de Humanización 
y Modernización del Sistema Carcelario, que preveía 
que en las licitaciones públicas, el 5% de los obreros 
no calificados debían ser reclusos liberados. ¿Cuándo 
se cumplió esto? Nunca se cumplió y esta ley es un 
ejemplo entre otras tantas que nunca se aplicaron en 
la realidad. Obviamente, a quien sale de la cárcel, 
¿quién le va a dar trabajo? ¿Quién le va a dar traba- 
jo a un rapiñero con cuatro antecedentes? Induda- 
blemente nadie lo va a hacer, a menos que logremos 
contenerlo y ayudarlo. Sabemos que algunas Inten- 
dencias han actuado de acuerdo con esa ley, pero de 
todos modos me pregunto por qué el Gobierno no 
hace cumplir lo establecido en el artículo 14 de la 
Ley N* 18.897 cuando hace llamados a grandes lici- 
taciones. Esa ley nunca se cumplió y en cierto modo 
es entendible que a nadie le guste emplear a reclu- 
sos liberados. No obstante, creo que la sociedad debe 
reaccionar frente a esta situación y seguramente el 
proyecto de ley que estamos considerando será útil 
para eso. 


Por las razones expuestas, el Partido Nacional va a 
acompañar esta iniciativa. En la Comisión multipar- 
tidaria, simplemente hicimos algunas observaciones 


CÁMARA DE SENADORES 


13 de julio de 2010 


de índole formal, porque se trata de una ley de noto- 
rio contenido presupuestal; sin embargo entendemos 
que está bien que así sea, porque se trata de un tema 
urgente y debe actuarse lo más rápidamente posible, 
utilizando todos los recursos del Estado a fin de re- 
solver uno de los más graves problemas que enfrenta 
este Gobierno. Este tema está vinculado con los de- 
rechos humanos pero, fundamentalmente, tiene que 
ver con la seguridad de todos nosotros e incide en 
forma absolutamente directa sobre los niveles de in- 
seguridad que hoy vive el Uruguay. 


SEÑOR MICHELINI. - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el 
señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI. - Señor Presidente: no 
quiero generar polémica, pero debo aclarar que como 
Miembro Informante podría anotarme al final de la 
lista de oradores para hablar sobre este tema como lo 
hice el miércoles pasado. En esa oportunidad exhorté 
a no debatir sobre lo relativo a la seguridad y al siste- 
ma carcelario durante la consideración del proyecto 
de ley, aunque naturalmente, cada uno es libre de 
disponer de su tiempo para hablar de lo que quiera. 


Los dos Senadores preopinantes han manifestado 
que es necesario tomar medidas de fondo y hacer 
determinadas cosas, lo cual podría dar la sensación 
de que el Gobierno está inerte, sin hacer nada o 
mirando para arriba en vez de tratar de ordenar 
la casa con la tranquilidad de espíritu que estas 
situaciones requieren, sobre todo teniendo en cuenta 
el hecho desgraciado que nos ha conmovido a todos 
por la pérdida de vidas humanas ocurrida hace unos 
días. Quiero destacar que durante el Gobierno del 
doctor Tabaré Vázquez se hicieron muchas cosas, y al 
respecto puedo mencionar algunas leyes votadas por 
este Parlamento cuya aplicación se reclamaba hace 
unos momentos. Sin duda, esas normas demuestran 
el interés que se ha puesto en la reinserción de 
quienes han delinquido. Más aún, con respecto 
a la Ley de Humanización y Modernización del 
Sistema Carcelario se dice -y es así- que el nivel de 
reincidencia en el delito ha sido bajísimo porque hubo 
una contención y quizás debía haberse trasladado esa 
experiencia al resto de los reclusos. 


Obviamente, si estamos tratando este proyecto 
de ley es porque la situación está mal, porque de lo 
contrario esta iniciativa no sería necesaria. Incluso, 
si las cosas estuvieran bien este Gobierno no habría 
mencionado como uno de los temas más urgentes a 
tratar el relativo a la seguridad. No estamos negando 
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los hechos. Además, cabe destacar que no solo se ha 
enviado este proyecto de ley sino que también en el 
Presupuesto se tratan aspectos relacionados con este 
tema. Concretamente, en esa instancia se tratará un 
proyecto de ley que está a discusión de la Bancada 
oficialista y tiene que ver con quién entra y quién sale 
de los centros de reclusión. Repito que las cosas no 
están bien y lo sucedido en la Cárcel de Rocha no es 
un hecho fortuito; hay hacinamiento y también viola- 
ción de los derechos humanos, y somos conscientes 
de ello. 


Ahora bien, aquí hay tres aspectos que no sirven 
como justificación pero sí aportan un contexto. En 
primer lugar, se vinculó el delito con la pasta base, 
razón por la que el universo de personas involucradas 
en este problema es tan joven. Sin duda, el delito y 
la pasta base constituyen una combinación explosiva 
para quien esté en el gobierno, ya sea el Partido Co- 
lorado, el Partido Nacional o el Frente Amplio. Esta 
vez nos tocó a nosotros, y más allá de las cosas buenas 
que hemos hecho, ahora nos enfrentamos a un tema 
complejo que habría sorprendido a cualquiera. Indu- 
dablemente, el hecho de que en menos de diez años 
la población carcelaria haya pasado de 3.000 a 9.000 
reclusos revela la incidencia de hechos adicionales, 
y uno de ellos es la relación entre la pasta base y el 
delito. 


En segundo término, debemos tener en cuenta 
la actuación de la Justicia y de la Policía, ya que 
tenemos la tasa más alta de América -no solo de 
América Latina- de delincuentes detenidos. Quiere 
decir que la Justicia y la Policía han actuado, y si 
todos los delincuentes estuvieran afuera, los niveles 
de inseguridad serían muy superiores. Esto ha 
desbordado el sistema carcelario, señor Presidente, 
más allá de que podíamos haber tomado otras 
acciones más rápidas. 


También digo que en plena crisis se nos aconsejó, 
por parte de la oposición, que cuidáramos el gasto, 
porque de lo contrario tendríamos que utilizar la 
“motosierra”. ¿Cómo podíamos plantear a la sociedad 
uruguaya un gasto de US$ 15:000.000 en momentos 
en que existía una incertidumbre internacional 
brutal? No digo esto con ironía, señor Presidente; se 
nos estaba diciendo, por parte de la oposición, que 
debíamos cuidar el gasto, mientras se estaba dando 
una crisis internacional. Si se optaba por recortar el 
gasto, ¿cómo le explicábamos a la sociedad uruguaya 
que íbamos a destinar más recursos, más dinero, para 
el tema de las cárceles? 


Lo que nosotros queremos transmitir es que estos 
temas son complejos. Como dije, estamos destinando 
US$ 15:000.000, más las vacantes, además de lo que 
se incluirá en forma adicional en el Presupuesto, y 
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hay que salir a explicar esto a la población, que tam- 
bién nos plantea el tema de las víctimas, de los que 
están afuera, de los que no delinquen y les arrancan 
la cartera, y de quienes ahora -en un delito nuevo- 
están siendo secuestrados. 


En consecuencia, señor Presidente, el tema es 
mucho más complejo. Hice una exhortación y no se 
tomó en cuenta -lo acepto-, pero no puede parecer 
como que el Gobierno tiene los brazos cruzados. Aquí 
estamos haciendo muchas cosas y el señor Ministro, 
sin duda, está llevando adelante esas políticas con el 
respaldo de toda la fuerza política que integra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA. - Señor Presidente: eviden- 
temente, el señor Senador que me ha interrumpido 
no me escuchó. Estaba hablando en serio de un tema 
muy importante y no de la “motosierra”. No estaba 
tratando de politizar el tema. 


SEÑOR HEBER. - ¡Apoyado! 


SEÑOR MOREIRA. - Yo no saco rédito político de 
las muertes. Me parece que esa no es la actitud que 
debemos tener. Como decía, estaba tratando, de la 
manera más objetiva posible, un tema muy serio, con 
una descripción de las cosas que están pasando y sus 
consecuencias nefastas. Además, expresé que mi par- 
tido va a acompañar esta iniciativa; la vamos a votar 
con las dos manos. ¡Cómo no lo vamos a hacer! 


Con respecto a la duplicación del Presupuesto que 
se pactó, quiero decir que estoy participando del muy 
buen clima de la Comisión multipartidaria. No esta- 
mos en la teoría de prender fuego el rancho para sa- 
car algún rédito político cuando aún faltan cinco años 
para las próximas elecciones; el señor Senador Mi- 
chelini no entendió el espíritu de mis palabras. Estoy 
tratando de hacer un aporte para resolver uno de los 
más graves problemas que tiene la sociedad urugua- 
ya, porque esto no tiene color político ni banderías. 
Como decía, ese es el espíritu que afortunadamente 
está predominando en la Comisión multipartidaria, 
razón por la cual vamos a firmar un documento en el 
cual vamos a ratificar soluciones comunes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si me permite, señor 
Senador, ha llegado a la Mesa una moción para que 
se prorrogue el tiempo de que dispone. 

Se va a votar. 


(Se vota:) 


- 27 en 28. Afirmativa. 
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Puede continuar el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA. - Por supuesto que también 
dije que la reincidencia por la liberación anticipada 
de la Ley de Humanización y Modernización del Sis- 
tema Carcelario había bajado notablemente porque 
funcionaron los mecanismos de contención, aunque 
para el resto de los reclusos no sucedió igual. Esto es 
así, pero no se trata simplemente de que una serie de 
causas hayan llevado a esta situación, sino de que no 
se vio la gravedad del problema y se lo enfocó mal, es 
decir que hubo errores. Entonces, esto es una reac- 
ción frente a una actitud decididamente pasiva. 


También quiero recordar que en una Ley de Ren- 
dición de Cuentas -creo que la de 2007- se incluyó 
un artículo que autorizaba la construcción de cárce- 
les bajo el régimen de concesión, por ejemplo para la 
cárcel de Las Rosas, en Maldonado, donde el año pa- 
sado se registró un motín que costó dos vidas y don- 
de existe un hacinamiento crítico que llega al 300%, 
lo que significa que donde debería haber un recluso, 
hay tres. Se trata de la cárcel más hacinada del país, 
especialmente en verano. 


Quiere decir que existe una previsión presupues- 
tal que nunca se ejecutó -y que mencionaba el señor 
Senador Bordaberry-, acerca de la asociación entre 
públicos y privados; ya hay una previsión legislativa. 
Esto está vigente y se puede utilizar, como sucede en 
el caso chileno y en otros países del mundo; habría 
que asignarle fondos para contribuir de alguna mane- 
ra. Sin embargo, hay que empezar por algo y esto no 
se hizo; no basta con sancionar una ley, sino que tam- 
bién hay que ejecutarla. Lamentablemente, se han 
aprobado leyes en estos años que no se ejecutaron y 
nada es peor para la gente que constatar que existen 
previsiones legislativas pero no se concretan. 


A propósito de esto, recuerdo que días atrás reci- 
bimos en la Comisión de Transporte y Obras Públi- 
cas del Senado a los padres de alumnos del Colegio 
Pallotti, que nos recordaron que existe un artículo 
en la ley de tránsito inicial que dispone la instala- 
ción de cinturones de seguridad en las camionetas de 
transporte escolar que no se cumplió y que después 
se modificó. A veces, la gente observa precisamente 
eso y se pregunta por qué, si existe la disposición, no 
se cumple. 


En consecuencia, me parece que nuestra obliga- 
ción como Legisladores es aportar. No estamos aquí 
para sacar ninguna ventaja política de este tema; es- 
tamos lejos de cualquier episodio electoral. 


Por estas razones, aunque vamos a votar 
afirmativamente este proyecto de ley, también 
queremos dejar algunas constancias importantes, 
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para que determinados hechos -cuya reiteración es 
terrible- no vuelvan a suceder. En ocasiones, la voz 
alerta y enérgica de la oposición también sirve a los 
gobiernos -y supongo que además le será útil al señor 
Ministro-; para eso estamos. Seguramente este tema 
será objeto de consideración legislativa, aunque no 
en el día de hoy; sin embargo, me parecía necesario 
dejar estas consideraciones -más allá de que nuestra 
colectividad política, repito, va a acompañar este 
proyecto de ley-, porque las circunstancias y la 
importancia del problema así lo imponían. 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el 
señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: creo que el 
nivel que los señores Senadores Moreira y Bordabe- 
rry han impuesto a esta discusión es generado por 
la responsabilidad de los hechos. Estamos frente a 
una emergencia -que ya conocíamos porque así nos 
lo había dicho personalmente el Presidente de la Re- 
pública-, y no le asignamos la responsabilidad a esta 
Administración. Sin embargo, existen responsabili- 
dades, señor Presidente. La anterior Administración 
tiene responsabilidad en esto. ¿Qué es eso de que 
no se puede hablar de las responsabilidades políticas 
en el Senado de la República? ¿En dónde estamos? 
¿Para qué estamos? Si hay algo que la oposición debe 
hacer es plantear responsabilidades políticas frente 
a un hecho y no creemos que sea buena cosa para 
la discusión parlamentaria que nos vengan a “correr 
con la vaina”, dicho esto de forma telúrica. Se nos 
dice que no se puede hablar de este tema porque es- 
taríamos usando a nuestro favor las tragedias que han 
ocurrido. No es así; se tiene que hablar de este tema 
porque así lo quieren los familiares de los fallecidos. 
También se ha dicho que no se puede hablar del tema 
en esta sesión. ¡Por supuesto que no lo estamos tra- 
tando hoy! Pero, ¿cómo lo vamos a omitir? ¿Dónde 
estamos? Este es el Senado de la República, señor 
Presidente. ¿No podemos hablar del tema carcelario, 
cuando han fallecido doce reclusos? ¿No lo podemos 
mencionar? No entiendo qué tipo de argumento es 
este que se viene esgrimiendo en el Senado de la 
República. ¡Por supuesto que se tiene que hablar de 
esto! Quizás no debamos analizarlo en profundidad 
ahora, pero repito que este tema no puede estar au- 
sente en el día de hoy, como tampoco pueden estarlo 
las responsabilidades. 


En la franqueza y en la lealtad de la discusión, no 
estamos asignándole responsabilidades al Presidente 
de la República ni al actual Ministro del Interior, pero 
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sí a la anterior Administración, porque desde los pri- 
meros días de marzo el Partido Nacional, tal como 
expresó el señor Senador Moreira, viene planteando 
este tema. Hace cinco años que venimos hablando 
de esto y la solución que plantea el señor Senador 
Bordaberry se la presentamos por escrito al señor Mi- 
nistro. Concretamente, le planteamos cinco proyec- 
tos de ley, pero resulta que ahora no podemos hablar 
de responsabilidades. Claro que sí podemos hacerlo; 
acá hay una responsabilidad por omisión de la Admi- 
nistración anterior, y tienen que asumirla con humil- 
dad, porque se equivocaron. Ahora, a través de esta 
iniciativa -que vamos a acompañar-, la misma fuerza 
política pretende enmendar el error de no habernos 
escuchado y de no haber hecho nada, pues la única 
gran medida que tomaron en cinco años fue liberar 
a los presos. Por lo tanto, acá hay responsabilidad del 
doctor Vázquez y del Frente Amplio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MORFEIRA.- Gracias, señor Presidente. 


SEÑORA XAVIER.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la 
señora Senadora Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: creo que se 
puede hacer una rápida discusión de este tema o entrar 
a referirnos, como pide el señor Senador Heber, a las 
responsabilidades de anteriores Administraciones. 
Ya que dicho señor Senador ingresó en esa cuestión, 
personalmente me pregunto si es posible comparar 
los 34 millones que gastó su Gobierno -en pesos 
constantes- en el sistema carcelario, con los 300 
millones que invirtió el Gobierno anterior. ¿Llegó 
usted antes al Gobierno en el Uruguay, o lo hizo el 
Frente Amplio? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita a la se- 
ñora Senadora que se dirija a la Mesa. 


SEÑORA XAVIER.- Pido disculpas, señor Presi- 
dente. 


Sin duda, acá hubo responsabilidades. Tenemos 
una cárcel como la de Rivera, del año 1928, para 50 
plazas, y en el correr de este año se va a entregar 
una con 400 plazas; y tenemos otra, donde lamenta- 
blemente ocurrió la tragedia de hace pocos días, que 
también es monumento histórico. Entonces, ¿vamos 
a hablar de responsabilidades? Hagámoslo, pero des- 
de siempre, señor Senador, porque entérese de que el 
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delito ha aumentado en todo el mundo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señora Senadora Xa- 
vier: la Mesa le ruega nuevamente que se dirija a la 
Mesa. 


SEÑORA XAVIER.- Pido disculpas nuevamente, 
señor Presidente. 


El delito del narcotráfico es el que más aumenta 
en el mundo, y esto trae consecuencias. Entonces, 
cuando el señor Senador Moreira reconoce que la 
reincidencia como producto de la aplicación de la ley 
de humanización carcelaria fue de un 27%, contra 
un 68% de quienes cumplen las penas, vemos que 
tenemos otro tipo de problemas, y es en eso en lo que 
debemos profundizar. Como dijo el señor Senador 
Bordaberry, debemos crear penas alternativas, de for- 
ma que la Justicia tenga más herramientas - en la Le- 
gislatura pasada se planteó un proyecto que lamen- 
tablemente no tuvo la sanción de ambas Cámaras-, 
y también aportar mayores recursos. El problema es 
que la opción no siempre es tan fácil. Cuando en un 
país de 3:400.000 habitantes hay 1:000.000 pobres, 
no es tan fácil invertir sin límite en el sistema carce- 
lario. Sin embargo, aun así se invirtió más que en los 
quince años anteriores. Se llenaron 2.200 vacantes 
-no se pudieron terminar de llenar porque los tra- 
bajadores del Ministerio del Interior venían con una 
postergación absoluta en materia de remuneración y 
de condiciones de trabajo- y se subieron los salarios, 
promedialmente, en un 50%. ¿Es eso un cambio sus- 
tantivo, o no? ¿O pensamos que lo único importante 
son los ladrillos, y que no importa la gente que tiene 
que reprimir y custodiar? Claro que importan; tenían 
condiciones salariales de miseria y había que empe- 
zar a remediar eso. 


Ahora bien: fue este Gobierno el que abrió las 
puertas al veedor Manfred Nowak para que efecti- 
vamente ratificara aquello que se dijo el 1% de mar- 
zo, y esa no es una actitud que hayan tenido otras 
Administraciones. Me parece muy bien que sigamos 
teniendo esa transparencia, porque este tema no se 
resuelve con golpes en la mesa, sino -como lo hizo el 
Presidente de la República- incluyéndolo en la lista 
de los asuntos más importantes. 


¿Por qué no somos capaces de tomar el ejemplo 
del Centro Nacional de Rehabilitación? Su población 
es menor de 29 años y allí ingresan únicamente quie- 
nes han cometido delitos leves; a su vez, está ubicado 
en la periferia montevideana y la gente está inser- 
ta en el barrio, sale a trabajar y a estudiar. Es cierto 
que necesitaríamos mejores condiciones de trabajo y 
estudio para más reclusos, pero hemos llegado a un 
47% de la población. Existen 2.340 plazas de trabajo 
y casi 2.000 educativas para redención de pena. ¿Eso 
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es, o no, empezar a lograr ese mandato constitucional 
de rehabilitación? 


Si algo importa en esta discusión, es que todos he- 
mos empezado a comprender que los presos, al haber 
cometido un delito, tienen conculcado el derecho a 
la libre circulación o a la libertad, pero no otro. Por 
tanto, me parece que si hacemos referencia a insufi- 
ciencias, hagámoslo teniendo en cuenta el correr de 
la historia de este país. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 

- Ya termino, señor Presidente. 

Simplemente agrego: ¿qué antecedentes había de 
un incremento de sueldo de casi un 50% en los traba- 
jadores del Ministerio del Interior? 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA - . - Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR SOLARI. - ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el 
señor Senador Solari. 


SEÑOR SOLARI. - Señor Presidente: nos queda 
poco más de dos horas de Sesión, y hoy coinciden en 
esta Casa del pueblo uruguayo dos facetas extremas 
de nuestra sociedad: por un lado, vamos a recibir a 
héroes deportivos y, por otro, estamos considerando el 
tema de los más excluidos de nuestra sociedad, reclu- 
sos cuyos derechos humanos están siendo violados. 
Por mi parte, no quisiera concurrir al homenaje antes 
citado sin haber aprobado esta iniciativa, por lo que 
pediría que se encauce el debate hacia lo que tene- 
mos por delante, que es votar una ley de emergencia 
para salir de esta situación. 


Hace veinte años, la realidad del seleccionado 
uruguayo no era mejor que la de las cárceles hoy y, 
sin embargo, en ese tiempo se corrigió y llegamos a 
un lugar de honor. Comprometámonos, pues, con ese 
mismo espíritu de planificación y de trabajo, mirando 
hacia adelante, de manera que, no en veinte sino en 
dos años, hayamos superado la emergencia, y en cin- 
co tengamos un sistema carcelario encaminado. Las 
sociedades son civilizadas acorde a la forma como 
tratan a sus seres más débiles, que son los enfermos 
mentales y los detenidos. Entonces, hagamos lo que 
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tenemos que hacer para que eso se concrete en el día 
de hoy. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA. - Señor Presidente: práctica- 
mente ya había finalizado; solo me he dedicado a ser 
el “hub” -término que ahora está de moda- del Par- 
lamento, y veo que ello ha sido satisfactorio para que 
todos participen. 


Simplemente, ratifico lo que he dicho en cuanto 
a que esta ley es un paliativo. Ojalá podamos, en el 
curso del tiempo que viene, llegar a las soluciones de 
fondo que esta problemática requiere. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Antes de dar la palabra 
al señor Senador Chiruchi, la Mesa pide al Senado 
que le permita dejar una brevísima constancia. 


En interpretación de la Presidencia, el Comisio- 
nado Parlamentario continúa en funciones, al me- 
nos, hasta tanto haya pronunciamiento explícito de 
la Asamblea General, lo que le ha sido transmitido. 


Asimismo, recuerdo que la Asamblea General ya 
ha creado la Comisión Especial de Seguimiento de 
la Situación Carcelaria, por lo que he solicitado a los 
coordinadores de Bancada que se sirvan proponer a 
sus integrantes. La Comisión se expedirá al respecto 
y lo que ella recomiende será el elemento de juicio 
fundamental que tomará en cuenta la Asamblea Ge- 
neral para pronunciarse explícitamente. 


SEÑOR MOREIRA. - Pido la palabra para hacer 
una precisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MOREIRA. - Señor Presidente: si mal no 
recuerdo, en la ley de creación del Comisionado Par- 
lamentario se había previsto una Comisión Especial 
-que no era la de seguimiento del sistema carcelario-, 
a los efectos de hacer un análisis de todos los candi- 
datos a ocupar un cargo tan importante. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Nuestra propuesta es 
que esta Comisión que acabamos de crear cumpla 
también esa misión, por razones de economía proce- 
sal y de rapidez en las decisiones. 


Continuando con la lista de oradores, tiene la pa- 
labra el señor Senador Chiruchi. 
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SEÑOR CHIRUCHI.- Tal como es intención de to- 
dos los integrantes de nuestro partido, voy a intentar 
hacer un aporte al tema, porque nadie puede ignorar 
la emergencia que vive el país en lo que tiene que ver 
con el sistema carcelario. 


Creo que esta situación de crisis es responsabili- 
dad de todo el sistema político, y no quiero exonerar a 
nadie. Quisiera analizar alguna situación en particu- 
lar, a fin de mostrar la forma en que, según entende- 
mos, debería promoverse a ese ser humano que está 
recluido en las cárceles de nuestro país. 


Como es sabido, durante muchos años tuve la res- 
ponsabilidad de estar al frente de un Ejecutivo que 
financia su actividad, su gestión y su administración 
con recursos de los contribuyentes -tal como corres- 
ponde de acuerdo con la normativa existente-, y en 
vista de lo insuficiente de esos recursos, siempre tra- 
tamos de buscar fuentes financieras complementa- 
rias para lograr el objetivo de la gestión. Me parece 
que, con relación al tema que estamos considerando, 
rápidamente se podrían obtener recursos externos 
-tengo documentación que así lo prueba- y donacio- 
nes, con mínimas contrapartidas por parte del Estado 
uruguayo, para el financiamiento de las actividades 
que puedan llevarse a cabo en lugares de reclusión. 


En vista de la discusión que se dio, me gustaría 
recordar que, en el pasado, el Gobierno del Partido 
Nacional no tuvo la bonanza con la que contó la Ad- 
ministración anterior. No tuvo una bonanza que ge- 
nerara un mayor nivel de recursos y de ingresos para 
que, en vista de la situación de emergencia que atra- 
vesaba el país, se pudiera mejorar una situación que 
ahora estalla y que nos tiene a todos sorprendidos. 


Ante todo, afirmo que voy a votar el proyecto de ley 
porque así lo han resuelto todos los integrantes del 
Partido Nacional, dispuestos a reflexionar y a buscar 
los caminos para mejorar la situación de emergencia 
que está viviendo el sistema carcelario de todo el país. 


A continuación, me voy a referir a un proyecto en 
relación a la cárcel de Juan Soler, que fue presentado 
por la Asociación de Productores de Leche de San 
José y el Patronato de Encarcelados y Liberados del 
mismo departamento, y que logró el visto bueno de la 
Unión Europea. 


La iniciativa destinaba € 200.000 para esta cár- 
cel, exigiendo solamente un 20% de contrapartida del 
Estado uruguayo. Á su vez, se exigía el compromiso 
de una ampliación que suponía € 250.000 más para 
perfeccionar las instalaciones. De esta manera, se in- 
tentaba mejorar las condiciones de quienes aún aho- 
ra están hacinados en la nueva cárcel de Juan Soler, 
la que se terminó a fines del Período anterior. Allí se 
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intentaría formar al preso a través del trabajo, a fin de 
reintegrarlo a la sociedad una vez liberado. 


Cabe señalar que el Proyecto del Patronato Depar- 
tamental de Encarcelados y Liberados aprobado por 
la Unión Europea hace mención, entre otras cosas, 
al ideal de la rehabilitación, educando y formando 
para la libertad a través de la integración social de 
quienes se encuentran privados de ella, ya que, en 
las actuales condiciones de reclusión, el ocio, la dis- 
criminación y la estigmatización hacen que salgan 
menos dispuestos para la vida honrada que cuando la 
Justicia los puso por primera vez entre rejas, porque 
salen para volver a delinquir. 


El proyecto de humanización del sistema carce- 
lario aprobado por la Unión Europea, está vinculado 
con el establecimiento carcelario Juan Soler, uno de 
los complejos dependientes de la Dirección Nacional 
de Cárceles, Penitenciarías y Centros de Recupera- 
ción y no de la Jefatura de Policía de San José; por ello 
le dije al señor Senador Moreira que eran dieciocho 
Jefaturas de Policía. Lo cierto es que el Jefe de Policía 
de San José nada tiene que ver con esta cárcel, aun- 
que suministra cuarenta y cuatro funcionarios poli- 
ciales para su control, funcionamiento y gestión. A 
través de los recursos previstos por este convenio, se 
pretendía crear un ámbito de rehabilitación contiguo 
a la cárcel, a fin de generar trabajo y estudio para un 
total de doscientos cincuenta beneficiarios directos 
-entre reclusos y liberados bajo tutela o asistencia del 
Patronato de Encarcelados y Liberados- y mil benefi- 
ciarios indirectos, que corresponderían a las familias 
de cada uno de ellos. 


Se proyectó dictar cursos de carpintería, 
electricidad, panadería y producción avícola y artesanal 
-entre otras cosas-, en un predio que el Ministerio del 
Interior tiene contiguo a la cárcel, con lainfraestructura 
necesaria. Allí se preveía, pues, crear un ámbito 
para la rehabilitación de los presos, promoviendo 
la capacitación laboral a través de la adquisición de 
hábitos de trabajo que posibilitaran su reinserción 
en la sociedad. Otro de los objetivos era valorizar la 
devolución que se le puede hacer a la sociedad a través 
de la realización de una tarea específica y favorecer 
el desarrollo de la extensión de enfoques innovadores 
para alcanzar la inserción cultural y laboral del grupo 
beneficiado, como así también la plena integración a la 
sociedad a través de la inclusión. 


No quiero extenderme demasiado, pero como es 
de conocimiento de los señores Senadores, la Unión 
Europea procura firmar este tipo de convenio con 
instituciones y organismos privados. Como dije, se 
había coordinado y aprobado ese proyecto, teniendo 
como principales protagonistas a la Sociedad de Pro- 
ductores de Leche de San José -que querían entregar 
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parte de su tiempo para rehabilitar a los presos insta- 
lados en la cárcel de San José- y a un grupo muy im- 
portante de ciudadanos que integraban el Patronato 
de Encarcelados y Liberados de dicho departamento, 
designado por la entonces Ministra Tourné. Esos fon- 
dos de la Unión Europea requerían una contrapartida 
nacional. 


El tema se trancó cuando la Comisión solicitó al 
Ministerio del Interior la realización del trámite ne- 
cesario para evitar el pago de los impuestos por los 
materiales que se debían adquirir para llevar adelan- 
te este proyecto que, además, fue declarado de in- 
terés ministerial. Tengo en mi poder una copia del 
decreto firmado por el señor Víctor Rossi, quien en 
ese momento estaba a cargo del Ministerio del Inte- 
rior. A su vez, contamos con un informe favorable y 
una muy conceptuosa aprobación por parte del doc- 
tor Álvaro Garcé, Comisionado Parlamentario, quien 
dejó constancia de su más completo reconocimiento 
a la propuesta realizada, que iba a ser pionera a nivel 
nacional. Desde luego, también contamos con la nota 
de aprobación del proyecto de parte de la Unión Eu- 
ropea, que lleva la firma del Presidente del Comité de 
Evaluación, Ramón Espinosa, en la que se habla de 
la recomendación de dicho Comité. Concretamente, 
se expresa que el Comité de Evaluación y la Adminis- 
tración contratante han considerado elegible el pro- 
yecto, por lo que se puede conceder a su solicitud una 
subvención de un máximo de € 180:000.000, es decir, 
un 80% del costo total del proyecto que la Asociación 
de Productores de Leche, a través del Patronato De- 
partamental habían elaborado. 


Tal como señalaba anteriormente el señor Sena- 
dor Moreira, contaba con el apoyo del Gobierno De- 
partamental de San José porque, dicho sea de paso, 
los Municipios -principalmente los del interior del 
país- construimos caños y columnas en los centros 
carcelarios. El costo de esa tarea se acuerda con el 
Ministerio del Interior y de esta manera generamos 
actividad y algún recurso. Insisto en que esto lo ha- 
cen los Municipios y lo van a seguir haciendo. Debe 
quedar claro que estamos hablando de algo ocurrido 
hace dos años. 


Cuando se dice que los recursos no son suficien- 
tes, probablemente sea así, pero lo es si solamente 
se tienen en cuenta aquellos que se logran a través 
de la población o los que están previstos en el Presu- 
puesto; sin embargo, entiendo que se puede trabajar, 
tener actitud y carácter para llevar adelante las ges- 
tiones ante organismos internacionales y conseguir 
esa asistencia. Fue así que la Unión Europea com- 
prometió € 6:000.000 al Ministerio del Interior a tra- 
vés de los Patronatos de Encarcelados de todo el país. 
Estamos hablando de € 6:000.000, que equivalen a 
US$ 7:000.000, cuando hoy se promueve una ley de 
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emergencia que prevé un costo de US$ 15:000.000. 
Repito, hace dos años que tenemos disponible, a 
modo de donación, US$ 7:000.000. ¡Cuánto tiempo 
perdimos! Está claro, entonces, que no se trata de 
recursos que salgan de la caja del Estado. 


Por lo expuesto, entendemos que el Estado 
debe ser coherente y no puede dejar pasar estas 
oportunidades así como no lo hacen las Intendencias 
pobres y austeras, porque sabemos que por ahí va el 
financiamiento, el cerno de cada una de nuestras 
gestiones. Sabemos que con los recursos de la 
población no es suficiente para financiar todos los 
proyectos que tenemos en cada una de nuestras 
mesas de trabajo, de nuestros partidos o de nuestras 
agendas políticas. Estamos hablando de fondos 
no reembolsables, que no requieren ley para ser 
recibidos; solamente necesitan voluntad política de 
todo el sistema y de todas las fuerzas políticas para 
que se exoneren los impuestos, de forma que el 
proyecto se viabilice y rinda más. Lógicamente, dicha 
exoneración depende del propio Estado, que cuenta 
con normas habilitantes del Banco de Previsión Social 
y del Ministerio de Economía y Finanzas. 


El Patronato Nacional de Encarcelados y Libe- 
rados de San José renuncia en pleno el 22 de junio 
porque no encontró voluntad política para promover 
este proyecto. Poseo la carta de renuncia y toda la 
documentación del proyecto. Además, tengo una nota 
que le fuera enviada al Ministro Bonomi el pasado 25 
de junio por parte del Patronato Nacional de Encar- 
celados y Liberados. Dice así: 


“Sr. Ministro del Interior 
Eduardo Bonomi 
Presente 


De nuestra mayor consideración: 


Cúmplenos hacer llegar a usted el texto de la re- 
nuncia presentada por la Comisión Honoraria del 
Patronato Departamental de San José respecto de 
la cual nos permitiremos realizar algunos comenta- 
rios:”. 


Creo que quienes integran el Patronato Nacional 
son ciudadanos de confianza del actual Gobierno. 


Continúo leyendo: “1”. El Patronato de San José 
en su integración actual ha sido sin duda el que me- 
jor ha interpretado y cumplido el rol que la Ley y los 
Reglamentos asignan a esta Institución. 


En efecto, durante su período de actuación ade- 
más de la atención a nuestros usuarios, se constru- 
yeron en la cárcel de Juan Soler, dos hermosos in- 
vernáculos con un préstamo obtenido por ellos del 
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Fondo Canadá. Cada centésimo de dicho préstamo 
fue invertido en beneficio de la Dirección Nacional 
de Cárceles. 


22. Al presente, ante la orfandad de apoyos indis- 
pensables para la efectivización de un proyecto que 
en su oportunidad involucró hasta a la APL de San 
José, se vieron obligados a rechazar un préstamo, esta 
vez concedido por la Unión Europea, otra vez en be- 
neficio de la Dirección Nacional de Cárceles y por 
ende de ese Ministerio. 


No alcanzamos a comprender las razones que de- 
terminaron dicho rechazo pero sí nos quedan claras 
las consecuencias ya inevitables que de ello se deri- 
van: 


1%. Ante la UE que generosamente prestó su apoyo 
a un proyecto de humanización carcelaria en benefi- 
cio de la comunidad toda. 


2%, Ante la APL de San José que nuclea un impor- 
tantísimo número de productores zonales, que desin- 
teresadamente abrió sus puertas al Patronato Depar- 
tamental proporcionando el apoyo indispensable para 
su gestión. 


3%. Ante las Asociaciones de Compatriotas que 
desde su residencia en el exterior vieron con buenos 
ojos la iniciativa, ofreciendo su desinteresada colabo- 
ración. 


Cabe preguntarse:”-expresan el Presidente y la Vi- 
cepresidenta del Patronato Nacional de Encarcelados 
y Liberados dirigiéndose al señor Ministro- “A -¿por 
qué se deja de lado un proyecto solidario que en su 
momento fuera declarado de interés ministerial? 


B - ¿Cuál es la alternativa para la construcción de 
aulas y talleres que permitan dar cumplimiento a la 
Ley de Humanización en Juan Soler? 


C - ¿De qué forma se podrán obtener de aquí en 
más, personas interesadas en trabajar gratuitamente 
en el Patronato Departamental de San José?” 


Señor Presidente y señores Senadores: quiero 
llamar la atención sobre este tema, para que el país 
y la sociedad involucrada no pierdan la oportunidad 
de ser protagonistas en la búsqueda de mejoras para 
esta realidad que nos golpea, y que hoy es uno de los 
flagelos más importantes que castigan y lesionan la 
calidad de vida de conciudadanos que están recluidos 
en las cárceles de nuestro país. 


Pido que reaccionemos -reitero- en procura de 
mejorar esta realidad que nos lastima. En consecuen- 
cia, creo que nos merecemos una sesión extraordi- 
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naria para repensar esta situación que nos agobia y 
lastima, que probablemente estalló ante la opinión 
pública -promoviendo su reacción- por lo sucedido en 
el departamento de Rocha, donde hubo 12 fallecidos. 
No obstante, no debemos olvidar que en el correr de 
este año han muerto 19 personas en las cárceles por 
accidentes similares. 


Era cuanto tenía para manifestar. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Pido la pala- 
bra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Señor Presi- 
dente: con profundo dolor vamos a realizar esta inter- 
vención. No vamos a traicionar nuestra más profunda 
convicción en el sentido de que las cárceles violan los 
derechos humanos y no constituyen un instrumen- 
to de resocialización. Vamos a apoyar y a votar este 
proyecto de ley en el entendido de que, obviamente, 
nos encontramos ante una situación de emergencia 
que nos impone y obliga a tomar medidas inmediatas, 
pero existe la necesidad de reflexionar sobre medidas 
de fondo. El aparato y el control penitenciario forman 
parte del control penal, y este involucra a las institu- 
ciones estatales. Comprende no solamente el plano 
de ejecución, es decir, el aparato penitenciario, sino 
la creación de normas jurídicas para penalizar con- 
ductas y los procedimientos de aplicación: el Derecho 
y el proceso penal. 


Señalé al comienzo de mi exposición que no existe 
resocialización en la cárcel; la privación de libertad 
no readapta ni resocializa. Eso es una mentira, una 
falacia y un mito. Por el contrario, diría que la cárcel 
y la privación de libertad en las situaciones actua- 
les remarginaliza, vuelve a segregar y marginalizar a 
individuos que en lo previo ya estaban en esa condi- 
ción. La cárcel es un instrumento de control social 
pero, insisto, no de resocialización, y debemos tener- 
lo claro. A pesar de que en nuestro Derecho Positivo 
se incorporó el principio de la resocialización, de la 
reeducación y de la readaptación, tanto a nivel legal 
como constitucional, ya en la década del 30, cuan- 
do nuestro codificador presentó el Código Penal, se- 
ñalaba en sus notas que se trataba de un Código de 
política criminal que respondía a las exigencias de la 
defensa social. En su nota al artículo 70 del Código 
Penal expresa que el que crea que la cárcel reforma 
por sí misma es un iluso; por el contrario, la cárcel, la 
medida privativa de libertad, genera una subcultura 
que luego reproduce la delincuencia extramuros. 


Por lo tanto, señor Presidente, frente a una situa- 
ción de emergencia carcelaria tenemos que reflexio- 
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nar sobre este tema, porque el problema de la cárcel 
es la cárcel. No existe -como han dicho prestigiosos 
juristas- la mejor de las cárceles ni la mejor de las 
leyes carcelarias. Lo que sí podemos hacer es atem- 
perar los efectos de la violencia, de ese universo de la 
violencia que en sí mismo es la privación de la liber- 
tad, modificando in totum el control penal, desde las 
normas que tipifican delitos y penas hasta el proceso 
penal por el que se las aplica, dejando la privación 
de libertad para aquellos casos extremadamente gra- 
ves, examinando e incorporando penas alternativas, 
teniendo en cuenta la satisfacción y el derecho de 
las víctimas, pues estas son las grandes olvidadas de 
nuestro sistema de control penal. Y esto no pasa por 
liberar a los presos, sino por el contrario. Importa re- 
flexionar sobre el control penal y sobre qué conductas 
deberían ser susceptibles de ser penadas con priva- 
ción de libertad y encierro -que en sí mismo, reitero, 
no es socializador-; debemos pensar en qué mecanis- 
mos alternativos podemos involucrarnos para gene- 
rar readaptaciones. Cuando hablamos de “readapta- 
ciones” es porque se supone que antes el individuo 
estuvo adaptado, y aquí volvemos al principio: a la 
remarginalización que produce la cárcel. 


Señor Presidente: en las situaciones actuales la 
cárcel no resocializa. Eso es un mito; debemos legis- 
lar y desmitificarlo. 


Frente a una situación real de hacinamiento y 
emergencia como la que venimos denunciando des- 
de hace años, se imponen de inmediato medidas de 
urgencia; pero cuando se legislan medidas de urgen- 
cia debemos abocarnos a dictar normas estructurales 
que tengan presente, en la especie, todo el sistema de 
control penal. 


En resumen, con estas reservas y consideraciones, 
vamos a apoyar este proyecto de ley, con muchísimo 
dolor debido a lo que sucedió. Sin embargo, cuando 
decimos que la cárcel no resocializa, no podemos ser 
inocentes: la cárcel cumple una función social y eso 
es lo que nos duele. La cárcel no fracasa; la cárcel es 
funcional al sistema; la cárcel encierra a los excluidos 
y eso es sobre lo que debemos reflexionar. ¿Es este el 
sistema de control penal que pretendemos? ¿O siem- 
pre vamos a estar procurando paliativos? 


Decía Alberto Binder que pensar que la cárcel 
puede resocializar por el encierro es lo mismo que 
pensar que se pueda aprender o enseñar a jugar al 
fútbol dentro de un ascensor, y que no se puede edu- 
car ni reeducar para la libertad sin el ejercicio de la 
libertad. 


En consecuencia, las medidas que estamos vo- 
tando para solucionar la situación de emergencia de 
hacinamiento en las cárceles son, precisamente, me- 
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didas de emergencia, pero abogamos para que no se 
construyan más cárceles de encierro que violen los 
derechos humanos; abogamos para que realmente 
exista una profunda transformación de nuestro siste- 
ma de control penal; abogamos, también, para que en 
el cumplimiento de algunas de las disposiciones que 
estamos votando no perdamos la memoria. 


Quisiera que el Penal de Libertad y el de Punta de 
Rieles no sigan siendo utilizados como cárceles. Fue- 
ron emblemas de la represión durante la dictadura 
cívico -militar; en 1985 se vaciaron, pero fueron reci- 
clados en democracia ante una sociedad adormecida 
que siguió comprando el control duro como un ele- 
mento de seguridad, olvidando propuestas concretas 
y sentidas que afirmaban que esas estructuras debe- 
rían pudrirse al sol como una forma de recuerdo per- 
manente de la opresión que sufrió el pueblo urugua- 
yo. Sin embargo, reitero, se reciclaron en democracia, 
como ejemplo de un control duro. Hoy estamos votan- 
do medidas para la conservación y el reciclaje de esas 
estructuras, pero también estamos votando la posi- 
bilidad de que presos comunes se internen en ins- 
talaciones militares en forma transitoria, y nosotros 
abogamos para que no se utilice el Penal de Punta de 
Rieles. Habríamos preferido -y ya daremos la discu- 
sión en su momento- que se desafectaran inmuebles 
del Ministerio de Defensa Nacional, asignándolos a 
un nuevo ente que tuviese a su cargo el control peni- 
tenciario. Frente a la situación de emergencia vamos 
a votar esta disposición, pero teniendo presente lo ya 
adelantado: en algún momento los Penales de Liber- 
tad y de Punta de Rieles deberán ser rescatados como 
símbolo de la memoria. 


Por tanto, teniendo presente lo manifestado en 
cuanto a la necesidad de profundizar un debate sobre 
todo el control penal, el Derecho Penal, el proceso pe- 
nal y la ejecución penitenciaria, desmitificando que 
la cárcel sirva para resocializar, con plena conciencia 
de que, no desde ahora sino desde hace décadas, el 
sistema penitenciario está violando los derechos hu- 
manos, frente a la real necesidad de tomar medidas 
de urgencia, y con las salvedades expuestas, vamos a 
acompañar este proyecto de ley con profundo dolor. 


SEÑOR GAMOU.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Con mucho 
gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Gamou. 


SEÑOR GAMOU.- Haciendo caso al planteo del 
señor Senador Solari en el sentido de terminar hoy la 
discusión y votación de este proyecto de ley, me borré 
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de la lista de oradores porque con una breve interrup- 
ción puedo exponer lo que quiero manifestar. 


Siempre que uno asiste a estos debates extrae co- 
sas positivas, aunque es muy feo sacar algo positivo 
de una tragedia. Cuando el señor Senador Moreira 
hacía referencia a la necesidad de protocolizar si- 
tuaciones de posibles incendios en una cárcel, creo 
que, como Senadores de la República, nos debería- 
mos preocupar también por el hecho de que el Uru- 
guay está prácticamente en pañales con respecto a 
los ejercicios de evacuación y simulacro de incendios 
en escuelas, liceos y demás edificios públicos. Hace 
unos instantes conversaba con un colaborador que 
hizo la escuela en Francia, quien me contaba que 
dos veces por mes hacían simulacros de evacuación. 
Al igual que en otros países del mundo, eso es habi- 
tual, y creo que en nuestro país estamos atrasados 
décadas en ese sentido. Por lo tanto, creo que en ese 
aspecto sí nos debemos una buena discusión sobre 
si los uruguayos estamos preparados para enfrentar 
con serenidad las tragedias que puedan suceder. No 
esperemos la tragedia. 


Sé que estoy fuera de tiempo, pero ahora me quie- 
ro referir a la parte más importante de mi exposición. 
Voy a dar mi voto a este proyecto de ley con tristeza, 
como lo hacemos todos. A nadie le gusta votar una 
iniciativa de este tipo, pero sí me enorgullece -y creo 
que el Senado lo debe saber- el origen que tienen los 
recursos para financiarla. Quienes creemos que en 
un sistema fiscal justo no deben existir rentas afec- 
tadas -porque consideramos que es malo para la pro- 
pia Administración-, recordamos que recientemente 
votamos a los Directores de empresas públicas y, si 
bien la Dirección Nacional de Impresiones y Publica- 
ciones Oficiales no es una empresa pública, gracias 
al ahorro que esa institución hizo se obtuvieron los 
US$ 15:000.000 que se volcarán a la ejecución de 
este proyecto de ley. Creo que es bueno decir esto 
para que todos lo sepan: una gestión profesional, in- 
novadora y seria demuestra que lo eficaz no está reñi- 
do con lo austero y que la eficiencia no implica rebaja 
salarial ni aumento de tarifas. En el caso concreto de 
la Impo, las tarifas se rebajaron a la mitad, hubo au- 
mento salarial, se desarrolló una gestión eficaz -que 
se comprobó a lo largo del Período-, y aun apoyando el 
programa “Knock Out a las Drogas” y dotando a cada 
Comisaría de Montevideo y Canelones de un compu- 
tador, se ahorraron estos US$ 15:000.000 que van a 
un buen destino. 


Quería decir estas palabras en el día de hoy para 
que, con la humildad de mi exposición, podamos re- 
conocer la gestión del señor Álvaro Pérez, ex Director 
de la Impo, por su manejo republicano de los fondos 
públicos, que permitió un ahorro que, entre otras co- 
sas, posibilita que en el día de hoy se cuente con los 
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recursos para aprobar un proyecto de ley tan necesa- 
rio. Pese a la tristeza que uno tiene al votar una ini- 
ciativa de estas características, genera tranquilidad y 
orgullo la forma en que se han manejado los fondos 
públicos, sobre todo en momentos en que uno de los 
grandes debates que vamos a tener es el de la reforma 
del Estado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor López Goldaracena. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- He finalizado, 
señor Presidente. 


SEÑOR DA ROSA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: seré breve 
en razón de la hora y porque, como dijo hoy el señor 
Senador Solari, esta es una circunstancia muy 
especial, ya que por un lado todos vamos a coincidir 
en pocos minutos en celebrar una gloria deportiva 
que nos une y que nos hace festejar con nuestro 
pueblo y, por otro, estamos considerando un tema 
que a todos nos duele. Como recién decía el señor 
Senador Gamou, estar considerando este proyecto 
de ley no debe ser motivo de alegría ni satisfacción 
para nadie. En definitiva, la iniciativa apunta a 
atenuar problemas propios de la patología que tiene 
la sociedad; me refiero a enfermedades sociales que 
terminan derivando en la creación de institutos 
carcelarios como forma de castigar y, al mismo tiempo, 
de buscar la reeducación y la profilaxis del delito, tal 
como lo establece el artículo 26 de la Constitución. 


Es importante señalar que este proyecto de ley es 
producto de una gran coincidencia de todo el sistema 
político, que muchas veces se ha ido acostumbrando 
a echarse las culpas, lo que ha sido tradicional, tal vez 
porque había quienes no tenían la responsabilidad 
de Gobierno que sí tenían otros. De alguna manera, 
hoy todos hemos tenido la responsabilidad de Gobier- 
no; entonces, cuando surgen estos problemas no se 
puede decir que unos son culpables y responsables y 
otros no, porque la responsabilidad le compete a todo 
el sistema político y a toda la sociedad. 


En el Período anterior, en más de una oportunidad 
marcamos diferencias en esta materia con el enfoque 
del Gobierno. Es más, creemos que de parte del doc- 
tor Vázquez, Presidente de la República en ese en- 
tonces, y de los Ministros del Interior de la época, no 
hubo una respuesta adecuada, firme, clara e inme- 
diata al problema, como lo requerimos y propusimos 
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en más de una oportunidad cuando hace tres o cuatro 
años el Presidente del Directorio del Partido Nacio- 
nal, doctor Larrañaga, planteó la idea de transformar 
y reciclar algunos establecimientos del Ministerio de 
Defensa Nacional para instalar allí cárceles que per- 
mitieran descongestionar el tremendo hacinamiento 
de presos que había en el sistema carcelario. 


También hay responsabilidad de gobiernos ante- 
riores. Recuerdo un foro que se realizó en este Pa- 
lacio Legislativo sobre el problema carcelario y la se- 
guridad pública, en el que el ex Ministro del Interior, 
escribano Stirling, con la gran honestidad intelectual 
que le debo reconocer, dijo que ese tema era en gran 
medida responsabilidad de los gobernantes, que en 
su momento habían tenido que aplicar políticas de 
ajuste en la lucha que muchos gobiernos libraron 
para abatir el fenómeno endémico y negativo de la 
inflación en la economía de la sociedad. Las políticas 
de ajuste que se aplicaron por aquella época hicie- 
ron que el Ministerio del Interior fuera uno de los 
organismos del Estado más castigados y más dejados 
de lado en lo que tiene que ver con la asignación de 
recursos. De modo que podemos decir que todos he- 
mos formado parte de este proceso. No podemos es- 
tar ajenos al hecho de que esta sociedad ha vivido 
una enorme transformación en los últimos treinta o 
cuarenta años, en la que se produjo una acelerada y 
brusca urbanización que, obviamente, se vio refleja- 
da en anomalías sociales tales como el problema de 
la delincuencia. Evidentemente, este es uno de los 
factores fundamentales, de fondo, agravado en los úl- 
timos años por la incidencia de la pasta base y por la 
decadencia cultural y educativa que forma parte del 
flagelo de la pobreza y la marginalidad social, porque 
el que crea que estos problemas son de bolsillo, está 
equivocado. El problema de la pobreza y de la margi- 
nalidad social tiene que ver con un tema de valores, 
con lo cultural y lo educativo. Celebro con especial 
satisfacción que, en general, todos en el sistema po- 
lítico estemos de acuerdo con la importancia de la 
instalación de Escuelas de Tiempo Completo y con el 
fortalecimiento de sus programas. El desarrollo de los 
programas educativos y la incidencia de la escuela en 
las áreas marginales -fundamentalmente en las áreas 
urbanas de concentración de la pobreza, que es el 
gran problema de la sociedad uruguaya contemporá- 
nea- están llamados, indudablemente, a cumplir un 
gran papel. 


No tengo reparos en celebrar y reconocer la obra 
que realizó en esta materia el profesor Rama, más 
allá de que su acción pueda ser discutida en otros 
aspectos como Presidente del Codicen. Entiendo que 
fue un hombre que se dio cuenta de la importancia 
de desarrollar programas como el de las Escuelas de 
Tiempo Completo, fundamentalmente en las áreas 
marginales, de mayor concentración de la pobreza. 
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Hoy todos estamos de acuerdo -al respecto, escuché 
expresiones vertidas por dirigentes de todos los par- 
tidos políticos, y el propio gobierno se ha expresado 
en tal sentido en más de una oportunidad- en la gran 
importancia de desarrollar este programa. 


En definitiva, es muy importante que nos ocupe- 
mos de estos problemas inmediatos y urgentes, frente 
a los cuales el gobierno debe dar una rápida respues- 
ta, porque están en juego el interés y los derechos del 
conjunto de la ciudadanía, de los ricos, de los pobres, 
de la gente de la campaña y de la ciudad, de los ciuda- 
danos del interior y los de la capital, cualquiera sea su 
filiación política. Es por ello que el Estado debe dar 
una rápida respuesta, como se está dando a través de 
este proyecto de ley que, esperemos, ayude a mejorar 
la situación del sistema carcelario. 


A su vez, también se deben enfocar a largo plazo 
las causas y las razones que determinan la existencia 
de estos fenómenos. En esta sesión todos hemos re- 
conocido que, en pocos años, se produjo un explosivo 
crecimiento de la cantidad de presos alojados en los 
establecimientos carcelarios, lo que claramente nos 
está indicando que algo sucede en la sociedad. No po- 
demos ni debemos perder de vista las causas de fondo 
que, indudablemente, inciden en esta problemática. 
Todo debe formar parte de una acción conjunta: no 
se trata de pensar solamente en mirar las causas del 
problema y analizar los factores sociales determinan- 
tes de esos fenómenos, perdiendo de vista la respues- 
ta inmediata que se debe dar a la problemática que 
vive la sociedad -que, a mi manera de ver, fue el error 
del gobierno anterior-, ni tampoco de caer en el otro 
extremo, diciendo que vamos a legislar y nos vamos 
a ocupar solamente de las cárceles, de corregir los 
problemas que estamos viviendo y que lo demás siga 
porque es harina de otro costal, porque estaríamos 
cometiendo un error histórico. 


Celebro que todo el sistema político coincida, no 
solo en esta materia, sino también en adoptar me- 
didas a largo plazo para luchar contra las causas de 
estos factores; me refiero, particularmente, a la edu- 
cación, y en general a la expansión de la escuela pú- 
blica como agente socializador e integrador del niño, 
del individuo a la sociedad, porque juega un papel 
fundamental en ese aspecto. Celebro que se cuente 
con el amplio respaldo de toda la estructura política 
en la implementación y el desarrollo de políticas edu- 
cativas en esta materia. 


No es satisfactorio para nadie tener que decir que 
se debe legislar sobre el problema de las cárceles, 
pero lo cierto es que forma parte de la realidad de 
la vida, como sucede con otros hechos tan desagra- 
dables que no nos gusta enfrentar en nuestra vida 
personal, familiar, social, política o cultural. Insisto 
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en que esos hechos forman parte de nuestra vida y, 
por tanto, en ese equilibrio que los gobernantes de- 
ben buscar de acuerdo con los tiempos y las reali- 
dades que enfrentan, se debe dar respuesta a esos 
problemas para, en la medida de lo posible, mejorar 
la convivencia en la sociedad. 


Por las razones expuestas, adelanto que vamos a 
acompañar con nuestro voto este proyecto de ley, que 
ha sido fruto de una coincidencia de técnicos y de 
Senadores en el transcurso del debate de este tema 
en el seno de la Comisión. Demostración de ello es 
que la Comisión de Constitución y Legislación aprobó 
este proyecto de ley en la misma jornada en que com- 
pareció el señor Ministro del Interior para expresar 
su Opinión al respecto. Esto quiere decir claramente 
que los integrantes de todos los partidos políticos so- 
mos conscientes y sensibles ante este problema, por 
lo que intentamos darle respuesta lo más rápidamen- 
te posible. 


Parece una ironía que, en un momento en que 
coincidimos en este aspecto y tratamos de impulsar 
proyectos que apunten a cambiar rápidamente o a 
paliar la compleja situación del sistema carcelario 
uruguayo, en la cárcel de Rocha haya ocurrido un 
episodio muy desgraciado, cruento y lamentable -no 
corresponde otra cosa que lamentar profundamente 
ese hecho por parte de todos los aquí presentes-, que 
debe urgirnos a atacar el problema con el mayor prag- 
matismo posible. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR DA ROSA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: quiero fundar 
por esta vía mi voto, con plena convicción, a este pro- 
yecto de ley, así como también expresar que comparto 
la línea de razonamiento que ha expuesto el señor 
Senador Da Rosa sobre el enfoque integral de este 
problema. 


En realidad, este Gobierno está dispuesto a pro- 
seguir y a profundizar las inversiones en materia de 
seguridad y en los cambios legales que sean necesa- 
rios para dar respuestas más firmes con relación a es- 
tos problemas, al mismo tiempo que procurará atacar 
-como lo ha venido haciendo- las bases sociales de 
esta cuestión. Si se comparan los últimos 20 años, los 
estudios indican que hay una extraña “juvenilización” 
del fenómeno de la violencia, que coincide con la 
fragmentación social y la marginación que se produjo 
en ese período, así como también con una correlación 
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de fenómenos de “desocialización” muy profundos y 
una banalización mediática de la violencia. 


El enfoque multicausal es el único que puede 
lograr resultados, si bien no somos ingenuos. Como 
consecuencia de este diagnóstico, llegamos a la con- 
clusión de que nos encontramos enfrentados a un 
problema de la sociedad, cuya superación insumirá 
toda una generación, así como muchos años de es- 
fuerzo y de implementación de políticas de integra- 
ción, de represión y de encauzamiento por otros me- 
canismos complementarios, de los que muchos nos 
gustan y otros no, pero forman parte de la realidad. 
Creo que este proyecto contribuye de una manera 
significativa en ese sentido, pero seguramente ven- 
drán otros que se están discutiendo. Hay temas que 
son muy delicados, porque se debe compatibilizar la 
eficiencia con todo un andamiaje desde el punto de 
vista jurídico, penal y de protección de los derechos 
humanos, así como de las sensibilidades. No es senci- 
llo, pero avanzamos en esa dirección. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede proseguir el señor 
Senador Da Rosa. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: creo que 
debemos ocuparnos muy brevemente del papel que 
deben cumplir y cumplen -a pesar de todas las pe- 
nurias y de los aspectos negativos que se señalan en 
nuestro sistema carcelario- las llamadas chacras poli- 
ciales o dependencias del Ministerio del Interior, ubi- 
cadas generalmente en zonas rurales -esto es, cerca 
del perímetro urbano- de nuestras capitales depar- 
tamentales, que en muchos casos sirven de estable- 
cimientos de reclusión o de detención de personas 
que son internadas allí por no revestir mayor grado 
de peligrosidad, por lo que deben ser fortalecidas. 
Hemos visto que, a través del trabajo y de la vida al 
aire libre del recluso, se logran respuestas importan- 
tes cuando el objetivo fundamental es su reinserción 
en la sociedad. Por esa razón, creo que esas llama- 
das chacras policiales tienen una enorme importan- 
cia para albergar a presos de menor peligrosidad y 
dan la posibilidad de cumplir la verdadera función 
que compete a un sistema carcelario. Naturalmente, 
se deben conservar los establecimientos carcelarios 
tradicionales para los presos que tienen mayor grado 
de peligrosidad, ya sea por la entidad del delito que 
hayan cometido o por el índice de reincidencia que 
hayan registrado a lo largo de su historia. 


En definitiva, hoy todos somos conscientes de un 
problema y estamos de acuerdo con la política que 
está marcando el nuevo gobierno y el Ministro del In- 
terior en esta materia. Por tales razones, creemos que 
dentro de lo negativo que puede significar ocupar- 
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nos de un tema tan triste como el carcelario, es im- 
portante que todo el sistema político se haya puesto 
de acuerdo para llevar adelante medidas concretas, 
pragmáticas y posibles como las contenidas en este 
proyecto de ley. 


Nada más. Muchas gracias. 


12) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- 
asunto entrado fuera de hora. 


Dese cuenta de un 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro). - “El Poder Ejecutivo remite Mensajes por los que 
solicita la venia correspondiente, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 187 de la Constitución de 
la República, a los efectos de designar: 


- en calidad de Director de la Administración Na- 
cional de Correos, al señor Julio César Silveira Co- 
rrea. 


- en calidad de miembro integrante del Directorio 
de la Administración de Ferrocarriles del Estado, al 
señor Mauricio Cusano Lupachina. 


- en calidad de miembro del Directorio de Prime- 
ras Líneas Uruguayas de Navegación Aérea, al señor 
Daniel Delgado Sicco. 


- en calidad de miembro integrante del Directorio 
de la Administración Nacional de Usinas y Trasmi- 
siones Eléctricas, al ingeniero agrónomo Enrique An- 
drés Antía Behrens. 


- en calidad de miembro del Directorio de la Ad- 
ministración de los Servicios de Salud del Estado, al 
escribano Alejandro Draper Praderio. 


- en calidad de miembro del Directorio de la Admi- 
nistración de las Obras Sanitarias del Estado, al señor 
Sergio Líber Chiesa Duhalde. 


- en calidad de miembro integrante del Directorio 
del Banco de Previsión Social, al ingeniero civil es- 
tructural Hugo Enrique Odizzio Grinschtein. 


- en calidad de miembro integrante del Directorio 
de la Administración Nacional de Puertos, al doctor 
José Pedro Pollak Varela. 

- REPÁRTANSE POR DISPOSICIÓN REGLAMEN- 
TARIA. A LA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINIS- 
TRATIVOS.” 
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13) SISTEMA PENITENCIARIO NACIONAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista 
de oradores, tiene la palabra la señora Senadora To- 
polansky. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor Presidente: creo 
que no es casual que se hayan anotado tantos señores 
Senadores para hacer uso de la palabra con relación 
a este tema, que reviste tanta complejidad que no se 
puede tener una sola mirada. De hecho, las interven- 
ciones realizadas han sido, de algún modo, comple- 
mentarias, ya que han encarado la cuestión carcela- 
ria desde los distintos ángulos que tiene. 


Este proyecto de ley constituye una herramienta. 
No coincido con lo expresado por el señor Senador 
Bordaberry en cuanto a que es un parche; creo que 
es una herramienta que va a posibilitar al Poder Eje- 
cutivo ganar un poco de tiempo mientras se solidifi- 
can políticas más de fondo, a las que todos estamos 
convencidos de que hay que llegar. Esta herramienta 
va por el camino de reducir el hacinamiento, que es 
uno de los problemas y de los obstáculos más graves 
para poder encarar cualquier rehabilitación en la po- 
blación carcelaria. 


Esta herramienta, tal como está planteada en este 
breve proyecto de ley -que consta de siete artículos-, 
provee no solamente recursos financieros y humanos 
sino también alternativas de utilización de determi- 
nadas infraestructuras, como las militares, en un 
momento de emergencia. Esto surgió a raíz de que a 
veces nos cuestionamos el hecho de que haya infra- 
estructuras estatales que están siendo subutilizadas, 
por las razones que sean, pero ese sería otro tema 
a analizar. Precisamente eso es lo valioso que tiene 
este proyecto de ley: brinda instrumentos para poder 
implementar una política de fondo, política lo sufi- 
cientemente compleja como para que la Comisión Bi- 
cameral para el Seguimiento del Sistema Carcelario 
se ponga a trabajar con intensidad, ya que vamos a 
precisar, no solamente recursos financieros sino tam- 
bién imaginación y una cantidad de elementos extras 
como para poder llegar a lo medular. 


Acá se ha dicho -y es así- que la población carce- 
laria actual, en el 2010, tiene casi un 80% de presos 
menores de 30 años de edad, o sea, gente muy joven. 
También se ha dicho que entre un 60% y un 65% de 
los presos son adictos. En una conversación que man- 
tuve con la señora Directora de la Cárcel de Cabildo, 
me dijo que no podía trabajar en la recuperación del 
delito si no trabajaba al mismo tiempo en la adicción, 
porque en la mayoría de las presas de esa cárcel el 
delito fue provocado por la adicción. 


Este titular -no pretendo desarrollar el tema- 
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muestra la complejidad de la situación a la que nos 
vemos enfrentados. Hace muchísimos años hubo en 
el país un proyecto de ley referido a institutos pena- 
les para la rehabilitación de la población carcelaria. 
Los más veteranos recordamos bien, por ejemplo, 
la carpintería que funcionaba en el Penal de Punta 
Carretas. También se hacían fideos, zapatos, mesas 
y bancos, y funcionaba una imprenta. Hace poco leí 
un libro escrito por un médico que trabajó en las cár- 
celes de Miguelete y de Punta Carretas, que es muy 
ilustrativo porque muestra la situación desde aden- 
tro. También hubo un proyecto referido a la salud y se 
creó una liga de deportes que promovía la práctica de 
fútbol. Pero todo eso se fue deteriorando y desembocó 
en la situación actual, que es de gran complejidad. Ni 
el gobierno anterior ni este han estado quietos; lo que 
sucede es que estos problemas no se solucionan en 
media hora. Probablemente haya medidas que pue- 
dan hacer probar caminos y luego la realidad ajuste 
esos caminos. 


Acá se dijo, y quedó demostrado, que luego de im- 
plementada la llamada Ley de humanización de cár- 
celes hubo una muy baja reincidencia debido a una 
buena asistencia que proporcionó el Patronato Nacio- 
nal de Encarcelados y Liberados. Estamos totalmen- 
te de acuerdo con que este Patronato debe ser for- 
talecido para que pueda darse ese acompañamiento. 
Pero la sociedad también está llena de paradojas y de 
contradicciones, puesto que a veces suceden hechos 
graves y se nos pide casi una pena de muerte para los 
autores. Eso se ve a diario. También suceden hechos 
terribles como el de Rocha, y entonces nos vamos del 
calor al frío y del frío al calor. Creo que debemos te- 
ner claro que si el sistema no es capaz de encauzar a 
las personas que están encerradas, probablemente el 
encierro sirva de poco, genere más resentimientos o 
peores hábitos que los que tenían cuando ingresaron. 


Estando en la Junta Departamental, en la época 
del gobierno del doctor Sanguinetti, trabajé en un 
proyecto de ley de la Intendencia Municipal de Mon- 
tevideo que pretendía dar un cupo de trabajo a ex 
presidiarios. En realidad, el objetivo era tender una 
mano en el tema del trabajo, que es el más penoso 
de todos. Á propósito de este proyecto, recibí en mi 
despacho a ciudadanos comunes y corrientes que se 
quejaban y me preguntaban si para tener trabajo te- 
nían que delinquir. Esa era una situación muy tensa, 
porque el tema no es nada sencillo, y quien quiera 
simplificarlo está en un error. Sí tiene elementos que 
son básicos, uno de los cuales es la reducción del ha- 
cinamiento; es por eso que comencé por ese punto. 


A nadie le gusta estar preso y si además tiene que 
compartir una celda donde hay hacinamiento con 
personas que ni conoce, la situación se vuelve aun 
más penosa. Aunque la persona estuviera en condi- 
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ciones de excelencia, tener que compartir una celda 
con alguien con quien de pronto no se lleva bien hace 
la situación igualmente penosa, porque el encierro 
es penoso. En definitiva, este tema tiene muchísimas 
puntas. 


Creo que la vieja estructura carcelaria que tene- 
mos es la que produce la clase de accidentes terribles 
como el que ocurrió hace poco. Pensamos que este 
proyecto de ley otorga al Ministerio del Interior he- 
rramientas para descomprimir esa situación y poder 
dirigirnos hacia una solución o hacia la mejora de las 
condiciones. De todas maneras, tal como señaló el se- 
ñor Senador Rubio, esto no lleva cinco minutos sino 
que es un largo proceso que tiene dos o tres claves. 
Una de ellas tiene que ver con el personal carcelario. 
Aquí sucede como en el caso de la educación, donde 
la clave son los educadores. Por lo tanto, si no forma- 
mos personal carcelario que tenga la aptitud necesa- 
ria para recuperar al recluso, estaremos únicamen- 
te poniendo “llaveros” -este es el lenguaje utilizado 
habitualmente-, es decir, gente que solo se encarga 
de abrir y cerrar el candado. Si pudiéramos hacer 
una inversión en capacitación -estamos totalmente 
de acuerdo con que el Instituto Nacional Penitencia- 
rio y Carcelario, por su complejidad y porque tiene 
funciones completamente diferentes, no puede estar 
en la órbita del Ministerio del Interior- y preparar 
personal, les daríamos un apoyo y una oportunidad de 
recuperación. Ese es otro de los problemas que no se 
solucionan en cinco minutos. 


Precisamente, he hablado con el Rector de la 
Universidad para plantearle la idea -y él estuvo de 
acuerdo- de que algunos alumnos adelantados pudie- 
ran tener la posibilidad de hacer pasantías en forma 
semestral -me sirven todas las disciplinas- en institu- 
tos carcelarios y que a cambio obtuvieran un crédito 
o una prebenda en su carrera profesional. La Decana 
de Derecho me dijo que esto sería muy bueno, por- 
que permitiría a estos estudiantes el abordaje de rea- 
lidades muy concretas. También he conversado sobre 
este tema con el Decano de Medicina. De esta ma- 
nera tendríamos la posibilidad de captar interesados, 
porque puede servir en la formación de esos futuros 
profesionales. Por eso he dicho que aquí no se trata 
solo de dinero; también hay que poner imaginación a 
través del voluntariado, que no es inocente. Como so- 
ciedad debemos asumir que esto lo vamos a solucio- 
nar entre todos, de lo contrario, no lo vamos a poder 
hacer; es así de sencillo. Pienso también que en algún 
momento vamos a tener que contar con un sistema 
de apoyo de asistentes sociales que trabajen con la 
familia del detenido, porque a veces el detenido, al 
salir, vuelve a la realidad en la que nació, que le da 
señales equivocadas. También ahí está la complejidad 
y la importancia de este tema. 
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Además, creo que debemos involucrar al Poder Ju- 
dicial -no voy a repetir lo que decía el señor Senador 
López Goldaracena, porque él, por su profesión, tie- 
ne más conocimiento que yo para hablar del Código 
Penal y demás-, habida cuenta de que hay que man- 
tener un diálogo fluido con nuestro sistema jurídico 
para distinguir el tipo de delito, la utilización de me- 
didas alternativas y cómo estas pueden servir a la real 
recuperación del recluso. Me contaba el ex Director 
del INDA, el padre Monzón, que cumpliendo medidas 
alternativas en el Instituto había empresarios que ha- 
bían cometido estafas y que ellos le ayudaron a enten- 
der la visión empresarial que debía tener el INDA. Es 
decir que le aportaron algo al Instituto en esa tarea 
de recuperación en cuanto a devolverle a la sociedad 
el perjuicio ocasionado. Por lo tanto, pienso que de- 
bemos ser muy creativos y tratar de involucrar a todos 
los sectores, lo cual nos permitirá ir encontrando las 
salidas. En este tema nadie se puede hacer el distraí- 
do, pues nos compromete a todos. 


Hace poco tiempo leí un libro sobre economía, 
donde se decía que en las sociedades en las que se 
reparte mejor hay mucho menos delincuencia. Esto 
es casi de Perogrullo, pero creo que se trata de datos 
que debemos registrar. Pienso que ni el gobierno 
anterior ni este han estado omisos. La Cárcel de Juan 
Soler -a la que hacía referencia el Senador Chiruchi- 
se construyó durante el período del Presidente 
Tabaré Vázquez; pero también debemos recordar que 
se construyeron módulos en el Comcar, se construyó 
la cárcel para madres con niños pequeños -aunque 
se inauguró en este Gobierno-, situada en el Prado, y 
también se comenzó a construir la Cárcel de Rivera 
y la ampliación de la Cárcel de Las Rosas. Me parece 
que en este tema de la construcción de cárceles 
sucede como en el de la vivienda: no avanza tan 
rápido como uno quisiera. 


Es justo recordar, también, que el país tuvo una 
mala experiencia con los módulos de metal del Penal 


de Libertad. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señora Senadora? 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el 
señor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Agradezco a la Senadora To- 
polansky la interrupción concedida. 


Quiero decir algo muy sencillo. He observado que 
en varias intervenciones que se han hecho en la jor- 
nada de hoy se ha señalado que, además de las me- 
didas que se van a adoptar como consecuencia de la 
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sanción de este proyecto de ley, habrá que adoptar en 
su momento medidas de fondo para un tratamiento 
integral del problema. Creo que en esto todos coin- 
cidimos; a su vez, todos estamos de acuerdo con que 
esas medidas llevan tiempo y no se pueden imple- 
mentar de un día para el otro. No obstante, quiero 
señalar -en un plano muy modesto, prosaico y básico- 
que, sin perjuicio de las medidas que adoptemos hoy 
y de lo que se podrá hacer más adelante, hay cosas 
elementales y urgentes que se pueden hacer ya. Por 
ejemplo, debe corroborarse que en las cárceles haya 
extintores en condiciones de funcionar. Se trata de 
cuestiones de buen orden administrativo que no re- 
quieren de una ley ni de una dotación extraordinaria 
de fondos y que no tienen que ver con cuál sea el 
gobierno. Quisiera saber si después de lo que acon- 
teció en la Cárcel de Rocha, hoy, martes 13 de julio, 
podemos estar tranquilos de que en todos los cen- 
tros carcelarios del país hay extintores de incendio en 
condiciones de funcionar. Creo que debemos empe- 
zar por esos temas básicos, confeccionando una lista 
de las dos o tres cosas elementales de las que puede 
depender la vida de los reclusos. 


Estas son cuestiones elementales que no tienen 
que ver con conceptos de fondo sobre los sistemas de 
control penal, la rehabilitación o el régimen carcela- 
rio en general. La muerte de doce reclusos ocurrida 
el otro día y la de otros cinco el año pasado, no se pro- 
dujo por la falta de rehabilitación, sino a causa de un 
incendio. Insisto -para no caer en falsas oposiciones, 
que serían nefastas en este tema- en que, sin perjui- 
cio de todo lo que queremos hacer a mediano y largo 
plazo, vamos a estar todos de acuerdo en que hay 
que actuar administrativamente, con un sentido 
de enorme urgencia, y comprobar hoy mismo -si es 
que todavía no se hizo- si cada jefe a cargo de un es- 
tablecimiento carcelario tiene extintores en condicio- 
nes de funcionar o no. Lo mismo debemos hacer en 
los centros del INAU, donde hay menores infractores 
privados de libertad -más allá de que mañana discuta- 
mos si estamos adoptando las políticas necesarias en 
relación a la minoridad-, esto es, confirmar si cuen- 
tan con extintores y si hay una dotación de Bombe- 
ros que pueda operar en caso de incendio, porque la 
gente puede morir a causa de estos hechos. Creo que 
es lo primero que debemos atender y después, como 
dije, discutir sobre todo lo demás. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la se- 
ñora Senadora Topolansky. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor Presidente: creo 
que si leemos bien la ley podremos advertir que pre- 
vé recursos para equipamiento, edificios, instalacio- 
nes penitenciarias, coberturas de higiene y salud y 
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también para los gastos que deriven del realojamien- 
to que se vaya operando. Quiere decir que tenemos 
una herramienta importante y debemos empezar por 
aprobarla y hacerla efectiva. 


A los tres días de haber asumido el Gobierno, el 
señor Presidente de la República se constituyó en el 
ex Penal de Punta de Rieles para iniciar el trámite 
de traspaso de ese establecimiento, para lograr el 
descongestionamiento de las cárceles. Esto fue he- 
cho con la máxima celeridad y si bien demuestra que 
siempre existió voluntad del gobierno en avanzar en 
este tema, no debemos descuidar el factor humano, 
que es lo que nos marca un handicap. Cuando hice 
hincapié en la capacitación del personal me intere- 
saba resaltar que debe ser bien llevada a cabo para 
que la persona pueda discernir entre una situación y 
otra; de lo contrario, no sabrá cómo actuar frente a 
una emergencia para evitar los dramas a los que hoy 
nos vemos enfrentados. Esta es una evidencia de que 
esto va a insumir un poco más de tiempo. 


De todos modos, creo que con esta iniciativa es- 
tamos dando un paso importante, que seguramente 
se complementará con la aprobación de la norma re- 
ferente al apoyo perimetral por parte de las Fuerzas 
Armadas y la custodia en la puerta de ingreso. 


En el marco de la aprobación de este proyecto de 
ley, exhorto a que lo antes posible se reúna la Co- 
misión Especial para el Seguimiento de la Situación 
Carcelaria -que es un órgano especializado- con el 
Comisionado Parlamentario, a los efectos de profun- 
dizar en un tema tan delicado como este y se puedan 
aportar ideas, muchas de las cuales fueron mencio- 
nadas aquí con relación a convenios de cooperación, 
entre otras, que pueden resultar muy útiles. 


Por último, quiero dejar una constancia a título 
personal. A los efectos de la memoria del país, no 
considero necesario mantener inamovibles las cárce- 
les de la dictadura. Hoy en día hay elementos técni- 
cos especializados que nos permiten guardar esa rea- 
lidad en la memoria, pero el Uruguay no es un país 
de tantos recursos como para desperdiciarlos cuando 
estamos en un extremo o en una emergencia. Aclaro 
que digo esto en relación al ex Penal de Punta de Rie- 
les y en mi calidad de ex presa política. Hay compañe- 
ras mías de reclusión que piensan distinto, pero me 
hago cargo de lo que estoy diciendo, porque la razón 
elemental es que hay vidas humanas de por medio. 
Reitero que esta constancia la hago exclusivamente 
a título personal. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para 
contestar una alusión. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: bre- 
vemente, quiero decir que cuando me referí a que 
este proyecto de ley es un parche lo hice en el en- 
tendido de que los parches sirven para ganar tiempo; 
incluso, las propias palabras de la señora Senadora 
preopinante llegaron a la misma conclusión. Aclaro 
que no lo hice con ánimo de agredir ni de criticar; 
simplemente, considero que las leyes de emergencia 
son parches, como lo fue la Ley de descongestiona- 
miento carcelario. 


Habiendo iniciado en el día de hoy el debate, quie- 
ro destacar algo que quizás no fue bien comprendido. 
Nuestro espíritu es aportar y cuando uno aporta lo 
hace con propuestas y señalando las cosas que están 
mal. Esta es la tarea de la oposición y nadie tiene por 
qué agraviarse. Á este respecto, recuerdo los cuentos 
de Andersen, particularmente aquel en que se ha- 
cía referencia al rey que estaba desnudo pese a que 
quienes estaban a su alrededor le decían que estaba 
vestido con las mejores ropas. Aquí sucede lo mismo y 
nuestra tarea es señalar que no es así, que el rey está 
desnudo, que sin lugar a dudas hoy existe un proble- 
ma en las cárceles y debemos tener mucho cuidado 
con el manejo de los indicadores. Cuando se habla 
de encuestas sobre reincidencia, yo digo ¡cuidado! 
Pregunto: ¿se basan en las respuestas de quienes vol- 
vieron a ser procesados? Es más, a los que no fueron 
procesados, ¿acaso les preguntaron si delinquieron 
de nuevo? ¿Realmente pensamos que esas personas 
van a contestar que sí reincidieron para que las lleven 
de nuevo presas? Me parece que esta no es la forma 
adecuada de proceder. 


Tampoco creo que la culpa la tenga la prensa ni 
que esto sea una sensación térmica, porque en los 
países libres la prensa da noticias. Si no es así, trai- 
gamos a “Nano” Folle o a Jean Georges Almendras y 
sentémoslos en el banquillo. Ellos cumplen su tarea 
y nosotros tenemos que escuchar lo que pasa. Creía 
que el concepto de “sensación térmica” ya había sido 
dejado atrás, como así también que es un gravísi- 
mo error la regionalización y el traslado de presos. 
Quienes recorremos el país sabemos el problema que 
ocasiona el esparcimiento de diversas formas de de- 
lincuencia en el interior del Uruguay, lo que ocurre 
al trasladar presos desde diferentes centros de la ca- 
pital, ya que ellos van empapados de un conocimiento 
del delito que trasmiten a los delincuentes locales. 
Precisamente, lo que está sucediendo con la regiona- 
lización de la Cárcel de Las Rosas es prueba de ello. 


Vuelvo a decir que esto no lo decimos con áni- 
mo de crítica, sino de construcción, porque sabemos 
que es un problema del país que enfrenta este go- 
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bierno, como lo enfrentaron los anteriores. Sobre este 
tema hemos hecho propuestas concretas en las que, 
me animaría a decir, la mayoría estamos de acuer- 
do. Cuando la señora Senadora Topolansky habló de 
capacitar al personal porque no está preparado, pen- 
saba que es lo mismo que decimos nosotros cuando 
consideramos que hay que sacar las cárceles de la ór- 
bita de la Policía. Creemos que debemos tener gente 
preparada y capacitada para esta tarea. 


Me parece que tenemos más coincidencias que 
las que pensamos, y que nadie se enoje cuando se- 
ñalamos -como se dice en el interior- que hay biche- 
ra, porque lo hacemos para poder poner el remedio. 
Aquí no existe ningún tipo de motivación política; se- 
ría una agresión innecesaria a quienes estamos en la 
oposición considerar que estas propuestas han sido 
hechas a impulso de una espuria motivación político- 
electoral. No la tenemos, señor Presidente. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: quienes 
hemos seguido con atención el debate, hemos visto 
transcurrir el análisis multicausal del delito, multi- 
causal de la situación y hemos hablado de todo. Ahora 
bien, quien crea que este proyecto de ley -de dudosa 
necesidad para mí, porque si bien adelanto que lo vo- 
taremos afirmativamente, pensamos que la solución 
podría haber estado en la trasposición de rubros, en- 
tre otra clase de medidas de carácter administrativo, 
más allá de que entendemos que el señor Presidente 
de la República quiso darle jerarquía legal para lograr 
consensos políticos- soluciona el problema, o consti- 
tuye el inicio de una solución, al conceder alrededor 
de US$ 15:000.000, crear 1.500 vacantes y estable- 
cer que hasta el año 2012 la guardia perimetral de 
los establecimientos militares que alberguen presos 
estará a cargo del Ministerio de Defensa Nacional, 
está muy equivocado. Creo que estamos tomando 
una medida urgente, que llega tarde y que, si bien 
es imprescindible, no complementará ni completará 
de cerca las urgencias y las necesidades que tiene el 
sistema penitenciario nacional. Desde mi punto de 
vista, esta iniciativa no plantea, en un corto, media- 
no o largo plazo, aspectos revolucionarios ni cambios 
que aquí todos han dicho que debemos hacer. La gran 
pregunta que se debe plantear ahora el ciudadano 
que quizás siguió este debate es: ¿cuándo empiezan 
a hacerlo? ¿Cuándo se comienza? De acuerdo con el 
clima de buena vecindad que está instalado en el sis- 
tema político -me parece muy bien que exista y ojalá 
que sea por mucho tiempo-, nos expresamos con un 
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alto grado de caballerosidad, pero vamos a decir las 
cosas como son: el Frente Amplio hace cinco años 
que está en el Gobierno y con este proyecto de ley 
está reconociendo que lo aplicado durante ese tiempo 
no fue suficiente y, además, abandona una política de 
humanización de cárceles, que en algunos aspectos 
pudo dar resultado, pero en otros fue un rotundo fra- 
caso. Recuerdo cuando el Comisionado Parlamenta- 
rio anunció que, al paso que íbamos, en el año 2015 
habría 15.000 presos y el gobierno, por intermedio 
de la Ministra del Interior de aquel entonces, puso 
el grito en el cielo, diciendo que eso no era verdad y 
que no iba a suceder. Lamentablemente, el tiempo ha 
dado la razón al Comisionado Parlamentario y, si todo 
sigue como hasta ahora, en 2015 en el Uruguay habrá 
15.000 presos. 


Asimismo, hay que señalar con toda claridad cuál 
es el escenario en que nos encontramos. En los pri- 
meros cuatro meses de este año se han cometido un 
25% más de rapiñas y un 17% más de copamientos 
que en los primeros tres meses del año 2009. Supon- 
go que estos porcentajes deben ser superiores a los 
que se registraron en los años 2008, 2007 y 2006. 
Además, esa realidad está acompañada de un nivel 
de hacinamiento absolutamente inadmisible en el sis- 
tema penitenciario. El señor Senador Moreira decía 
recién que la Unión Europea señala en una tabla que 
120 es un hacinamiento inaceptable y el Uruguay en 
el año 2009 tenía 196, lo que indicaba una situación 
crítica y catastrófica. 


Entiendo que se podrían haber tomado medidas 
durante los cinco años pasados y esto no es pasar 
una factura menor, sino situar el problema en donde 
está. Hace dos años y medio se planteó transformar 
una unidad militar en cárcel para presos primarios y 
todavía no se ha podido concretar ese proyecto. Si se 
toma en cuenta que esa unidad militar -que varios 
Legisladores conocemos por diferentes motivos- fue 
anteriormente un establecimiento penitenciario 
-lamentablemente, de triste historia-, observaremos 
que no era preciso realizar muchas refacciones para 
albergar a presos primarios, demorando dos años y 
medio, como ha ocurrido. Digamos las cosas como 
son. Hace casi tres años el Partido Nacional propuso 
en la Rendición de Cuentas la utilización de una 
metodología de construcción de cárceles por sistema 
mixto, pero nunca se usó. También se anunció que se 
iba a utilizar la Cárcel de Las Rosas, pero ello no se 
concretó. 


Respecto a este proyecto de ley, muchos señores 
Senadores señalaron que con esto íbamos a empe- 
zar a solucionar el tema. ¡Por fin! ¡Esperemos que 
así sea! Dejando de lado los partidos políticos, hay 
que señalar que aquí tenemos una situación explo- 
siva. Se ha dicho con razón que la edad promedio de 
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los reclusos en el Uruguay es de menos de 27 años. 
También se ha señalado aquí que la Policía no puede 
hacerse cargo del control de las cárceles. ¿Qué es- 
tamos haciendo para que la Policía deje de hacerlo 
cuando estamos creando 1.500 vacantes más para 
el Ministerio del Interior, a los efectos de atender el 
tema de las cárceles? ¿Se está proyectando algo más? 
Francamente, desde el Partido Nacional no sabemos 
qué es lo que se pretende implementar. Tenemos mu- 
chas ideas sobre este tema, e incluso se trabajó en un 
documento elaborado por un grupo de personas que 
analizaron este problema. Sabemos que el Presidente 
de la República está preocupado por el tema de la 
seguridad pública y no solo por lo que refiere a las 
cárceles. 


Ahora bien, el 64% de los presos en el Uruguay no 
tiene condena y, por lo tanto, en esta realidad tam- 
bién tenemos que involucrar a otros actores. En con- 
secuencia, y respetando a ultranza la independencia 
del Poder Judicial, tenemos que ponernos de acuerdo 
en la aprobación de un nuevo sistema de justicia pe- 
nal, del que en nuestro país se viene hablando desde 
hace décadas y que traspasa horizontalmente a varias 
Administraciones de todos los partidos políticos. Hoy 
estamos en un limbo respecto a este tema. Quien co- 
noce y le preocupan estos temas, cuando ve que al- 
guien padece la tragedia de caer en el sistema penal 
uruguayo -en algunos casos se trata de gente inocen- 
te-, puede apreciar el calvario al que se ve sometido, 
sin la menor garantía ni derechos. Todo ello habla 
de la urgencia que existe en encarar este problema. 
¿Cuándo vamos a crear una Comisión para analizar 
este punto? Pongamos fechas para discutir estos te- 
mas, dar una respuesta a la población y no quedarnos 
en el análisis que todos compartimos de las multi- 
causalidades, de las políticas sociales, de la necesidad 
de las Escuelas de Tiempo Completo, etcétera. Com- 
partimos todo eso; entonces, vamos a aplicarlo. En el 
período pasado, el país tuvo una situación financiera 
y presupuestal que le hubiera permitido atender estas 
urgencias, pero no lo hizo. Con el aumento del gasto 
público que se hizo, el país pudo haberse dado el lujo 
de atender estos temas, pero no los atendió como co- 
rrespondía o con la magnitud debida. 


Por otro lado, hay anuncios sobre la situación que 
se viene, que es aun más complicada. En el proyecto 
de ley se establece hasta el 31 de diciembre de 2012 
la posibilidad de albergar reclusos en instalaciones 
del Ministerio de Defensa Nacional, quien realizará 
la custodia perimetral, mientras que el Ministerio del 
Interior se encargará de la custodia interna. ¡Ojalá 
que me tenga que retractar! -y estoy dispuesto a ha- 
cerlo-, pero si no hacemos lo que corresponde vamos 
a tener que votar una prórroga de ese artículo, por- 
que no llegaremos al 2012. No debemos olvidar que 
la custodia perimetral de las cárceles por parte de las 
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Fuerzas Armadas fue una resolución adoptada hace 
más de 10 años con carácter transitorio. Sin embar- 
go, han pasado Administraciones de distintos partidos 
políticos y las Fuerzas Armadas siguen haciendo la 
custodia perimetral de esos establecimientos. Hoy no 
solo es impensable levantar esa custodia, sino que, 
además, el Poder Ejecutivo y la Bancada de Gobierno 
están pensando en incrementarla en cuanto al nú- 
mero de cárceles, adoptando además la decisión -de 
una delicadeza sobre la que me voy a permitir llamar 
la atención- de encomendar a las Fuerzas Armadas 
que se encarguen del control de acceso interno a los 
establecimientos penitenciarios. Si realmente se está 
pensando en tomar esa decisión, lamentablemente 
estamos aceptando que la situación es de una gra- 
vedad a la que ningún señor Senador se ha referido 
en la mañana de hoy, que tiene que ver con el hecho 
de que la Policía o quienes se encuentran hoy en la 
jurisdicción interna de los establecimientos peniten- 
ciarios de nuestro país no controlan la situación que 
allí se vive. Es algo que todos sabemos y es un secreto 
a voces. 


(Ocupa la Presidencia el señor Ope Pasquet) 


-Quienes hemos integrado la Comisión Especial 
para el Seguimiento de la Situación Carcelaria co- 
nocemos muy de cerca la gravedad de la situación, 
aunque no aceptamos la generalización cuando se 
dice que la corrupción llega a todos los Oficiales y al 
personal carcelario, porque sé que existen excelentes 
Oficiales y gente muy honesta que trabaja allí. Este es 
un reconocimiento tácito de que la Policía ni siquiera 
podría controlar el ingreso a las cárceles de sus pro- 
pios funcionarios, porque las Fuerzas Armadas esta- 
rían encargadas del control del personal policial. Esto 
se está analizando en el ámbito de la Bancada de Go- 
bierno -cosa que en mi opinión está bien y tiene todo 
el derecho de hacerlo-, pero dada la trascendencia de 
este tema y luego de haber escuchado a varios seño- 
res Senadores del oficialismo hablar de la necesidad 
de hacer cosas en conjunto, creo que también sería 
bueno que rápidamente se pusieran en contacto con 
los Senadores de la oposición para, por lo menos, co- 
nocer su opinión sobre un tema que realmente tiene 
una gravedad inusitada, tanto desde el punto de vista 
institucional como legal o de la misión que debe cum- 
plir la Policía en caso de continuar haciéndose cargo 
de la administración, del personal y de la custodia de 
los presos en nuestro país. 


Por otro lado, me pregunto si cuando se habla de 
la extensión del control por parte de las Fuerzas Ar- 
madas a todos los establecimientos penitenciarios, se 
sabe que hay una normativa especial que establece 
una zona entre los dos cercos perimetrales de las 
cárceles, cuyo objetivo es proteger al soldado ante 
la eventual necesidad de repeler un intento de fuga. 
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¿Se ha pensado que en nuestro país hay cárceles, 
fundamentalmente en el interior del país, que están 
ubicadas en el centro de las ciudades? Creo que ha 
llegado la hora de pensar seriamente en estas medi- 
das, porque esto que se plantea es muy conservador, 
tradicional y es más de lo mismo. Obviamente, desea- 
ría estar equivocado respecto a esto, pero considero 
que se aventura más de lo mismo. Ahora se pretende 
involucrar a las Fuerzas Armadas en el control inter- 
no de las cárceles, pero me pregunto a quién vamos 
a pedir ayuda cuando estas se vean superadas. ¿A los 
maestros? ¿A los médicos? ¿Y luego a quién? De esta 
forma terminaremos poniendo escalones para que 
alguien controle a los controladores. Debemos tener 
claro que el problema de que ingresen elementos no 
permitidos a las cárceles es la corrupción, que está 
asociada a otros factores, lo que no hace recomenda- 
ble proceder a la vulneración de las Fuerzas Armadas 
en esa misión y en las condiciones en que se lo piensa 
hacer. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori) 


-Si hablamos del aspecto material, el funcionario 
policial que atiende la entrada de la cárcel gana el 
doble que un soldado; y si nos referimos a la misión, 
queda claro que esta no es la de las Fuerzas Armadas. 
Tampoco lo es la custodia perimetral, pero esta tarea 
que se agrega implica sumar un ingrediente de afec- 
tación a una institución del Estado y ello ameritaría 
una reflexión. Pienso que si los cambios que estamos 
pensando introducir en el sistema penitenciario na- 
cional están relacionados con estos US$ 15:000.000 
y con encomendar a las Fuerzas Armadas el control 
interno de las cárceles, vamos por un camino equivo- 
cado e insuficiente. No creo que estemos obligados 
a tomar medidas profundas en lo que tiene que ver 
con la separación de la custodia interna y externa 
de la Policía; una posibilidad quizás sería la creación 
de una unidad especializada en estos temas dentro o 
fuera del Ministerio del Interior. ¿Por qué digo esto? 
Porque aquí las generalizaciones son muy injustas. 
Quien conoce, por ejemplo, la cárcel de Paysandú, 
sabe que es una cárcel modelo. Aunque trabaja con 
las mismas precariedades que otros establecimientos 
penitenciarios del país, como el de Rocha, los resul- 
tados han sido mucho más favorables y no se hace 
necesario pensar en qué es lo que sucede en ese lugar 
o qué ingrediente diferente se presenta allí. Segura- 
mente en el comando de ese centro hay una persona 
vocacional que lleva adelante en forma correcta las 
tareas que la Constitución y la ley determinan para 
una cárcel. 


Por mi parte, voy a votar este proyecto de ley, pero 
me interesaba dar una visión quizás no tan optimista 
como la de otros señores Senadores -aclaro que no 
quiero atribuir intencionalidad porque, además, el 
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Reglamento no me lo permite-, que a mi forma de 
ver ha sido volátil ante un tema de gran urgencia, y 
ello se ha puesto de manifiesto con motivo de las víc- 
timas de la cárcel de Rocha, tragedia que nos golpea 
y nos impulsa a tomar medidas administrativas, gu- 
bernativas y de aplicación de planes a corto, mediano 
y largo plazo, que es lo que, en definitiva, ha faltado 
aquí. El testimonio de que esto último ha sucedido 
es la presentación de este proyecto de ley que tiene 
como finalidad tomar una medida de carácter urgen- 
te para atender una situación que todos conocemos 
y respecto a la cual hace muchos años se debería ha- 
ber comenzado a implementar políticas, lo que no se 
hizo, y si en algún momento se implementó alguna 
en tal sentido, luego se abandonó. Algunos señores 
Senadores han manifestado con razón que alguna 
medida que se tomó dio buenos resultados y que, 
por ejemplo, el Patronato Nacional de Encarcelados 
y Liberados los logró con la Ley de Humanización y 
Modernización del Sistema Carcelario, pero luego eso 
se abandonó. Si en aquel momento alrededor de mil 
reclusos se vieron beneficiados con la libertad tem- 
prana, no entendemos por qué no se continuó con 
esa política. 


Evidentemente todos estamos de acuerdo en que 
este es un tema de mucha gravedad, pero me parece 
que todos somos especialistas en hacer diagnósticos 
sobre la óptica desde la que se debe atender el proble- 
ma. En lo personal, considero que debemos ponernos 
a trabajar inmediatamente. Si la primera urgencia 
a contemplar es el hacinamiento, creo que debería- 
mos abocarnos a la modalidad de la construcción de 
cárceles y, respecto a esto, bienvenida sea la inicia- 
tiva privada, mixta o del Estado. Ahora bien, si me 
demuestran que el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas construye una cárcel en menos tiempo que 
una empresa privada, que lo haga esta Cartera, pero 
si es al revés, entonces que lo haga la empresa priva- 
da, por supuesto que con el control de estándares y 
de todo lo que sea necesario controlar. Lamentable- 
mente, señor Presidente, esa no ha sido la política 
que se ha llevado a cabo, porque de haber sido así, 
con el proyecto de humanización de las cárceles apro- 
bado al inicio de la Administración pasada no habría 
sido necesaria la construcción de nuevos pabellones 
ni se habría llegado a los nueve mil presos que hoy 
hay en nuestro país. 


Reitero que vamos a votar afirmativamente este 
proyecto de ley, pero enmarcándolo dentro de la pre- 
cariedad que presenta y con el objetivo -está casi todo 
escrito y han participado técnicos de todo tipo- de 
definir una política que se aplique a mediano y lar- 
go plazo y que permita una continuidad que, como 
bien dijo el Presidente Mujica, traspase por túneles 
las diversas administraciones. Tenemos que ponernos 
a trabajar ya, porque esto no se construye con anun- 
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cios, diagnósticos o demostraciones de buena inten- 
ción, sino con decisiones que el Poder Ejecutivo ha 
demostrado que tiene la intención de tomar. Espere- 
mos que el 31 de diciembre de 2012 no tengamos que 
votar una prórroga para que las unidades militares 
continúen abocadas a auxiliar al sistema penitencia- 
rio y, lo que es peor, que las Fuerzas Armadas sigan te- 
niendo la misión de la custodia perimetral de los cen- 
tros carcelarios, tarea que no les corresponde. Creo 
que una decisión de este tipo, de gran complejidad 
y delicadeza, debería ser analizada con otra valentía 
y audacia, puesto que quizás habría que empezar a 
pensar en la creación de ese nuevo ente o dirección, 
que debería ser el encargado de llevar adelante todo 
lo que tiene que ver con las cárceles en nuestro país. 
Lo cierto es que hoy tenemos cárceles departamen- 
tales y nacionales, pero no una política al respecto y 
esto no solamente es atribuible a la Administración 
actual y a la pasada, sino también a las anteriores. 
Si la situación continúa así, lo que estamos haciendo 
hoy no habrá servido absolutamente para nada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa considera que 
sería conveniente que algún señor Senador presenta- 
ra una moción solicitando la extensión del término de 
esta sesión hasta que se apruebe este proyecto de ley. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Formulo moción en ese 
sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑORA MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la se- 
ñora Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: en pri- 
mer lugar, creo que los recientes y terribles sucesos 
acaecidos en la cárcel de Rocha ponen en evidencia 
que la ley que vamos a aprobar es efectivamente de 
emergencia en el sentido literal de este término 
-no reducido-, lo que significa que debemos votarla 
cuanto antes. 


El hacinamiento de las cárceles es un tema que no 
ha estado siempre presente, sino que ha cobrado re- 
levancia en la escena pública desde hace cinco o seis 
años. Dicho de otra manera, no había estado presente 
en la escena pública con las importantes caracterís- 
ticas que tiene ahora. Por eso, quiero manifestar mi 
beneplácito por el hecho de que todos los partidos po- 
líticos votemos por unanimidad este proyecto de ley 
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y por haber llegado a un acuerdo en el marco de esta 
negociación multipartidaria, que termina exitosa- 
mente, también, en lo que refiere a la aprobación de 
las venias para designar a los integrantes de la Corte 
Electoral y del Tribunal de Cuentas. 


Considero que es más adecuado tener una ley que 
dé transparencia a estas medidas -o sea, es mejor que 
legislemos-, y no que se tomen medidas administra- 
tivas por parte del Poder Ejecutivo. 


Quiero destacar, asimismo, que el Uruguay osten- 
ta el tercer lugar entre los países de América Latina 
en población carcelaria per cápita y el segundo en cli- 
ma de seguridad, luego de Costa Rica. Estos datos de- 
muestran que existe una asimetría muy grande entre 
nuestra población carcelaria y el número de delitos 
per cápita, lo que determina que en la solución inte- 
gral para este problema se debe incluir también la ne- 
cesaria reformulación del Código del Proceso Penal y 
del Código Penal, a efectos de hacer una adecuación 
entre la Justicia y su aplicación. Sin el concierto para 
estos otros recursos, cualquier ley de emergencia car- 
celaria quedaría a mitad de camino. 


En realidad, quiero referirme a otro punto: a lo 
que se establece en el artículo 4%. Aprovecho esta 
oportunidad porque, en virtud del breve tiempo de 
que disponemos, quizás no pueda hacer esta consi- 
deración cuando votemos la iniciativa que estamos 
considerando. 


El artículo 4% del proyecto de ley referido al sis- 
tema penitenciario nacional crea 1.500 cargos en el 
Ministerio del Interior, más precisamente, en la Di- 
rección Nacional de Cárceles. Me gustaría simple- 
mente proponer que un porcentaje de estos cargos, 
que será determinado por el Inciso correspondiente, 
sea ocupado por mujeres. Fundo mi propuesta en el 
hecho de que la incorporación de la mano de obra 
femenina es necesaria en todos los servicios del Es- 
tado pero, especialmente, en aquellos fuertemente 
masculinizados. En el año 2007 se realizó un censo 
nacional de funcionarios y funcionarias del Ministe- 
rio del Interior, que mostró que el 80% son hombres 
y solamente el 20% son mujeres. A este respecto, se 
realizaron estudios sobre cómo surge esta situación. 
En el año 2005 -a inicios del Período anterior- se lo- 
eró eliminar las barreras que impedían el ingreso de 
mujeres en igualdad de condiciones con los hombres 
en los cargos de personal subalterno, lo que permi- 
tió un incremento de la participación femenina. Sin 
embargo, en 2007 se generaron resistencias, se redu- 
jeron los niveles educativos exigidos para el ingreso 
a la función y ello redundó en una menor incorpora- 
ción de mujeres, pues en ciertos tramos etarios y de 
demanda en el mercado laboral, ellas tienen mayor 
nivel educativo que los hombres. 
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A su vez, se equiparó el Test de Cooper para hom- 
bres y mujeres -que mide el rendimiento físico-, y 
se hizo equivaler las exigencias para ambos sexos, a 
pesar de que, como todos sabemos, no rinden igual. 
Inclusive se llegó a plantear un cupo para limitar el 
ingreso de mujeres. 


En virtud de todas estas consideraciones, viendo 
que persisten fuertes sesgos de género en el recluta- 
miento e ingreso de aspirantes a la Policía Nacional 
-vale citar que en el último llamado se seleccionaron 
120 funcionarios, de los cuales solo 17 son mujeres-, 
y teniendo en cuenta que la incorporación de este 
nuevo personal va a redundar en una mejora en la ca- 
lidad de la atención penitenciaria, quiero dejar cons- 
tancia en este Plenario de que parte de estos 1.500 
cargos que se van a proveer podrían ser ocupados, en 
la medida de lo posible, por mujeres; de esta mane- 
ra se limitarían las barreras “no arancelarias” -dicho 
esto entre comillas- para su ingreso al Ministerio del 
Interior. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señora Senadora? 


SEÑORA MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el 
señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- No voy a contradecir lo 
expresado por la señora Senadora, simplemente 
quiero hacer una acotación. Hubo un tiempo en la 
historia del Ministerio del Interior en el que existía 
un subescalafón femenino, denominado (PF) 
-Policía Femenina- por el que ingresaba el personal 
femenino, sobre todo en el área ejecutiva; en el caso 
de las cárceles, casi todos son escalafones ejecutivos. 


Ahora bien, por mi parte, también reclamaría que 
dentro de estos 1.500 funcionarios se incorporara 
más personal técnico, además de mujeres. Digo esto 
porque me imagino que en estas vacantes no ingresa- 
rá solamente personal de seguridad, sino que se debe 
dar cabida también a técnicos que cumplan la fun- 
ción de reeducar. Quiero decir, además, que el ingre- 
so de mujeres al Instituto Policial se ha multiplicado 
grandemente en los últimos años, como consecuen- 
cia de que se eliminó el Subescalafón Policía Feme- 
nina y dentro del Subescalafón de Policía Ejecutiva 
ingresan indistintamente hombres y mujeres; cuando 
se convoca aspirantes a cargos ejecutivos, no se dis- 
tingue entre ambos sexos. 


Recuerdo haber escuchado expresiones de Jefes 
de Policía de años anteriores que señalaban que ha 
habido un importantísimo ingreso de personal feme- 
nino, lo que se puede apreciar en las patrullas calle- 
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jeras y en todas las dependencias de la Policía. Me 
parece muy bien que ingresen mujeres, pero quiero 
recalcar que esto se ha facilitado al eliminarse el Sub- 
escalafón (PF), por lo cual han ingresado muchas, es- 
pecialmente, en la Jefatura de Policía de Montevideo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la se- 
ñora Senadora Moreira, quien, seguramente, va a 
agregar que ese personal femenino formaba parte de 
un Subescalafón. 


SEÑORA MOREIRA.- Quiero aclarar, en parti- 
cular al señor Senador Moreira, que efectivamente 
me refería a que en el año 2005 se logró eliminar 
el Subescalafón (PF) y de esa manera se permitió el 
ingreso de mujeres en igualdad de condiciones como 
personal subalterno. Pero en 2007 se generaron resis- 
tencias que llevaron a adoptar las medidas relaciona- 
das con la aplicación del Test de Cooper y con el nivel 
educativo, que también mencioné. Por lo tanto, en mi 
exposición tuve en cuenta el hecho de que en 2005 
se habían eliminado estas trabas y luego se habían in- 
troducido -lo dije en forma jocosa- estas barreras “no 
arancelarias”, o sea, de facto más que normativas. 


En síntesis, lo que estoy solicitando es que cuan- 
do se ocupen estas 1,500 vacantes, esas barreras “no 
arancelarias” sean especialmente tomadas en cuenta, 
para su remoción y para habilitar el ingreso de muje- 
res en el Ministerio del Interior. 


He terminado. Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: en ho- 
menaje a la urgencia de aprobar este proyecto, procu- 
raré hacer una intervención muy resumida. 


En su momento y durante bastante tiempo nos 
ocupamos de este problema y recuerdo que hace 
aproximadamente tres meses recibimos en el Parla- 
mento, con los señores Senadores Pasquet y Heber, al 
señor Presidente de la República, José Mujica, quien 
nos alertó sobre la situación de emergencia y urgen- 
cia en resolver el problema carcelario en el Uruguay. 
Fue una instancia democrática y republicana que 
valoramos muy especialmente y, palabras más o pa- 
labras menos, en ese entonces le hicimos saber que 
estábamos dispuestos a apoyar cualquier instrumento 
que permitiera que el gobierno y el país pudieran en- 
frentar con éxito esta contingencia. 
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Al poco tiempo también recibimos al Ministro del 
Interior, señor Bonomi, quien, en la misma línea y 
con una sensación más directa y dramática sobre los 
acontecimientos, nos habló de los desbordes que se 
padecían y de las dificultades que se enfrentaban. 


Más allá de las dudas que podamos tener, algunas 
de las cuales fueron señaladas por el señor Senador 
Penadés y tienen que ver con la forma en que se va a 
instrumentar el proyecto de ley que hoy va a ser san- 
cionado, estamos considerando un instrumento legal 
que ha sido fruto del consenso. 


Sí me ha dado pena -y lo tengo que expresar, señor 
Presidente- que el Poder Ejecutivo haya manifestado, 
poco menos, que los sucesos de Rocha se debieron a 
que el Parlamento ha venido demorando la aproba- 
ción del proyecto de ley de emergencia carcelaria. Lo 
tengo que decir porque no es justo que se haya hecho 
pública una manifestación de ese tipo. 


Quiero dejar algunas constancias, no para la po- 
lémica, sino para que queden incluidas en la versión 
taquigráfica. Nosotros visitamos buena parte de los 
recintos carcelarios. Concretamente, estuvimos en la 
cárcel de Cabildo y en el CNR; en el año 2008, visita- 
mos el Cuartel de Punta de Rieles con el señor Repre- 
sentante Semproni; el 29 de mayo de 2008, a las 11 
de la mañana, nos entrevistamos, junto con el señor 
Senador Moreira y el señor Diputado Javier García, 
con el Ministro Bayardi; el 2 de junio de 2008 hicimos 
lo propio, a la hora 16, con la señora Ministra del In- 
terior de la época; el 16 de junio estuvimos reunidos 
con el Comisionado Parlamentario, precisamente, 
preocupados por esta situación y proponiendo algu- 
nas iniciativas como las que se han señalado, que en 
buena medida se recogen en este proyecto de ley, ya 
que se prevé alojar a presos en instalaciones militares 
bajo la custodia interna del Ministerio del Interior y 
externa del Ministerio de Defensa Nacional. Luego 
de dar a conocer públicamente esas propuestas, en 
el año 2008 - lejos de la campaña electoral-, vino el 
Relator Especial de las Naciones Unidas, quien ex- 
presó lo que es de público conocimiento respecto al 
sistema carcelario uruguayo. A su vez, tengo anotado 
aquí que en el Consejo de Ministros de los últimos 
días de marzo del año 2009, el entonces Presidente 
de la República, doctor Tabaré Vázquez, encomendó 
a la Ministra del Interior el realojo de presos en un 
plazo de 15 días a fin de solucionar el hacinamiento 
carcelario. 


Tal como se ha dicho, en esta situación de emer- 
gencia carcelaria hay responsabilidades compartidas 
por varios gobiernos. Los problemas de la sociedad 
han recrudecido y se caracterizan por ser de enorme 
complejidad -multicausales-; quizás ello ha influido 
en esta suerte de explosión en el sistema carcelario. 
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Al respecto, voy a mencionar algunas cifras: antes de 
la aprobación de la Ley de humanización carcelaria 
teníamos 7.200 presos, después pasaron a ser 6.200 
y ahora son más de 9.300. Esta es una realidad de- 
mostrada dramáticamente por los números, en la que 
incide la tugurización, la marginalidad, la pobreza 
extrema, la pasta base y todo lo que se ha expresado 
aquí respecto a la dispar posibilidad de acceder a la 
educación en el Uruguay y a la falta de oportunida- 
des. 


No quiero hablar de responsabilidades de los he- 
chos recientes que sucedieron en Rocha porque, en 
definitiva, determinar las responsabilidades penales 
está en la órbita de la Justicia, y las responsabilidades 
políticas estarán en el Parlamento. Sí voy a destacar 
que, en mi opinión, el instrumento legal que hoy va- 
mos a aprobar, por sí solo, no va a solucionar el tema 
del hacinamiento carcelario; por eso, tendremos que 
continuar realizando un enorme esfuerzo. Quizás 
esto se pueda llevar adelante a través de la Comisión 
Especial para el Seguimiento de la Situación Carce- 
laria o manteniendo el grupo de trabajo de todos los 
partidos políticos, para seguir impulsando respuestas, 
no solo en la parte ejecutiva, sino también en la legis- 
lativa. Tal como expresó la señora Senadora Moreira, 
habría que instrumentar un mecanismo para dismi- 
nuir la cantidad enorme de presos sin condena, pues 
es una situación que realmente provoca una gran in- 
justicia. 


Finalmente, quiero reconocer que este gobierno 
de izquierda, que encabeza el Presidente Mujica, ha 
tomado el toro por las guampas, como se dice vulgar- 
mente, y ha tenido la valentía de admitir que tene- 
mos un grave problema, que debemos enfrentarlo, y 
que si para ello es necesario alojar presos en depen- 
dencias militares, se hará. Por cierto, esta iniciativa 
recoge una idea que nosotros habíamos manejado. 
Ojalá pueda implementarse, porque en una situación 
de emergencia, señor Presidente, tenemos que echar 
mano a lo que sea para encontrar las soluciones que 
el país necesita. 


En el tema de seguridad, la política carcelaria tie- 
ne una incidencia dramática, porque todos sabemos 
que de cada diez presos que recuperan la libertad, 
seis o siete vuelven a delinquir; este es un guarismo 
de reincidencia absolutamente incontrastable. 


Por lo tanto, vamos a acompañar este proyecto 
de ley, porque estamos dispuestos a dar la cara y a 
contribuir en su implementación práctica, que no va 
a ser fácil porque, por ejemplo, cuando se trasladen 
presos a dependencias de las Fuerzas Armadas, se 
puede dar lugar a una situación complicada, por el 
papel que deberán cumplir el Ministerio del Interior 
y las Fuerzas Armadas. 
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En síntesis, quería señalar este punto: tenemos 
que seguir trabajando para encontrar soluciones y en- 
frentar todos juntos esta problemática, porque de lo 
contrario se van a multiplicar las situaciones desgra- 
ciadas, ya que por estar presos no dejan de ser seres 
humanos. Al parecer, existe una suerte de conciencia 
de que los que son presos son menos seres humanos 
que los que están en libertad, pero pienso que esa es 
una concepción realmente dramática y deshumani- 
zada, que nos lleva por un camino equivocado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista 
de oradores, tiene la palabra el señor Senador Mar- 
tínez. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Señor Presidente: más que 
nada quiero hacer una reflexión. Creo que ha sido 
una discusión más que positiva porque, salvo algún 
corto publicitario político-partidario, que es inevita- 
ble, todos hemos abonado una reflexión profunda, lo 
cual en verdad me alegra. Tal vez luego, a la hora 
de discutir las medidas de fondo que deben acompa- 
ñar este proyecto de emergencia, tengamos matices 
-todos hemos caracterizado esta situación como de 
emergencia, con lo que ello implica-, pero lo cierto es 
que coincidimos en que hay realidades que deben ser 
atacadas. Por lo que he visto, me parece que existe 
bastante acuerdo en torno a esos deberes que tene- 
mos que cumplir y, tal como expresó el señor Se- 
nador Penadés, es perentorio canalizar y atacar esos 
problemas, porque de lo contrario vamos a llegar al 
año 2012 en la misma situación. 


Estamos viviendo una situación que tiene una 
complejidad extrema, a la que nuestra sociedad no 
estaba acostumbrada, y como no hemos entendido 
las causas no hemos sabido responder a ellas. Du- 
rante mucho tiempo se apeló al endurecimiento de 
las penas, pero durante todos los gobiernos desde la 
caída de la dictadura se verificó un incremento de 
la inseguridad en los cuatro parámetros básicos en 
que se mide. Tal vez apelamos a la respuesta más 
primaria, al “enano fascista que todos llevamos den- 
tro” -como le llaman algunos-, y eso no contribuyó 
absolutamente a nada, porque las causas estructura- 
les de este problema infinitamente más complejo, al 
que lamentablemente estamos acostumbrándonos, se 
mantenían. 


Como reflexión final debo decir que me alegro de 
que ya no hablemos de endurecer las penas y de que 
miremos el problema teniendo en cuenta su comple- 
jidad. Justamente, debemos entender que se trata de 
un proyecto de ley de emergencia y por ello tomo el 
guante; algo parecido dije durante la discusión en el 
seno de nuestra Bancada. No podemos conformarnos 
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con una ley de emergencia; tenemos que avanzar y 
plantear objetivos para la reforma del Código Penal 
y del Código del Proceso Penal con una fecha deter- 
minada, así como pensar en la existencia de penas 
alternativas, sacar las cárceles de la órbita del Minis- 
terio del Interior y apoyar al Patronato Nacional de 
Encarcelados y Liberados, porque creo que su gestión 
dio notables resultados. 


En consecuencia, no dudo en votar este proyecto 
ni en reconocer la emergencia que, aunque sea me- 
nor a la de otras partes del mundo, para los uruguayos 
es bastante dolorosa. Me dolería llegar al año 2012 y 
enfrentar una nueva prórroga; creo que en lugar de 
recurrir a paliativos debemos ponernos a trabajar in- 
mediatamente para fijar fechas y compromisos a fin 
de atacar los temas de fondo que, en definitiva, son 
los que generan este problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PENADÉS. - Formulo moción para que se 
suprima la lectura y se voten en bloque los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 
-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
articulado en bloque. 


(Se vota:) 
-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se co- 
municará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancio- 
nado por ser igual al considerado.) 
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14) RÉGIMEN DE TRABAJO 
SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PENADÉS.- Dado que han ingresado va- 
rias solicitudes de venia en el día de hoy, quiero soli- 
citar que se incluyan en el orden del día de la sesión 
de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada, a fin de disponer la inclusión de dichas 
solicitudes de venia en el Orden del Día de la Sesión 
de mañana. 


(Se vota:) 


-28 en 29. Afirmativa. 


15) FONDO DE AHORRO PREVISIONAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a con- 
siderar el asunto que figura en segundo término del 
Orden del Día: “Proyecto de ley por el que se modifi- 
ca la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, sobre 
Fondo de Ahorro Previsional. (Carp. N* 177/10 - Rep. 
N* 79/10 y Anexo 1)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 177/10 
Rep. N* 79/10 


La Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, en sesión de hoy, ha sanciona- 
do el siguiente 


Proyecto de Ley 


Artículo 1?.- Modifícase el artículo 116 de la Ley 
N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 116. (Tasas de Rentabilidad del Fon- 
do de Ahorro Previsional). - La tasa de rentabilidad 
nominal anual del Fondo de Ahorro Previsional es un 
tercio del porcentaje de variación durante los últimos 
treinta y seis meses del valor de la unidad reajusta- 
ble, acumulada a la tasa de rentabilidad real de dicho 
Fondo. 


La tasa de rentabilidad real mensual del Fondo 
de Ahorro Previsional es el porcentaje de variación 
mensual experimentado por el mismo, medido en 
unidades reajustables, excluyendo los ingresos por 
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aportes y traspasos entre Administradoras, así como 
los traspasos desde y hacia el Fondo de Fluctuación 
de Rentabilidad y las deducciones mencionadas en el 
artículo 114 de la presente ley. 


La tasa de rentabilidad real anual es un tercio de 
la acumulación de las tasas de rentabilidad reales 
mensuales de los últimos treinta y seis meses. 


El cálculo de estas tasas y de todos los índices que 
de ellas se deriven se realizarán mensualmente”. 


Articulo 2”.- Modifícanse los artículos 123 y 124 
de la Ley N” 16.713, de 3 de setiembre de 1995, los 
que quedarán redactados de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 123. (Inversiones permitidas). - El 
Fondo de Ahorro Previsional se invertirá de acuerdo 
con criterios de seguridad, rentabilidad, diversifica- 
ción y compatibilidad de plazos, de acuerdo con sus 
finalidades y respetando los límites fijados por la pre- 
sente ley y las normas reglamentarias. 


Las Administradoras podrán invertir los recursos 
del Fondo de Ahorro Previsional en: 


A) Valores emitidos por el Estado uruguayo e ins- 
trumentos de regulación monetaria emitidos por el 
Banco Central del Uruguay, hasta el 75% (setenta y 
cinco por ciento) del activo del Fondo de Ahorro Pre- 
visional. 


B) Valores emitidos por empresas públicas o priva- 
das uruguayas; certificados de participación, títulos 
de deuda o títulos mixtos de fideicomisos financieros 
uruguayos; y cuotapartes de fondos de inversión uru- 
guayos. En todos los casos se requerirá que coticen 
en algún mercado formal y que cuenten con autoriza- 
ción de la Superintendencia de Servicios Financieros 
del Banco Central del Uruguay. El máximo de inver- 
sión admitido al amparo del presente literal será de 
50% (cincuenta por ciento) del activo del Fondo de 
Ahorro Previsional. 


C) Depósitos a plazo en moneda nacional o ex- 
tranjera que se realicen en las instituciones de in- 
termediación financiera instaladas en el país, auto- 
rizadas a captar depósitos, hasta el 30% (treinta por 
ciento) del activo del Fondo de Ahorro Previsional. 


D) Valores de renta fija emitidos por organismos 
internacionales de crédito o por gobiernos extranje- 
ros de muy alta calificación crediticia, con las limi- 
taciones y condiciones que establezca la Superinten- 
dencia de Servicios Financieros del Banco Central 
del Uruguay, hasta un 15% (quince por ciento) del 
activo del Fondo de Ahorro Previsional. 
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E) Instrumentos financieros emitidos por institu- 
ciones uruguayas que tengan por objeto la cobertura 
de riesgos financieros del Fondo de Ahorro Previsional, 
con las limitaciones y condiciones que establezca la 
Superintendencia de Servicios Financieros del Banco 
Central del Uruguay, hasta un 10% (diez por ciento) 
del activo del Fondo de Ahorro Previsional. 


F) Colocaciones en préstamos personales a afiliados 
y beneficiarios del sistema de seguridad social, hasta 
dos años de plazo y tasa de interés no inferior a la evo- 
lución del índice Medio de Salarios en los últimos doce 
meses, más cinco puntos porcentuales. El máximo del 
préstamo en estas condiciones no podrá superar los 
seis salarios de actividad o pasividad. Tales préstamos 
serán concedidos a través de instituciones públicas o 
privadas que la Administradora seleccione a tal efec- 
to, quienes deberán garantizar el cumplimiento de las 
obligaciones asumidas por los prestatarios. El importe 
a prestar no excederá del 15% (quince por ciento) del 
activo del Fondo de Ahorro Previsional. 


Las inversiones mencionadas en el literal A) podrán 
alcanzar el 90% (noventa por ciento) en el año 2010, 
85% (ochenta y cinco por ciento) a partir del 1? de ene- 
ro de 2011, y luego se reducirán 2,5 puntos porcentua- 
les a partir del 1? de enero de cada año hasta alcanzar 
el tope establecido. 


La suma de las inversiones mencionadas en el con- 
junto de los literales del presente artículo que estén 
denominadas en moneda extranjera no podrá exceder 
del 35% (treinta y cinco por ciento) del activo del Fon- 
do de Ahorro Previsional. 


El control de cumplimiento será realizado por la 
Superintendencia de Servicios financieros del Banco 
Central del Uruguay quien podrá establecer límites 
adicionales o criterios de diversificación al interior de 
cada uno de los literales con el fin establecido en el 
inciso primero de este artículo.” 


“ARTÍCULO 124. (Prohibiciones). - El Fondo de 
Ahorro Previsional no podrá ser invertido en los si- 
guientes valores: 


A) Valores emitidos por otras Administradoras que 
se creen de acuerdo con la presente ley. 


B) Valores emitidos por empresas aseguradoras. 


C) Valores emitidos por sociedades constituidas en 
el extranjero con excepción de las empresas de inter- 
mediación financiera autorizadas a girar en el país y las 
instituciones mencionadas en el literal D) del artículo 
123 de la presente ley. 


D) Valores emitidos por las sociedades financieras 
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de inversión. 


E) Valores emitidos por empresas vinculadas a la 
respectiva Administradora, ya sea directamente o por 
su integración a un conjunto económico. 


En ningún caso las Administradoras podrán reali- 
zar operaciones de caución ni operaciones financieras 
que requieran la constitución de prendas u otro tipo de 
garantías sobre el activo del Fondo Previsional, excepto 
cuando se trate de las operaciones a que refiere el li- 
teral E) del artículo 123 precedente. En estos casos, la 
Superintendencia de Servicios Financieros del Banco 
Central del Uruguay podrá autorizar su constitución 
cuando la naturaleza de las operaciones y los usos de 
plaza así lo exijan, así como imponer las condiciones y 
limitaciones que en cada caso juzgue oportunas. 


Las prohibiciones indicadas en el presente artícu- 
lo serán controladas por la Superintendencia de Ser- 
vicios Financieros del Banco Central del Uruguay.” 


Articulo 3”. - Derógase el inciso tercero del ar- 
tículo 3? de la Ley N* 17.703, de 27 de octubre de 
2003. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 1” de junio de 2010. 


Ivonne Passada. Presidenta; 
Marti Dalgalarrondo Añón, Secretario. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente 

Ministerio de Desarrollo Social 


Montevideo, 10 de mayo de 2010. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 


El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Mi- 
nistros, tiene el honor de remitir a ese Cuerpo el 
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adjunto proyecto de ley por el cual se modifican los 
artículos 116, 123 y 124 de la Ley N* 16.713, de 3 de 
setiembre de 1995, se incorpora el artículo 142 A en 
la citada ley y se deroga el inciso 3” del artículo 3* de 
la Ley N* 17.703, de 27 de octubre de 2003. 


El régimen previsional creado por la Ley 
N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995 ha funciona- 
do adecuadamente, en particular en lo que refiere 
a la administración del Fondo de Ahorro Previsio- 
nal (FAP). No obstante, tanto el natural desarrollo 
del mismo como la magnitud y el crecimiento del 
referido FAB inducen a revisar aspectos operativos, 
particularmente en lo vinculado a las posibilidades 
de inversión en proyectos que contribuyan al desa- 
rrollo productivo del país y que a la vez permitan 
rentabilizar el ahorro de los uruguayos con miras a 
un mayor bienestar a la hora de su retiro. Por tal 
motivo, se proponen los cambios en el marco legal 
que se detallan a continuación. 


En primer lugar, la crisis financiera global de 
2008-2009 ha puesto de manifiesto la necesidad de 
tener mecanismos que amortigúen los efectos cir- 
cunstanciales de los contextos volátiles, de manera 
de mitigar los cambios bruscos que se dan en la ren- 
tabilidad real del FAP Por tal motivo, se plantea una 
reformulación de la fórmula de cálculo de la rentabi- 
lidad del FAP que la ley establece en su artículo 116, 
ampliando el horizonte de cómputo a tres años. 


En segundo lugar, se propone un perfecciona- 
miento de los criterios permitidos de inversión del 
FAP contenidos en los artículos 123 y 124 de la ley, 
de manera de adecuar los mismos a la realidad ac- 
tual. Se procura compadecer las necesidades de ren- 
tabilizar la inversión en el largo plazo, con una co- 
rrecta evaluación de riesgos y con una realidad del 
mercado uruguayo en el que se dificulta absorber el 
ritmo de crecimiento de los fondos disponibles. Esto 
no es patrimonio de la economía uruguaya, ya que el 
mismo fenómeno está presente en otras economías 
latinoamericanas con regímenes previsionales simi- 
lares. Por lo tanto, se plantea un reordenamiento de 
los literales del artículo 123, en base a las siguientes 
consideraciones: 


1. Se agrupan los literales A y B del artículo 
123, ya que los riesgos de instrumentos del Esta- 
do y del Banco Central del Uruguay son similares. 
Asimismo, se reubican implícitamente los valores 
del Banco Hipotecario del Uruguay en los literales 
correspondientes a las instituciones de intermedia- 
ción financiera y a las empresas públicas urugua- 
yas, según se trate de un depósito o un valor de otra 
naturaleza. Se habilita un plazo de transición para 
llegar al tope estipulado. 
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2. Se agrupan también los literales D y E, agre- 
gándose las inversiones en fondos de inversión y fi- 
deicomisos financieros, por lo que las referidas al 
sector productivo pueden canalizarse a través del 
mismo. De hecho, el literal E no es utilizado en la 
práctica y se entiende que puede subsumirse en el 
literal D. Asimismo una ampliación de los límites es 
compatible con la diversificación de riesgos, al tiem- 
po que se acompasa a la voluntad expresada tanto 
por el gobierno como por los agentes privados, de 
promover el desarrollo del sector productivo y de 
las inversiones en proyectos de infraestructura. A 
efectos de dar consistencia a esta norma propuesta, 
se explicita en el artículo 4” la derogación del inciso 
3” del artículo 3” de la Ley N* 17.703, de 27 de oc- 
tubre de 2003. 


3. Aun cuando crezcan significativamente los ins- 
trumentos de financiamiento para proyectos produc- 
tivos y de infraestructura, el ritmo de aumento del 
FAP amerita ampliar las posibilidades de inversión en 
el exterior a otros instrumentos de muy bajo riesgo, 
manteniendo los límites correspondientes. A los efec- 
tos de evitar que el Fondo de Ahorro Previsional pue- 
da asumir un excesivo riesgo cambiario, se incorpora 
un límite para el total de inversiones constituidas en 
moneda extranjera. 


4. La redacción del literal F de la actual ley ha 
provocado complicaciones interpretativas, por lo que 
se propone una redacción más clara que no implica 
cambios conceptuales. 


5. Se reordenan los literales de acuerdo a su im- 
portancia relativa. 


6. Se adecuan las prohibiciones que establece el 
artículo 124 a la versión propuesta del artículo 123, 
a la vez que se propone una redacción que ordena la 
operativa referida a la constitución de garantías sobre 
los activos del FAP También se corrige la prohibición 
de inversión en acciones escriturales, preferidas o de 
goce, de manera de asegurar la consistencia con la 
nueva Ley N* 18.627, de 2 de diciembre de 2009 so- 
bre mercado de valores. 


En tercer lugar, la ley no contemplaba la ne- 
cesidad de anular afiliaciones al sistema debido a 
que fueron realizadas por error, fraude u otros mo- 
tivos. Por lo tanto, resulta conveniente establecer 
procedimientos que guíen a todos los organismos 
involucrados en la reversión de dichas situacio- 
nes. Dado que en estos casos se deja sin efecto la 
afiliación, desapareciendo la cobertura con cargo 
al régimen de ahorro previsional por capitaliza- 
ción individual, el saldo de la cuenta de ahorro 
individual debe verterse al organismo que va a rea- 
lizar tal cobertura. 
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El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo can su 
mayor consideración, 


José Mujica, Presidente de la República; Luis 
Almagro, Fernando Lorenzo, Héctor Lescano, 
Ana Vignoli, Luis Rosadilla, Daniel Olesker, 
Roberto Kreimerman, Enrique Pintado, 
Ricardo Ehrlich, Eduardo Brenta, Graciela 
Muslera, Tabaré Aguerre, Eduardo Bonomi. 


Proyecto de Ley 


Artículo 1*. - Modifícase el artículo 116 de la Ley 
N*16.713, de 3 de setiembre de 1995, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


“Artículo 116 (Tasas de Rentabilidad del Fondo 
de Ahorro Previsional). - La tasa de rentabilidad 
nominal anual del Fondo de Ahorro Previsional es un 
tercio del porcentaje de variación durante los últimos 
36 (treinta y seis) meses del valor de la Unidad 


Reajustable, acumulada a la tasa de rentabilidad real 
de dicho Fondo. 


La tasa de rentabilidad real mensual del Fondo 
de Ahorro Previsional es el porcentaje de variación 
mensual experimentado por el mismo, medido en 
Unidades Reajustables, excluyendo los ingresos por 
aportes y traspasos entre Administradoras, así como 
los traspasos desde y hacia el Fondo de Fluctuación 
de Rentabilidad y las deducciones mencionadas en el 
artículo 114 de la presente ley. La tasa de rentabili- 
dad real anual es un tercio de la acumulación de las 
tasas de rentabilidad reales mensuales de los últimos 
36 (treinta y seis) meses. 


El cálculo de estas tasas y de todos los índices que 
de ellas se deriven se realizarán mensualmente.” 


Artículo 2*.- Modifícanse los artículos 123 y 124 
de la Ley N*” 16.713, de 3 de setiembre de 1995, los 
que quedarán redactados de la siguiente manera: 


“Artículo 123 (Inversiones permitidas). - El Fondo 
de Ahorro Previsional se invertirá de acuerdo con 
criterios de seguridad, rentabilidad, diversificación 
y compatibilidad de plazos, de acuerdo con sus 
finalidades y respetando los límites fijados por la 
presente ley y las normas reglamentarias. 


Las Administradoras podrán invertir los recursos 
del Fondo de Ahorro Previsional en: 


A) Valores emitidos por el Estado uruguayo e ins- 
trumentos de regulación monetaria emitidos por el 
Banco Central del Uruguay, hasta el 75% (setenta y 
cinco por ciento) del activo del Fondo de Ahorro Pre- 
visional. 
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B) Valores emitidos por empresas públicas o priva- 
das uruguayas; certificados de participación, títulos 
de deuda o títulos mixtos de fideicomisos financieros 
uruguayos; y cuotapartes de fondos de inversión uru- 
guayos. En todos los casos se requerirá que coticen 
en algún mercado formal y que cuenten con autoriza- 
ción de la Superintendencia de Servicios Financieros 
del Banco Central del Uruguay. El máximo de inver- 
sión admitido al amparo del presente literal será de 
50% (cincuenta por ciento) del activo del Fondo de 
Ahorro Previsional. 


C) Depósitos a plazo en moneda nacional o ex- 
tranjera que se realicen en las instituciones de in- 
termediación financiera instaladas en el país, auto- 
rizadas a captar depósitos, hasta el 30% (treinta por 
ciento) del activo del Fondo de Ahorro Previsional. 


D) Valores de renta fija emitidos por organismos 
internacionales de crédito o por gobiernos extranje- 
ros de muy alta calificación crediticia, con las limi- 
taciones y condiciones que establezca la Superinten- 
dencia de Servicios Financieros del Banco Central 
del Uruguay, hasta un 15% (quince por ciento) del 
activo del Fondo de Ahorro Previsional. 


E) Instrumentos financieros emitidos por institu- 
ciones uruguayas o extranjeras que tengan por obje- 
to la cobertura de riesgos financieros del Fondo de 
Ahorro Previsional, con las limitaciones y condiciones 
que establezca la Superintendencia de Servicios Fi- 
nancieros del Banco Central del Uruguay, hasta un 
10% (diez por ciento) del activo del Fondo de Ahorro 
Previsional. 


F) Colocaciones en préstamos personales a afilia- 
dos y beneficiarios del sistema de seguridad social, 
hasta dos años de plazo y tasa de interés no inferior 
a la evolución del Índice Medio de Salarios en los úl- 
timos doce meses, más cinco puntos porcentuales. 
El máximo del préstamo en estas condiciones no po- 
drá superar los seis salarios de actividad o pasividad. 
Tales préstamos serán concedidos a través de insti- 
tuciones públicas o privadas que la Administradora 
seleccione a tal efecto, quienes deberán garantizar 
el cumplimiento de las obligaciones asumidas por 
los prestatarios. El importe a prestar no excederá del 
15% (quince por ciento) del activo del Fondo de Aho- 
rro Previsional. 


Las inversiones mencionadas en el literal A) po- 
drán alcanzar el 90% en el año 2010, 85% a partir del 
primero de enero de 2011, y luego se reducirán 2,5 
puntos porcentuales a partir del primero de enero de 
cada año, hasta alcanzar el tope establecido. 


La suma de las inversiones mencionadas en el 
conjunto de los literales del presente artículo que 
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estén denominadas en moneda extranjera no podrá 
exceder del 35% del activo del Fondo de Ahorro Pre- 
visional. 


El control de cumplimiento será realizado por la 
Superintendencia de Servicios Financieros del Banco 
Central del Uruguay quien podrá establecer criterios 
de diversificación al interior de cada uno de los lite- 
rales con el fin establecido en el inciso primero de 
este artículo.” 


Artículo 124 (Prohibiciones). - El Fondo de Ahorro 
Previsional no podrá ser invertido en los siguientes 
valores: 


A) Valores emitidos por otras Administradoras que 
se creen de acuerdo con la presente ley. 


B) Valores emitidos por empresas aseguradoras. 


C) Valores emitidos por sociedades constituidas en 
el extranjero con excepción de las empresas de inter- 
mediación financiera autorizadas a girar en el país y 
las instituciones mencionadas en los literales D) y E) 
del artículo 123 de la presente ley. 


D) Valores emitidos por las sociedades financieras 
de inversión. 


E) Valores emitidos por empresas vinculadas a la 
respectiva Administradora, ya sea directamente o por 
su integración a un conjunto económico. 


En ningún caso las Administradoras podrán reali- 
zar operaciones de caución ni operaciones financie- 
ras que requieran la constitución de prendas u otro 
tipo de garantías sobre el activo del Fondo Previsio- 
nal, excepto cuando se trate de las operaciones a que 
refiere el literal E) del artículo 123 precedente. En 
estos casos, la Superintendencia de Servicios Finan- 
cieros del Banco Central del Uruguay podrá autorizar 
su constitución cuando la naturaleza de las operacio- 
nes y los usos de plaza así lo exijan, así como imponer 
las condiciones y limitaciones que en cada caso juz- 
gue oportunas. 


Las prohibiciones indicadas en el presente 
artículo serán controladas por la Superintendencia 
de Servicios Financieros del Banco Central del 
Uruguay.” 


Artículo 3. - Incorpórase al Capitulo X del Título 
VIII de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, 
el siguiente artículo: 


“Articulo 142 A. (Desafiliaciones y anulaciones de 
afiliación). - En todo caso de anulación de una afilia- 
ción o de desafiliación de un afiliado activo al régi- 
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men de ahorro previsional, que proceda por causa de 
error, dolo o fraude u otras definidas por la ley, el sal- 
do de su cuenta - exceptuando los aportes voluntarios 
- se verterá al Banco de Previsión Social o al Instituto 
Previsional que corresponda y se imputará a los apor- 
tes personales generados durante el respectivo perío- 
do por el régimen de solidaridad intergeneracional. 
La cuenta personal respectiva deberá ser cerrada con 
saldo nulo una vez completado el proceso de desafi- 
liación o anulación. 


Cuando por cualquier circunstancia no se hubiere 
procedido de acuerdo a lo estipulado en el inciso an- 
terior, la Superintendencia de Servicios Financieros 
del Banco Central del Uruguay establecerá los meca- 
nismos que aseguren que tales cuentas sean cerradas 
con saldo nulo una vez completado el proceso de de- 
safiliación o anulación.” 


Artículo 4”. - Derógase el inciso 3” del artículo 3? 
de la Ley N* 17.703, de 27 de octubre de 2003. 


José Mujica, Presidente de la República; Luis 
Almagro, Fernando Lorenzo, Héctor Lescano, 
Ana Vignoli, Luis Rosadilla, Daniel Olesker, 
Roberto  Kreimerman, Enrique Pintado, 
Ricardo Ehrlich, Eduardo Brenta, Tabaré 
Aguerre, Eduardo Bonomi, Graciela Muslera. 
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Comisión de Hacienda 
Informe en Mayoría 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión Asesora, luego de analizar el 
proyecto enviado por el Poder Ejecutivo, contando 
con opiniones del Ministerio de Economía y Finan- 
zas, Banco Central del Uruguay, Administradoras 
(Públicas y Privadas) de Fondos de Ahorro Previsio- 
nal, Banco de Seguros del Estado, Asociación de Em- 
presas de Seguros Privados y Organización Nacional 
de Jubilados y Pensionistas, ha aprobado (por mayo- 
ría) con modificaciones el proyecto original y propone 
al Cuerpo su aprobación. 


Como primer punto conviene aclarar que este 
proyecto no entra en la discusión de fondo sobre el 
debate de Seguridad Social que está planteado y que 
seguramente a la brevedad abordaremos analizando 
las diferentes propuestas de todos los partidos y de las 
organizaciones sociales involucradas. 


Se pretende con este proyecto introducir modifi- 
caciones operativas al régimen de administración de 
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los Fondos de Ahorro Previsional, en general previsto 
en la ley original de 1995 y que pudo resultar ade- 
cuado para los años iniciales de su implementación. 
Esta situación es distinta hoy a catorce años de esa 
fecha, con un sistema ya consolidado y con un muy 
importante monto de reservas acumulado de casi 
US$ 6.000 millones y en constante y acelerado creci- 
miento de cientos de millones de dólares anuales (por 
las mejoras en empleo y salarios). 


Entre esas modificaciones, se prevé como factor 
fundamental, diversificar el uso del instrumento crea- 
do por la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, 
en particular en lo que se refiere a los topes vigentes 
que hoy se aplican a la administración del Fondo de 
Ahorro Previsional (FAP) permitiendo y facilitando la 
utilización de los mismos en proyectos que aporten al 
desarrollo productivo del país (esto es generando más 
y mejor empleo y condiciones de mayor desarrollo) 
y a su vez manteniendo la seguridad se consiga una 
mejor rentabilidad del ahorro de los uruguayos, be- 
neficiando su situación en el momento de su retiro. 


Por tal motivo, el proyecto propone los siguientes 
cambios: 


Se plantea en primer lugar una reformulación de 
la fórmula de cálculo establecido en el artículo 116 
de la Ley N* 16.713, de la rentabilidad del FAP am- 
pliando el horizonte de cómputo a tres años. Esto nos 
permitirá asimilar los cambios inesperados que se 
produzcan en la rentabilidad real del FAP en un con- 
texto de crisis financiera global, regional o local como 
los sufridos en 2002 y 2009. Podemos decir que hoy 
se ha recuperado la pérdida ocasional producida en 
los Fondos, como consecuencia de las inestabilidades 
globales que afectaron la valuación de nuestros títulos 
públicos uruguayos, principal destino de la inversión 
de todas las Administradoras. Sin embargo la rentabi- 
lidad anual durante el período 2008 fue negativa en 
Unidades Reajustables y esa medición de corto plazo 
afecta las mediciones y evaluaciones eficientes de un 
sistema que por definición es de largo plazo. 


En segundo lugar, modifica los artículos 123 y 124 
de la Ley N” 16.713, en los cuales se busca compatibi- 
lizar las necesidades de rentabilizar la inversión a lar- 
go plazo, con una correcta evaluación de riesgos y con 
la realidad del mercado uruguayo, el cual tiene hoy 
dificultades para absorber el ritmo de crecimiento de 
los fondos disponibles (fundamentalmente por par- 
te de la deuda pública que debe tender a decrecer). 
Con estas modificaciones actualizaremos los criterios 
permitidos de inversión del FAP adecuándolos mejor 
a la actualidad en consonancia con otras economías 
latinoamericanas con regímenes previsionales simi- 
lares. Por lo tanto, se plantea un reordenamiento de 
los literales del artículo 123, en base a las siguientes 
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consideraciones: 


1. Se agrupan los literales A) y B) del artículo 123, 
ya que los riesgos de instrumentos del Estado y del 
Banco Central del Uruguay son similares. Asimismo, 
se reubican implícitamente los valores del Banco Hi- 
potecario del Uruguay, en los literales correspondien- 
tes a las instituciones de intermediación financiera y 
a las empresas públicas uruguayas, según se trate de 
un depósito o un valor de otra naturaleza. Se dismi- 
nuye en forma significativa el tope acumulado de am- 
bos literales para favorecer la diversificación en otros 
destinos. Se habilita un plazo de transición para lle- 
gar al tope estipulado, de forma que no sea necesario 
desprenderse de la cartera actual sino de comenzar a 
utilizar los nuevos aportes mensuales en los destinos 
alternativos. 


2. Se agrupan también los literales D) y E), agre- 
gándose las inversiones en fondos de inversión y fi- 
deicomisos financieros, por lo que las referidas al 
sector productivo pueden canalizarse a través del 
mismo. De hecho, el literal E) del artículo 123 en su 
redacción vigente no es utilizado en la práctica y se 
entiende que puede subsumirse con el literal D) en 
un único nuevo literal E), reubicando los valores emi- 
tidos en el exterior en un nuevo literal D). Asimismo 
una ampliación de los límites es compatible con la 
diversificación de riesgos, al tiempo que se acompasa 
a la voluntad expresada tanto por el Gobierno como 
por los agentes privados, de promover el desarrollo 
del sector productivo y de las inversiones en proyec- 
tos de infraestructura. A efectos de dar consistencia a 
esta norma propuesta, se explicita en el artículo 3* la 
derogación del inciso tercero del artículo 3* de la Ley 
N* 17.703, de 27 de octubre de 2003. 


3. Aun cuando crezcan significativamente los ins- 
trumentos de financiamiento para proyectos produc- 
tivos y de infraestructura, el ritmo de aumento del 
FAP amerita ampliar las posibilidades de inversión en 
otros instrumentos de muy bajo riesgo, manteniendo 
los límites correspondientes. A los efectos de evitar 
que el Fondo de Ahorro Previsional pueda asumir 
un excesivo riesgo cambiario, se incorpora un límite 
para el total de inversiones constituidas en moneda 
extranjera que en realidad limita esta apertura al ex- 
terior. 


4. La redacción del literal F) de la actual ley ha 
provocado complicaciones interpretativas, por lo que 
se propone una redacción más clara que no implica 
cambios conceptuales. 


5. Se reordenan los literales de acuerdo a su im- 
portancia relativa. 


6. Se adecuan las prohibiciones que establece el 
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artículo 124 a la versión propuesta del artículo 123, 
a la vez que se propone una redacción que ordena la 
operativa referida a la constitución de garantías sobre 
los activos del FAP También se corrige la prohibición 
de inversión en acciones escriturales, preferidas o de 
goce, de manera de asegurar la consistencia con la 
nueva Ley N* 18.627, de 2 de diciembre de 2009 so- 
bre Mercado de Valores. 


Por todo lo expuesto consideramos que con estas 
modificaciones, se aspira a una menor participación 
del endeudamiento público nacional al bajar en for- 
ma significativa el tope acumulado del 90% al 75% y 
de la exposición al tipo de cambio al incorporarse un 
tope no preexistente del 35%. También se busca dar 
la mayor prioridad posible a la inversión productiva, 
argumento importante para la aprobación del actual 
sistema y que hoy es solamente casi testimonial (en- 
torno del 5% de los fondos cuando existe un tope del 
25%). 


Por consiguiente estas modificaciones constitu- 
yen una buena adecuación a la realidad actual del 
sistema, un conjunto de estímulos que permitirán, 
dentro de la libertad de opciones que tienen las Ad- 
ministradoras, hacer posible el uso de recursos para 
el desarrollo productivo del país en el marco de un 
crecimiento sostenido, del cual debemos ser perma- 
nentes impulsores. 


Sala de la Comisión, 26 de mayo de 2010. 


Mario Guerrero, Miembro Informante; Gustavo 
Bernini, Andrés Lima, Gonzalo Mujica, Pablo 
Pérez González, Iván Posada, Alejandro 
Sánchez, Pablo Abdala con salvedades que 
expresará en Sala, Irene Caballero con salvedades 
que expresará en Sala. 


Informe en Minoría 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Hacienda ha aprobado, con 
modificaciones, por mayoría de presentes el proyecto 
de ley relativo a la modificación de varios artículos 
de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, en 
lo que respecta al Fondo de Ahorro Previsional; el 
suscrito en base a las siguientes consideraciones ha 
resuelto presentar a la consideración del Plenario el 
adjunto proyecto de ley. 


Antecedentes 


Previo a este proyecto, el Presidente de la Repú- 
blica propuso utilizar parte de las reservas para fi- 
nanciar gasto social y obras de infraestructura. A los 
pocos días el Ministro de Economía y Finanzas afir- 
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mó que “ninguno de los compromisos asumidos en el 
plan de gobierno (del Frente Amplio) en ninguna de 
las áreas depende crucialmente de la utilización de 
las reservas internacionales del país”. El Secretario 
de Estado fue más preciso y sostuvo que “habría que 
bajar un poco las revoluciones en torno a este tema, 
porque en realidad no es crucial para alcanzar los ob- 
jetivos del plan de gobierno”. 


A principios de este mes, el equipo económico 
presentó las pautas para el presupuesto, y fijó como 
lineamiento “mantener constantes en términos rea- 
les las inversiones de los incisos del Presupuesto 
Nacional. Los aumentos de inversión vinculados al 
desarrollo de infraestructura y a otros proyectos es- 
tratégicos deberán ser canalizados a través de Asocia- 
ciones Público-Privadas y no podrán ser financiadas 
por el Presupuesto Nacional.” Esto confirmó distintos 
anuncios sobre el mayor uso de este tipo de asociacio- 
nes para construir cárceles, puertos, hospitales, vías 
de ferrocarril, viviendas, etcétera. 


El Proyecto 


El proyecto levanta la prohibición que tienen hoy 
los Fondos de Ahorro Previsional de invertir valores 
acciones escriturales, preferidas y de goce definidas 
por la Ley N*16.060, de 4 de setiembre de 1989. Ha- 
bilita asimismo la inversión en valores emitidos por 
sociedades constituidas en el extranjero para “valores 
de renta fija emitidos por organismos internacionales 
de crédito o por gobiernos extranjeros de muy alta ca- 
lificación crediticia, con las limitaciones y condicio- 
nes que establezca la Superintendencia de Servicios 
Financieros del Banco Central del Uruguay, hasta 
un 15% (quince por ciento) del activo del Fondo de 
Ahorro Previsional”. Otra de las principales medidas 
consiste en duplicar el tope para invertir en “valores 
emitidos por empresas públicas o privadas urugua- 
yas” (cambiando del 25% al 50%). 


En suma observamos que mientras se exige muy 
alta calificación crediticia a instrumentos emitidos 
por organismos internacionales (exigencia que en- 
tendemos correcta), se abre la posibilidad de invertir 
en acciones de empresas públicas o privadas urugua- 
yas (antes las acciones estaban prohibidas), con la 
única exigencia de que “coticen en algún mercado 
formal y cuenten con autorización de la Superinten- 
dencia de Servicios Financieros del Banco Central 
del Uruguay”. 


No encontramos base técnica para esta asimetría. 
Estamos de acuerdo con ampliar las posibilidades de 
inversión de los fondos, fijando criterios exigentes 
para asegurar los ahorros que garantizarán el retiro 
de los trabajadores uruguayos. Pero no estamos de 
acuerdo con permitir la inversión de Fondos de Aho- 
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rro Previsional en acciones. 


Tampoco nos parece conveniente dar vía libre a la 
utilización del dinero de los trabajadores uruguayos 
en proyectos en los que tenga cualquier tipo de par- 
ticipación el Estado Uruguayo. El objetivo principal 
del sistema previsional debe seguir siendo maximizar 
con niveles acotados de riesgo, el rendimiento de los 
ahorros de los trabajadores uruguayos. La inversión 
de ahorros previsionales para financiar proyectos di- 
señados desde el sector político, no siempre termina 
favoreciendo a los futuros jubilados según nos de- 
muestra la experiencia. Se propone bajar el tope para 
estos casos al 5%. 


Otra modificación que no compartimos, es la fi- 
jación de un tope del 35% para las inversiones en 
moneda extranjera del activo del Fondo de Ahorro 
Previsional. El administrador del fondo debe seguir 
teniendo la posibilidad de defender el poder adquisi- 
tivo de los ahorros en contextos de depreciación de la 
moneda nacional, contextos en que esta norma pue- 
de convertirse en una pesificación forzada. 


Tampoco entendemos conveniente la delegación 
de potestades reglamentarias en la Superintendencia 
de Seguros Financieros del Banco Central del Uru- 
guay “quien podrá establecer límites adicionales o 
criterios de diversificación al interior de cada uno de 
los literales”. 


No merece objeciones la eliminación de los litera- 
les D) y E) del artículo 123 vigentes, dado que pasa- 
rán a estar incluidos en literal B) del nuevo artículo 
123. 


La derogación de la posibilidad que tienen las 
AFAP para instrumentar mediante fideicomisos sus 
inversiones según lo dispuesto por el artículo 3* de la 
Ley N* 17. 703, no se justifica dado que elimina un 
instrumento que ha demostrado dar las mayores se- 
guridades al prestamista, dando por ejemplo garantía 
sobre flujos de fondos. 


Con respecto a la modificación propuesta para el 
artículo 116, se propone sustituir la información de 
una tasa de rentabilidad anual por una que informe 
lo sucedido en los últimos 36 meses. Este promedio 
nos quita información sobre la evolución reciente de 
la rentabilidad. En todo caso sería mejor mantener la 
medición actual y agregar la medición de la tasa real 
en los tres últimos años. 


Para recibir un asesoramiento financiero comple- 
to, interesa conocer no solo el rendimiento promedio 
de los últimos tres años, sino también lo que sucedió 
con sus ahorros en el último año. 
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En sustitución de lo propuesto en el proyecto de 
ley, se plantea solamente incorporar a la redacción 
del artículo 116 vigente, un segundo inciso que es- 
tablezca: 


“La tasa de rentabilidad nominal promedio de los 
últimos tres años del Fondo de Ahorro Previsional, es 
el porcentaje de variación, durante los últimos treinta 
y seis meses del valor de la unidad reajustable, acu- 
mulada a la tasa de rentabilidad real de dicho Fondo.” 


Sala de la Comisión, 26 de mayo de 2010. 
Germán Cardoso, Miembro Informante. 
Disposiciones citadas 
Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995 


TÍTULO VII - DE LA ADMINISTRACIÓN 
Y CONTROL DE LOS FONDOS DE AHORRO 
PRVSIONAL. CAPÍTULO III - DEL FONDO DE 
AHORRO PREVISIONAL. 


Artículo 116. - (Tasas de Rentabilidad del Fondo 
de Ahorro Previsional). La tasa de rentabilidad no- 
minal anual del Fondo de Ahorro Previsional, es el 
porcentaje de variación, durante los últimos doce me- 
ses del valor de la unidad reajustable, acumulada a la 
tasa de rentabilidad real de dicho Fondo. 


La tasa de rentabilidad real mensual del Fondo 
de Ahorro Previsional, es el porcentaje de variación 
mensual experimentado por el mismo, medido en 
unidades reajustables, excluyendo los ingresos por 
aportes y traspasos entre Administradoras, así como 
los traspasos desde y hacia el Fondo de Fluctuación 
de Rentabilidad y las deducciones mencionadas en el 
artículo 114 de la presente ley. 


La tasa de rentabilidad real anual se calculará por 
la acumulación de las tasas de rentabilidad reales 
mensuales. 


El cálculo de estas tasas y de todos los índices que 
de ellas se deriven se realizarán mensualmente. 


CAPÍTULO IV - DE LAS INVERSIONES 


Artículo 123. - (Inversiones permitidas). - El 
Fondo de Ahorro Previsional se invertirá de acuerdo 
con criterios de seguridad, rentabilidad, diversifica- 
ción, y compatibilidad de plazos, de acuerdo con sus 
finalidades y respetando los límites fijados por la pre- 
sente ley y las normas reglamentarias. 


Las Administradoras podrán invertir los recursos 
del Fondo de Ahorro Previsional en: 


13 de julio de 2010 


A) Valores emitidos por el Estado uruguayo, hasta 
el 60% (sesenta por ciento) del total del activo del 
Fondo de Ahorro Previsional. 


B) Valores emitidos por el Banco Hipotecario del 
Uruguay e instrumentos de regulación monetaria 
emitidos por el Banco Central del Uruguay, hasta el 
30% (treinta por ciento). 


C) Depósitos a plazo en moneda nacional o extran- 
jera que se realicen en las instituciones de interme- 
diación financiera instaladas en el país, autorizadas 
a captar depósitos, hasta el 30% (treinta por ciento). 


D) Valores emitidos por empresas públicas o pri- 
vadas uruguayas, valores o cuotapartes de fondos de 
inversión uruguayos y Notas de Crédito Hipoteca- 
rias emitidas por instituciones públicas o privadas de 
acuerdo a lo establecido en la ley de creación de ese 
instrumento. En todos los casos se requerirá que co- 
ticen en algún mercado formal y que cuenten con au- 
torización del Banco Central del Uruguay. El máximo 
de inversión admitido al amparo del presente literal 
será del 25% (veinticinco por ciento). 


E) Valores representativos de inversiones inmobi- 
liarias, industriales, forestales u otros sectores pro- 
ductivos que reúnan condiciones suficientes de re- 
torno y seguridad, y que se encuentren debidamente 
garantizadas según determine la reglamentación del 
Banco Central del Uruguay y que estén radicados en 
el país, hasta el 20% (veinte por ciento). 


F) Colocaciones en instituciones públicas o pri- 
vadas, garantizadas por las mismas, a efectos de que 
estas concedan préstamos personales a afiliados y be- 
neficiarios del sistema de seguridad social, hasta dos 
años de plazo y tasa de interés no inferior a la evolu- 
ción del Indice Medio de Salarios en los últimos doce 
meses, más cinco puntos porcentuales. El máximo 
del préstamo en estas condiciones no podrá superar 
los seis salarios de actividad o pasividad. El importe a 
prestar no excederá del 15% (quince por ciento) del 
activo del Fondo de Ahorro Previsional. 


Las inversiones mencionadas en el literal A) po- 
drán alcanzar hasta el 100% (cien por ciento) en el 
primer año de vigencia del régimen de ahorro, redu- 
ciéndose entre cinco y diez puntos porcentuales por 
año, hasta llegar al 60% (sesenta por ciento) mencio- 
nado. 


La suma de las inversiones mencionadas en los 
literales B), C), D), E), y F) no podrá exceder el 20% 
(veinte por ciento) del valor del Fondo de Ahorro 
Previsional en el primer año, incrementándose entre 
cinco y diez puntos porcentuales anuales, hasta un 
máximo del 70% (setenta por ciento). 
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G) Operaciones que tengan por objeto la cobertu- 
ra de riesgos financieros del fondo de ahorro previsio- 
nal con las limitaciones y condiciones que establezca 
el Banco Central del Uruguay, hasta el 10 (diez por 
ciento) del activo del fondo de ahorro previsional. 


H) Valores de renta fija emitidos por organismos 
internacionales de crédito de los cuales el país sea 
miembro, en las condiciones que establezca la regla- 
mentación que a tal efecto dicte el Poder Ejecutivo, 
por hasta el 15% (quince por ciento) del activo del 
fondo de ahorro previsional. 


La suma de las inversiones mencionadas en los 
literales D), E) y F) no podrá exceder del 40% (cua- 
renta por ciento) del valor del Fondo de Ahorro Pre- 
visional. 


Fuente: Inciso final redacción dada por: Ley 
N* 17.248, de 29/06/2000 artículo 55. 


Literal b) redacción dada por: Ley N* 17.248, de 
29/06/2000 artículo 57. 


Literal d) redacción dada por: Ley N* 18.574, de 
14/09/2000 artículo18. 


Literal e) redacción dada por: Ley N* 17.248, de 
29/06/2000 artículo 56. 


Literales g) y h) agregados por: Ley N* 18.127, de 
12/05/2007 artículo 3*. 


Literal d) redacción dada anteriormente por: Ley 
N* 17.202, de 24/09/1999 artículo 6*. 


Artículo 124. - (Prohibiciones). - El Fondo de 
Ahorro Previsional no podrá ser invertido en los si- 
guientes valores: 


A) Valores emitidos por otras Administradoras que 
se creen de acuerdo con la presente ley. 


B) Valores emitidos por empresas aseguradoras. 


C) Valores emitidos por sociedades constituidas en 
el extranjero, con excepción de las empresas de in- 
termediación financiera autorizadas a girar en el país 
y de los organismos internacionales de crédito de los 
cuales el país sea miembro. 


D) Valores emitidos por las sociedades financieras 
de inversión. 
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E) Valores emitidos por empresas vinculadas a la 
respectiva Administradora, ya sea directamente o por 
su integración a un conjunto económico. 


F) Acciones escriturales, preferidas y de goce defi- 
nidas por la Ley N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989. 


En nigún caso las Administradoras podrán realizar 
operaciones de caución ni operaciones financieras 
que requieran constitución de prendas o garantías 
sobre el activo del Fondo de Ahorro Previsional. 


Una vez reglamentadas por el Poder Ejecutivo, las 
prohibiciones indicadas en el presente artículo serán 
controladas por el Banco Central del Uruguay. 


Literal c) redacción dada por: Ley N* 18.127, de 
12/05/2007 artículo 4". 


Ley N* 17.703, de 27 de octubre de 2003 
CAPÍTULO I - CONCEPTO Y PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 3“. (Habilitación de inversiones). - 
Cuando el fideicomiso tenga por fin la realización de 
una obra pública municipal, las Intendencias Muni- 
cipales podrán constituirlo mediante la cesión de de- 
rechos de créditos de tributos departamentales, dán- 
dose cuenta a la Junta Departamental. 


La Caja Notarial de Jubilaciones y Pensiones, la 
Caja de Jubilaciones y Pensiones de los Profesiona- 
les Universitarios, la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
Bancarias y las Administradoras de Fondos de Ahorro 
Previsional podrán invertir en fideicomisos, siempre 
que su objeto refiera a actividades desarrolladas, bie- 
nes situados o derechos utilizados económicamente 
en la República, así como créditos originados en ex- 
portaciones realizadas desde el Uruguay. 


Las Administradoras de Fondos de Ahorro Previ- 
sional podrán instrumentar a través de fideicomisos 
las inversiones previstas en el literal E) del artículo 
123 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, 
y las que realicen en fideicomisos financieros se con- 
siderarán en el literal D) de dicha norma. 
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Comisión de Hacienda 
ACTA N*6 


En Montevideo, a los veinticuatro días del mes de ju- 
nio de dos mil diez, a la hora diez y diez minutos se reúne 
la Comisión de Hacienda de la Cámara de Senadores. 

Asisten los señores Senadores miembros, Sergio 
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Abreu, José Amorín, Carlos Baráibar, Alberto Couriel, 
Antonio Gallicchio, Enrique Rubio y Héctor Tajam. 

Faltan con aviso los señores Senadores Francisco 
Gallinal y Luis A. Heber, quienes remiten nota justifi- 
cando su inasistencia. 

Preside el señor Senador Carlos Baráibar, Presi- 
dente de la Comisión. 

Concurren especialmente invitados por el Banco 
de Seguros del Estado, señor Mario Eduardo Castro 
Laborda, Presidente; economista María Alejandra Du- 
frechou, Vicepresidenta; contadora Margarita Gaglia- 
no, Gerente General; contador Daniel Mouradián, in- 
geniero Marcelo de Polsi y contador Guillermo Porras. 

Actúan en Secretaría, la señora Dinorah Amato, 
Secretaria de la Comisión y el señor Jorge Fernández, 
Prosecretario. 

Abierto el acto se procede a la toma de la versión 
taquigráfica, cuya copia dactilografiada luce en el 
Distribuido N* 160/2010 que forma parte de la pre- 
sente Acta. 

Asuntos Considerados: 

1) FONDO DE AHORRO PREVISIONAL. Se 
modifica la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 
1995. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. Carpeta N* 177/2010. Distribuido 
N* 108/2010. 

Inmediatamente de comenzada la sesión, ingre- 
san a Sala las autoridades del Banco de Seguros del 
Estado quienes realizan consideraciones sobre el pro- 
yecto de ley a estudio y responden a preguntas de los 
señores Senadores presentes. 

Luego de que se retiran de Sala los invitados, se co- 
mienza con la consideración del proyecto de ley a estudio. 

En consideración: 

Se vota en general: 7 en 7. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. 

Se resuelve suspender la lectura y se vota en blo- 
que, artículos 1 a 3”: 5 en 7. Afirmativa. 

Los señores Senadores José Amorín y Sergio Abreu 
manifiestan que al momento del tratamiento en Sala 
del proyecto de ley considerado, argumentarán sus 
salvedades respecto a algunos de los artículos. 

El señor Presidente de la Comisión propone como 
miembro informante al señor Senador Héctor Tajam, 
quien lo hará en forma verbal. Se vota: 6 en 7. Afir- 
mativa. 

Texto del proyecto de ley aprobado: 

“Artículo 1%. - Modifícase el artículo 116 de la Ley 
N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 

“ARTÍCULO 116. (Tasas de Rentabilidad del Fon- 
do de Ahorro Previsional). - La tasa de rentabilidad 
nominal anual del Fondo de Ahorro Previsional es un 
tercio del porcentaje de variación durante los últimos 
treinta y seis meses del valor de la unidad reajusta- 
ble, acumulada a la tasa de rentabilidad real de dicho 
Fondo. 

La tasa de rentabilidad real mensual del Fondo 


13 de julio de 2010 


de Ahorro Previsional es el porcentaje de variación 
mensual experimentado por el mismo, medido en 
unidades reajustables, excluyendo los ingresos por 
aportes y traspasos entre Administradoras, así como 
los traspasos desde y hacia el Fondo de Fluctuación 
de Rentabilidad y las deducciones mencionadas en el 
artículo 114 de la presente ley. 

La tasa de rentabilidad real anual es un tercio de 
la acumulación de las tasas de rentabilidad reales 
mensuales de los últimos treinta y seis meses. 

El cálculo de estas tasas y de todos los índices que 
de ellas se deriven se realizarán mensualmente.” 

Artículo 2. - Modifícanse los artículos 123 y 124 
de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, los 
que quedarán redactados de la siguiente manera: 

“ARTÍCULO 123. (Inversiones permitidas). - El 
Fondo de Ahorro Previsional se invertirá de acuerdo 
con criterios de seguridad, rentabilidad, diversifica- 
ción y compatibilidad de plazos, de acuerdo con sus 
finalidades y respetando los límites fijados por la pre- 
sente ley y las normas reglamentarias. 

Las Administradoras podrán invertir los recursos 
del Fondo de Ahorro Previsional en: 

A) Valores emitidos por el Estado uruguayo e ins- 
trumentos de regulación monetaria emitidos por el 
Banco Central del Uruguay, hasta el 75% (setenta y 
cinco por ciento) del activo del Fondo de Ahorro Pre- 
visional. 

B) Valores emitidos por empresas públicas o priva- 
das uruguayas; certificados de participación, títulos 
de deuda o títulos mixtos de fideicomisos financieros 
uruguayos; y cuotapartes de fondos de inversión uru- 
guayos. En todos los casos se requerirá que coticen 
en algún mercado formal y que cuenten con autoriza- 
ción de la Superintendencia de Servicios Financieros 
del Banco Central del Uruguay. El máximo de inver- 
sión admitido al amparo del presente literal será de 
50% (cincuenta por ciento) del activo del Fondo de 
Ahorro Previsional. 

C) Depósitos a plazo en moneda nacional o ex- 
tranjera que se realicen en las instituciones de in- 
termediación financiera instaladas en el país, auto- 
rizadas a captar depósitos, hasta el 30% (treinta por 
ciento) del activo del Fondo de Ahorro Previsional. 

D) Valores de renta fija emitidos por organismos 
internacionales de crédito o por gobiernos extranje- 
ros de muy alta calificación crediticia, con las limi- 
taciones y condiciones que establezca la Superinten- 
dencia de Servicios Financieros del Banco Central 
del Uruguay, hasta un 15% (quince por ciento) del 
activo del Fondo de Ahorro Previsional. 

E) Instrumentos financieros emitidos por institu- 
ciones uruguayas que tengan por objeto la cobertura 
de riesgos financieros del Fondo de Ahorro Previsio- 
nal, con las limitaciones y condiciones que establez- 
ca la Superintendencia de Servicios Financieros del 
Banco Central del Uruguay, hasta un 10% (diez por 
ciento) del activo del Fondo de Ahorro Previsional. 
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F) Colocaciones en préstamos personales a afilia- 
dos y beneficiarios del sistema de seguridad social, 
hasta dos años de plazo y tasa de interés no inferior 
a la evolución del Índice Medio de Salarios en los úl- 
timos doce meses, más cinco puntos porcentuales. 
El máximo del préstamo en estas condiciones no po- 
drá superar los seis salarios de actividad o pasividad. 
Tales préstamos serán concedidos a través de insti- 
tuciones públicas o privadas que la Administradora 
seleccione a tal efecto, quienes deberán garantizar 
el cumplimiento de las obligaciones asumidas por 
los prestatarios. El importe a prestar no excederá del 
15% (quince por ciento) del activo del Fondo de Aho- 
rro Previsional. 

Las inversiones mencionadas en el literal A) po- 
drán alcanzar el 90% (noventa por ciento) en el año 
2010, 85% (ochenta y cinco por ciento) a partir del 
19 de enero de 2011, y luego se reducirán 2,5 puntos 
porcentuales a partir del 1% de enero de cada año, 
hasta alcanzar el tope establecido. 

La suma de las inversiones mencionadas en el 
conjunto de los literales del presente artículo que es- 
tén denominadas en moneda extranjera no podrá ex- 
ceder del 35% (treinta y cinco por ciento) del activo 
del Fondo de Ahorro Previsional. 

El control de cumplimiento será realizado por la 
Superintendencia de Servicios Financieros del Banco 
Central del Uruguay quien podrá establecer límites 
adicionales o criterios de diversificación al interior de 
cada uno de los literales con el fin establecido en el 
inciso primero de este artículo.” 

“ARTÍCULO 124. (Prohibiciones). - El Fondo de 
Ahorro Previsional no podrá ser invertido en los si- 
guientes valores: 

A) Valores emitidos por otras Administradoras que 
se creen de acuerdo con la presente ley. 

B) Valores emitidos por empresas aseguradoras. 

C) Valores emitidos por sociedades constituidas en 
el extranjero con excepción de las empresas de inter- 
mediación financiera autorizadas a girar en el país 
y las instituciones mencionadas en el literal D) del 
artículo 123 de la presente ley. 

D) Valores emitidos por las sociedades financieras 
de inversión. 

E) Valores emitidos por empresas vinculadas a la 
respectiva Administradora, ya sea directamente o por 
su integración a un conjunto económico. 

En ningún caso las Administradoras podrán reali- 
zar operaciones de caución ni operaciones financie- 
ras que requieran la constitución de prendas u otro 
tipo de garantías sobre el activo del Fondo Previsio- 
nal, excepto cuando se trate de las operaciones a que 
refiere el literal E) del artículo 123 precedente. En 
estos casos, la Superintendencia de Servicios Finan- 
cieros del Banco Central del Uruguay podrá autorizar 
su constitución cuando la naturaleza de las operacio- 
nes y los usos de plaza así lo exijan, así como imponer 
las condiciones y limitaciones que en cada caso juz- 
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gue oportunas. 

Las prohibiciones indicadas en el presente artícu- 
lo serán controladas por la Superintendencia de Ser- 
vicios Financieros del Banco Central del Uruguay.” 

Artículo 3%. - Derógase el inciso tercero del artícu- 
lo 39 de la Ley N* 17.703, de 27 de octubre de 2003.” 

Se resuelve: 

Invitar en forma conjunta a los señores Ministros 
de Economía y Finanzas y de Relaciones Exteriores, 
a fin de que, en un ámbito de intercambio de ideas, 
brinden opinión sobre la política cambiaria del país, 
se analice la situación internacional en materia eco- 
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nómica y se exponga sobre el proyecto de ley enviado 
por el Poder Ejecutivo por el que se introducen ajus- 
tes al nuevo sistema tributario. 

A la hora diez y cuarenta y cinco minutos se le- 
vanta la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que fir- 
man el señor Presidente y la señora Secretaria de la 
Comisión. 

Carlos Baráibar, Presidente; Dinorah Amato, 
Secretaria.” 
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Ley N* 16.713, de 3 de setiem- | Proyecto de ley del Poder | Proyecto de ley aprobado por la 
bre de 1995 Ejecutivo Cámara de Representantes 


Artículo 116. - (Tasas de 
Rentabilidad del Fondo de 
Ahorro Previsional). La tasa de 
rentabilidad nominal anual del 
Fondo de Ahorro Previsional, 
es el porcentaje de variación, 
durante los últimos doce me- 
ses del valor de la unidad re- 
ajustable, acumulada a la tasa 
de rentabilidad real de dicho 
Fondo. 


La tasa de rentabilidad real 
mensual del Fondo de Ahorro 
Previsional, es el porcentaje de 
variación mensual experimenta- 
do por el mismo, medido en uni- 
dades reajustables, excluyendo 
los ingresos por aportes y tras- 
pasos entre Administradoras, así 
como los traspasos desde y ha- 
cia el Fondo de Fluctuación de 
Rentabilidad y las deducciones 
mencionadas en el artículo 114 
de la presente ley. 


La tasa de rentabilidad real 
anual se calculará por la acu- 
mulación de las tasas de renta- 
bilidad reales mensuales. 


El cálculo de estas tasas y de 
todos los índices que de ellas se 
deriven se realizarán mensual- 
mente. 


Artículo 1”. - Modifícase el 
artículo 116 de la Ley N* 16.713, 
de 3 de setiembre de 1995, el 
que quedará redactado de la 
siguiente manera: 


“ARTÍCULO 116 (Tasas de 
Rentabilidad del Fondo de Aho- 
rro Previsional). - La tasa de 
rentabilidad nominal anual del 
Fondo de Ahorro Previsional es 
un tercio del porcentaje de va- 
riación durante los últimos 36 
(treinta y seis) meses del valor 
de la Unidad Reajustable, acu- 
mulada a la tasa de rentabilidad 
real de dicho Fondo. 


La tasa de rentabilidad real 
mensual del Fondo de Ahorro 
Previsional es el porcentaje de 
variación mensual experimen- 
tado por el mismo, medido en 
Unidades Reajustables, exclu- 
yendo los ingresos por aportes 
y traspasos entre Administrado- 
ras, así como los traspasos desde 
y hacia el Fondo de Fluctuación 
de Rentabilidad y las deduccio- 
nes mencionadas en el artículo 
114 de la presente ley. 


La tasa de rentabilidad real 
anual es un tercio de la acu- 
mulación de las tasas de renta- 
bilidad reales mensuales de los 
últimos 36 (treinta y seis) 
meses. 


El cálculo de estas tasas y de 
todos los índices que de ellas se 
deriven se realizarán mensual- 
mente”. 


Artículo 1”. - Modifícase el 
artículo 116 de la Ley N* 16.713, 
de 3 de setiembre de 1995, el 
que quedará redactado de la si- 
guiente manera: 


“ARTÍCULO 116. (Tasas de 
Rentabilidad del Fondo de Aho- 
rro Previsional). - La tasa de 
rentabilidad nominal anual del 
Fondo de Ahorro Previsional es 
un tercio del porcentaje de varia- 
ción durante los últimos treinta 
y seis meses del valor de la uni- 
dad reajustable, acumulada a la 
tasa de rentabilidad real de di- 
cho Fondo. 


La tasa de rentabilidad real 
mensual del Fondo de Ahorro 
Previsional es el porcentaje de 
variación mensual experimenta- 
do por el mismo, medido en uni- 
dades reajustables, excluyendo 
los ingresos por aportes y tras- 
pasos entre Administradoras, así 
como los traspasos desde y hacia 
el Fondo de Fluctuación de Ren- 
tabilidad y las deducciones men- 
cionadas en el artículo 114 de la 
presente ley. 


La tasa de rentabilidad real 
anual es un tercio de la acumu- 
lación de las tasas de rentabili- 
dad reales mensuales de los últi- 
mos treinta y seis meses. 


El cálculo de estas tasas y de 
todos los índices que de ellas se 
deriven se realizarán mensual- 
mente”. 
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Artículo 123. - (Inversiones 
permitidas). El Fondo de Aho- 
rro Previsional se invertirá de 
acuerdos con criterios de segu- 
ridad, rentabilidad, diversifica- 
ción, y compatibilidad de plazos, 
de acuerdo con sus finalidades 
y respetando los límites fijados 
por la presente ley y las normas 
reglamentarias. 


Las Administradoras podrán 
invertir los recursos del Fondo 
de Ahorro Previsional en: 


A) Valores emitidos por el 


Estado uruguayo, hasta el 60% 
(sesenta por ciento) del total del 
activo del Fondo de Ahorro Pre- 
visional. 


B) Valores emitidos por el 
Banco Hipotecario del Uruguay, 
hasta el 30% (treinta por cien- 


to). 


D) Valores emitidos por em- 
presas públicas o privadas uru- 
guayas que coticen en algún 
mercado formal, con autoriza- 
ción del Banco Central del Uru- 
guay, hasta el 25% (veinticinco 
por ciento). 
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Artículo 2”. - Modifícanse 
los artículos 123 y 124 de la Ley 
N?* 16.713, de 3 de setiembre de 
1995, los que quedarán redacta- 
dos de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 123 (Inversio- 
nes permitidas). - El Fondo de 
Ahorro Previsional se inverti- 
rá de acuerdo con criterios de 
seguridad, rentabilidad, diver- 
sificación y compatibilidad de 
plazos, de acuerdo con sus fina- 
lidades y respetando los límites 
fijados por la presente ley y las 
normas reglamentarias. 


Las Administradoras podrán 
invertir los recursos del Fondo 
de Ahorro Previsional en: 


A) Valores emitidos por el Es- 
tado uruguayo e instrumentos 
de regulación monetaria emi- 
tidos por el Banco Central del 
Uruguay, hasta el 75% (seten- 
ta y cinco por ciento) del activo 
del Fondo de Ahorro Previsional. 


B) Valores emitidos por em- 
presas públicas o privadas 
uruguayas; certificados de 
participación, títulos de deu- 
da o títulos mixtos de fideico- 
misos financieros uruguayos; 
y cuotapartes de fondos de in- 
versión uruguayos. En todos 
los casos se requerirá que coti- 
cen en algún mercado formal 
y que cuenten con autoriza- 
ción de la Superintendencia 
de Servicios Financieros del 
Banco Central del Uruguay. 
El máximo de inversión ad- 
mitido al amparo del presente 
literal será de 50% (cincuenta 
por ciento) del activo del Fon- 
do de Ahorro Previsional. 


13 de julio de 2010 


Artículo 2%. - Modifícanse 
los artículos 123 y 124 de la Ley 
N* 16.713, de 3 de setiembre de 
1995, los que quedarán redacta- 
dos de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 123. (Inversio- 
nes permitidas). - El Fondo de 
Ahorro Previsional se invertirá 
de acuerdo con criterios de segu- 
ridad, rentabilidad, diversifica- 
ción y compatibilidad de plazos, 
de acuerdo con sus finalidades y 
respetando los límites fijados por 
la presente ley y las normas re- 
glamentarias. 


Las Administradoras podrán 
invertir los recursos del Fondo 
de Ahorro Previsional en: 


A) Valores emitidos por el 
Estado uruguayo e instrumentos 
de regulación monetaria emi- 
tidos por el Banco Central del 
Uruguay, hasta el 75% (setenta 
y cinco por ciento) del activo del 
Fondo de Ahorro Previsional. 


B) Valores emitidos por em- 
presas públicas o privadas uru- 
guayas, certificados de partici- 
pación, títulos de deuda o títulos 
mixtos de fideicomisos financie- 
ros uruguayos; y cuotapartes de 
fondos de inversión uruguayos. 
En todos los casos se requerirá 
que coticen en algún mercado 
formal y que cuenten con auto- 
rización de La Superintenden- 
cia de Servicios Financieros del 
Banco Central del Uruguay. El 
máximo de inversión admitido al 
amparo del presente literal será 
de 50% (cincuenta por ciento) 
del activo del Fondo de Ahorro 
Previsional. 
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C) Depósitos a plazo en 
moneda nacional o extranje- 
ra que se realicen en las ins- 
tituciones de intermediación 
financiera instaladas en el 
país, autorizadas a captar de- 
pósitos, hasta el 30% (treinta 
por ciento). 


F) Colocaciones en institucio- 
nes públicas o privadas, garanti- 
zadas por las mismas, a efectos 
de que estas concedan préstamos 
personales a afiliados y benefi- 
ciarios del sistema de seguridad 
social, hasta dos años de plazo 
y tasa de interés no inferior a la 
evolución del Indice Medio de Sa- 
larios en los últimos doce meses, 
más cinco puntos porcentuales. 
El máximo del préstamo en estas 
condiciones no podrá superar los 
seis salarios de actividad o pasivi- 
dad. 
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C) Depósitos a plazo en mo- 
neda nacional o extranjera que 
se realicen en las instituciones de 
intermediación financiera instala- 
das en el país, autorizadas a captar 
depósitos, hasta el 30% (treinta 
por ciento) del activo del Fondo 
de Ahorro Previsional. 


D) Valores de renta fija emiti- 
dos por organismos internacio- 
nales de crédito o por gobier- 
nos extranjeros de muy alta 
calificación crediticia, con las 
limitaciones y condiciones que 
establezca la Superintenden- 
cia de Servicios Financieros 
del Banco Central del Uru- 
guay, hasta un 15% (quince 
por ciento) del activo del Fon- 
do de Ahorro Previsional. 


E) Instrumentos financie- 
ros emitidos por instituciones 
uruguayas o extranjeras que 
tengan por objeto la cobertura 
de riesgos financieros del Fon- 
do de Ahorro Previsional, con 
las limitaciones y condiciones 


que establezca la Superinten- 
dencia de Servicios Financie- 
ros del Banco Central del Uru- 
guay, hasta un 10% (diez por 
ciento) del activo del Fondo de 
Ahorro Previsional. 


F) Colocaciones en préstamos 
personales a afiliados y benefi- 
ciarios del sistema de seguridad 
social, hasta dos años de plazo 
y tasa de interés no inferior a la 
evolución del índice Medio de Sa- 
larios en los últimos doce meses, 
más cinco puntos porcentuales. 
El máximo del préstamo en estas 
condiciones no podrá superar los 
seis salarios de actividad o pasi- 
vidad. Tales préstamos serán 
concedidos a través de institu- 
ciones públicas o privadas que 
la Administradora seleccione 
a tal efecto, quienes deberán 
garantizar el cumplimiento de 
las obligaciones asumidas por 
los prestatarios. 
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C) Depósitos a plazo en mo- 
neda nacional o extranjera que 
se realicen en las instituciones 
de intermediación financiera 
instaladas en el país, autoriza- 
das a captar depósitos, hasta el 
30% (treinta por ciento) del ac- 
tivo del Fondo de Ahorro Previ- 
sional. 


D) Valores de renta fija emi- 
tidos por organismos internacio- 
nales de crédito o por gobiernos 
extranjeros de muy alta califica- 
ción crediticia, con las limitacio- 
nes y condiciones que establezca 
la Superintendencia de Servicios 
Financieros del Banco Central 
del Uruguay, hasta un 15% (quin- 
ce por ciento) del activo del Fon- 
do de Ahorro Previsional. 


E) Instrumentos financieros 
emitidos por instituciones uru- 
guayas que tengan por objeto la 
cobertura de riesgos financieros 
del Fondo de Ahorro Previsional, 
con las limitaciones y condiciones 
que establezca la Superintenden- 
cia de Servicios Financieros del 
Banco Central del Uruguay, hasta 
un 10% (diez por ciento) del acti- 
vo del Fondo de Ahorro Previsio- 
nal. 


F) Colocaciones en préstamos 
personales a afiliados y benefi- 
ciarios del sistema de seguridad 
social, hasta dos años de plazo 
y tasa de interés no inferior a la 
evolución del Índice Medio de Sa- 
larios en los últimos doce meses, 
más cinco puntos porcentuales. 
El máximo del préstamo en estas 
condiciones no podrá superar los 
seis salarios de actividad o pasivi- 
dad. Tales préstamos serán con- 
cedidos a través de instituciones 
públicas o privadas que la Admi- 
nistradora seleccione a tal efec- 
to, quienes deberán garantizar el 
cumplimiento de las obligaciones 
asumidas por los prestatarios. El 
importe a prestar no exederá del 
15% (quince por ciento) del activo 
del Fondo de Ahorro Previsional. 
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El importe a prestar no exce- 
derá del 15% (quince por cien- 
to) del activo del Fondo de Aho- 
rro Previsional. 


E) Valores representativos 
de inversiones inmobiliarias, 
industriales, forestales u otros 
sectores productivos garantiza- 
das por entidades financieras 
autorizadas a funcionar en el 
país, a través de la emisión de 
certificados de depósito, hasta el 
20% (veinte por ciento). 


Las inversiones mencionadas 
en el literal A) podrán alcanzar 
hasta el 100% (cien por ciento) 
en el primer año de vigencia del 
régimen de ahorro, reducién- 
dose entre cinco y diez puntos 
porcentuales por año, hasta lle- 
gar al 60% (sesenta por ciento) 
mencionado. 


La suma de las inversiones 
mencionadas en los literales B), 
C), D), E), y F) no podrá exceder 
el 20% (veinte por ciento) del va- 
lor del Fondo de Ahorro Previsio- 
nal en el primer año, incremen- 
tándose entre cinco y diez puntos 
porcentuales anuales, hasta un 
máximo del 70% (setenta por 


ciento). 


La suma de las inversiones 
mencionadas en los literales D), 
E) y F no podrá exceder del 30% 
(treinta por ciento) del valor del 
Fondo de Ahorro Previsional. 
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El importe a prestar no exce- 
derá del 15% (quince por cien- 
to) del activo del Fondo de Aho- 
rro Previsional. 


Las inversiones menciona- 
das en el literal A) podrán al- 
canzar el 90% en el año 2010, 
85% a partir del 1” de enero 
de 2011, y luego se reducirán 
2,5 puntos porcentuales a 
partir del 1” de enero de cada 
año, hasta alcanzar el tope 
establecido. 


La suma de las inversiones 
mencionadas en el conjunto 
de los literales del presente 
artículo que estén denomi- 
nadas en moneda extranjera 
no podrá exceder del 35% del 
activo del Fondo de Ahorro Pre- 
visional. 


El control de cumplimien- 
to será realizado por la Su- 
perintendencia de Servicios 
Financieros del Banco Cen- 
tral del Uruguay quien podrá 
establecer criterios de diver- 
sificación al interior de cada 
uno de los literales con el fin 
establecido en el inciso prime- 
ro de este articulo”. 
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Las inversiones menciona- 
das en el literal A) podrán al- 
canzar el 90% (noventa por 
ciento) en el año 2010, 85% 
(ochenta y cinco por cien- 
to) a partir del 1” de enero de 
2011, y luego se reducirán 2,5 
puntos porcentuales a partir 
del 1% de enero de cada año, 
hasta alcanzar el tope estable- 
cido. 


La suma de las inversiones 
mencionadas en el conjunto de 
los literales del presente artículo 
que estén denominadas en mo- 
neda extranjera no podrá exce- 
der del 35% (treinta y cinco 
por ciento) del activo del Fon- 
do de Ahorro Previsional. 


El control de cumplimiento 
será realizado por la Superin- 
tendencia de Servicios Finan- 
cieros del Banco Central del 
Uruguay quien podrá establecer 
límites adicionales o criterios 
de diversificación al interior de 
cada uno de los literales con el 
fin establecido en el inciso pri- 
mero de este artículo”. 
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Artículo 124. - (Prohibicio- 
nes). El Fondo de Ahorro Previsio- 
nal no podrá ser invertido en los 
siguientes valores: 


A) Valores emitidos por otras 
Administradoras que se creen de 
acuerdo con la presente ley. 


B) Valores emitidos por em- 
presas aseguradoras. 


C) Valores emitidos por socie- 
dades constituidas en el extranje- 
ro, con excepción de las empresas 
de intermediación financiera au- 
torizadas a girar en el país. 


D) Valores emitidos por las so- 
ciedades financieras de inversión. 


E) Valores emitidos por em- 
presas vinculadas a la respectiva 
Administradora, ya sea directa- 
mente o por su integración a un 
conjunto económico; 


F) Acciones escriturales, pre- 
feridas y de goce definidas por la 
Ley N* 16.060, de 4 de setiembre 
de 1989. 


En ningún caso las Adminis- 
tradoras podrán realizar opera- 
ciones de caución ni operaciones 
financieras que requieran consti- 
tución de prendas o garantías so- 
bre el activo del Fondo de Ahorro 
Previsional. 
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“ARTÍCULO 124 (Prohibicio- 
nes). - El Fondo de Ahorro Pre- 
visional no podrá ser invertido en 
los siguientes valores: 


A) Valores emitidos por otras 
Administradoras que se creen de 
acuerdo con la presente ley. 


B) Valores emitidos por em- 
presas aseguradoras. 


C) Valores emitidos por socie- 
dades constituidas en el extranje- 
ro con excepción de las empresas 
de intermediación financiera au- 
torizadas a girar en el país y las 
instituciones mencionadas en 
los literales D) y E) del artícu- 
lo 123 de la presente ley. 


D) Valores emitidos por las so- 
ciedades financieras de inversión. 


E) Valores emitidos por em- 
presas vinculadas a la respectiva 
Administradora, ya sea directa- 
mente o por su integración a un 
conjunto económico. 


En ningún caso las Adminis- 
tradoras podrán realizar opera- 
ciones de caución ni operacio- 
nes financieras que requieran la 
constitución de prendas u otro 
tipo de garantías sobre el activo 
del Fondo Previsional, excepto 
cuando se trate de las opera- 
ciones a que refiere el literal 
E) del artículo 123 preceden- 
te. En estos casos, la Superin- 
tendencia de Servicios Finan- 
cieros del Banco Central del 
Uruguay podrá autorizar su 
constitución cuando la natu- 
raleza de las operaciones y los 
usos de plaza así lo exijan, así 
como imponer las condiciones 
y limitaciones que en cada 
caso juzgue oportunas. 
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“ARTÍCULO 124. (Prohibicio- 
nes). - El Fondo de Ahorro Previ- 
sional no podrá ser invertido en 
los siguientes valores: 


A) Valores emitidos por otras 
Administradoras que se creen de 
acuerdo con la presente ley. 


B) Valores emitidos por em- 
presas aseguradoras. 


C) Valores emitidos por so- 
ciedades constituidas en el ex- 
tranjero con excepción de las 
empresas de intermediación fi- 
nanciera autorizadas a girar en 
el país y las instituciones mencio- 
nadas en el literal D) del artículo 
123 de la presente ley. 


D) Valores emitidos por las so- 
ciedades financieras de inversión. 


E) Valores emitidos por em- 
presas vinculadas a la respectiva 
Administradora, ya sea directa- 
mente o por su integración a un 
conjunto económico. 


En ningún caso las Adminis- 
tradoras podrán realizar opera- 
ciones de caución ni operaciones 
financieras que requieran la cons- 
titución de prendas u otro tipo de 
garantías sobre el activo del Fon- 
do Previsional, excepto cuando 
se trate de las operaciones a que 
refiere el literal E) del artículo 
123 precedente. En estos casos, 
la Superintendencia de Servicios 
Financieros del Banco Central del 
Uruguay podrá autorizar su cons- 
titución cuando la naturaleza de 
las operaciones y los usos de plaza 
así lo exijan, así como imponer las 
condiciones y limitaciones que en 
cada caso juzgue oportunas. 


216-C.S. 


Una vez reglamentadas por 
el Poder Ejecutivo, las prohibi- 
ciones indicadas en el presente 
artículo serán controladas por el 
Banco Central del Uruguay. 
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Las prohibiciones indicadas 
en el presente artículo serán con- 
troladas por la Superintenden- 
cia de Servicios Financieros 
del Banco Central del Uruguay”. 


Artículo 3%. - Incorpórase al 
Capítulo X del Título VIII de la 
Ley N* 16.713, de 3 de setiembre 
de 1995, el siguiente artículo: 


“ARTÍCULO 142 A (Desa- 
filiaciones y anulaciones de 
afiliación). - En todo caso de 
anulación de una afiliación o 
de desafiliación de un afiliado 
activo al régimen de ahorro 
previsional, que proceda por 
causa de error, dolo o fraude 
u otras definidas por la ley, el 
saldo de su cuenta exceptuan- 
do los aportes voluntarios se 
verterá al Banco de Previsión 
Social o al Instituto Previ- 
sional que corresponda y se 
imputará a los aportes per- 
sonales generados durante el 
respectivo período por el régi- 
men de solidaridad intergene- 
racional. La cuenta personal 
respectiva deberá ser cerrada 
con saldo nulo una vez com- 
pletado el proceso de desafi- 
liación o anulación. 


Cuando por cualquier cir- 
cunstancia no se hubiere pro- 
cedido de acuerdo a lo esti- 
pulado en el inciso anterior, 
la Superintendencia de Ser- 
vicios Financieros del Banco 
Central del Uruguay estable- 
cerá los mecanismos que ase- 
guren que tales cuentas sean 
cerradas con saldo nulo una 
vez completado el proceso de 
desafiliación o anulación”. 
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Las prohibiciones indicadas 
en el presente artículo serán 
controladas por la Superinten- 
dencia de Servicios Financieros 
del Banco Central del Uruguay”. 


Se elimina 
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Artículo 3%. - (Habilitación 
de inversiones). - Cuando el fi- 
deicomiso tenga por fin la rea- 
lización de una obra pública 
municipal, las  Intendencias 


Municipales podrán constituirlo 
mediante la cesión de derechos 
de créditos de tributos departa- 
mentales, dándose cuenta a la 
Junta Departamental. 


La Caja Notarial de Jubila- 
ciones y Pensiones, la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de los 
Profesionales Universitarios, la 
Caja de Jubilaciones y Pensiones 
Bancarias y las Administradoras 
de Fondos de Ahorro Previsio- 
nal podrán invertir en fideico- 
misos, siempre que su objeto 
refiera a actividades desarrolla- 
das, bienes situados o derechos 
utilizados económicamente en 
la República, así como créditos 
originados en exportaciones rea- 
lizadas desde el Uruguay. 


Las Administradoras de 
Fondos de Ahorro Previsional 
podrán instrumentar a través 
de fideicomisos las inversiones 
previstas en el literal E) del ar- 
tículo 123 de la Ley N* 16.713, 
de 3 de setiembre de 1995, y las 
que realicen en fideicomisos fi- 
nancieros se considerarán en el 
literal D) de dicha norma. 
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Artículo 4”. - Derógase el 
inciso 3% del artículo 3% de la 
Ley N* 17.703, de 27 de octubre 
de 2003. 
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Artículo 3. - Derógase el 
inciso tercero del artículo 3% de 
la Ley N* 17.703, de 27 de octu- 
bre de 2003.” 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Tajam. 


SEÑOR TAJAM.- Señor Presidente: quisiera men- 
cionar brevemente la fundamentación que hemos 
diseñado. Este proyecto de ley introduce modificacio- 
nes a la Ley N* 16.713 y fue aprobado en general por 
unanimidad de presentes en la Comisión de Hacien- 
da, que no realizó cambios al proyecto remitido por la 
Cámara de Representantes. Cabe destacar que a esta 
Comisión concurrieron representantes y autoridades 
del Ministerio de Economía y Finanzas, del Banco 
Central, del Banco de Seguros del Estado, de la Coor- 
dinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, de 
las Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional 
y de la Asociación Uruguaya de Empresas Asegura- 
doras. 


En 1995, la Ley N* 16.713 reformó el sistema de 
seguridad social, instaurando un sistema mixto que 
combina el régimen de reparto con el de capitaliza- 
ción individual. A este segundo pilar se refieren las 
modificaciones que propone el proyecto de ley que 
hoy está en discusión en el Senado. El fundamento 
principal para estas modificaciones reside en la con- 
vergencia de tres necesidades. En primer lugar, está 
la diversificación de los destinos del Fondo de Ahorro 
Previsional, hoy concentrado en casi un 90% en valo- 
res públicos del Tesoro Nacional y del Banco Central. 
Esto da lugar a un sesgo especulativo, que aleja la 
principal fuente de ahorro previsional a largo plazo 
de la posibilidad de inversiones en el sector real de 
la economía, mientras se constituye en un costo im- 
portante para las finanzas públicas, que se suma a las 
transferencias que el Gobierno Central realiza a todo 
el sistema de seguridad social a través del Presupues- 
to. El Inciso 22 constituye la principal erogación de 
los gastos de funcionamiento en el Balance de Ejecu- 
ción Presupuestal de 2009, que pronto discutiremos 
en este ámbito. 


En diciembre de 1998 este Fondo reunía 
US$ 375:000.000, mientras que los depósitos ban- 
carios ascendían a US$ 11.062:000.000, el 60% de 
los cuales eran depósitos a plazo. A mayo de 2010 la 
realidad del sistema financiero era muy diferente, ya 
que el Fondo de Ahorro Previsional había acumula- 
do US$ 5.866:000.000, superando ampliamente los 
depósitos a plazo -la otra fuente de posibles inversio- 
nes-, que solo alcanzaban los US$ 3.241:000.000, es 
decir, un 19% del total de los depósitos del sistema. 
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En segundo término, estas modificaciones in- 
tentan permitir el financiamiento de importantes 
inversiones, por ejemplo, para la provisión de ener- 
gía, obras de infraestructura, transporte, comunica- 
ciones, vivienda, etcétera, imprescindibles luego del 
inédito período de crecimiento económico que pre- 
siona hoy sobre estos aspectos como apoyatura para 
su continuidad. 


En buena medida, la motivación para este proyec- 
to de ley tiene que ver con el portafolio de las AFAP y 
por ello pretende adecuar la normativa vigente a una 
nueva realidad; el Gobierno se propone dar un fuerte 
impulso a las inversiones mencionadas y se trata de 
que estas Administradoras puedan participar más ac- 
tivamente. 


En tercer lugar, también se pretende disminuir el 
endeudamiento público, en particular como propor- 
ción del Producto Bruto Interno. Los primeros linea- 
mientos presupuestales para el período 2009-2014 
proponen una importante disminución de esa rela- 
ción. Por su parte, el incremento excepcional del em- 
pleo y la disminución de la informalidad aumentaron 
recientemente el Fondo de Ahorro Previsional, que 
alcanzó niveles cercanos al 17% del Producto Bru- 
to Interno, con incrementos anuales que rondan los 
US$ 600:000.000 o US$ 700:000.000. El Presiden- 
te del Banco Central del Uruguay, economista Mario 
Bergara, expresó en nuestra Comisión de Hacienda 
que los montos en que crece este Fondo anualmente 
no se condicen con la necesidad de financiamiento 
neto que tiene el Estado año tras año en situaciones 
normales. Agregó que el hecho de mantener una pro- 
porción tan alta de títulos públicos en un Fondo que 
ya tiene una dimensión muy grande y que crece rápi- 
damente hace que ese incremento difícilmente pue- 
da ser acompañado por la emisión de títulos netos del 
sector público. En 1999, el Fondo de Ahorro Previsio- 
nal invertido en valores públicos representaba apenas 
el 3,9% de la deuda pública global y el 7% de la deuda 
en valores públicos. En 2004 esos porcentajes habían 
aumentado al 8% y 14% respectivamente, mientras 
que en 2009 alcanzaron el 13% y 18%. En conclu- 
sión, la participación del Fondo de Ahorro Previsional 
invertido en valores públicos, en deuda pública, se 
duplica cada cinco años. Esta situación no es conci- 
liable con el objetivo de reducir los niveles de deuda 
pública como proporción del Producto Bruto Interno. 


En función de estas consideraciones, este pro- 
yecto de ley propone introducir modificaciones al 
Capítulo IV del Título VIII de la Ley N* 16.713, en 
particular a los artículos 123, “Inversiones permiti- 
das”, y 124, “Prohibiciones”. También propone cam- 
bios al artículo 116, “Tasas de rentabilidad del Fon- 
do de Ahorro Previsional”, y al artículo 3% de la Ley 
N* 17.703, “Habilitación de inversiones”, que norma 
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el fideicomiso. 


En lo que respecta al artículo 123, que establece 
los topes de inversión por instrumentos, se recom- 
ponen los literales de tal forma que se agrupan en 
un nuevo literal A) los valores emitidos por el Estado 
uruguayo y los instrumentos de regulación monetaria 
emitidos por el Banco Central del Uruguay -que son 
los actuales literales A) y B)-, mientras que en un 
nuevo literal B) se agrupan los valores emitidos por 
empresas uruguayas públicas o privadas- actuales li- 
terales D) y E)-, agregándose los títulos de fideicomi- 
sos financieros y cuotapartes de fondos de inversión 
uruguayos. El tope del nuevo literal A) propuesto se 
ubica en hasta un 90% del Fondo para el año 2010, 
para converger gradualmente al 75% en 2015, de for- 
ma de liberar fondos invertidos en el Estado para am- 
pliar la posibilidad de invertirlos en el nuevo literal 
B) -inversiones en el sector real de la economía-, que 
aumenta su tope al 50%. 


La restante nueva incorporación se da en el lite- 
ral H) -advertimos que no figura en el comparativo 
distribuido-, que ahora es el literal D), que contenía 
la posibilidad de invertir en valores de renta fija emi- 
tidos por organismos internacionales de crédito por 
hasta un 15% del Fondo. Ahora se integra una nueva 
posibilidad, que es la inversión en valores de renta fija 
emitidos por gobiernos extranjeros de muy alta califi- 
cación crediticia, manteniéndose el máximo del 15%. 


Junto con estos cambios se introduce una limitan- 
te adicional para el conjunto de las inversiones conte- 
nidas en todos los literales, que refiere a un máximo 
de 35% para las que están nominadas en moneda ex- 
tranjera, a los efectos de que el Fondo no asuma un 
excesivo riesgo cambiario. Al respecto, el Ministro de 
Economía y Finanzas, Economista Fernando Loren- 
zo, fue muy claro cuando nos expresó que este límite 
“constituye una limitación efectiva para el desarrollo 
del producto, va a implicar diseños de productos de 
mucha mejor calidad y mucha mejor adecuación a los 
riesgos internos. Me temo que todos los proyectos de 
infraestructura que se van a desarrollar en el país, si 
tratan de financiarse en moneda extranjera y prestan 
servicio en moneda nacional, van a tener un descalce 
formidable y ese es un riesgo que no podemos permi- 
tir... No quiero ese riesgo transferido a riesgos fisca- 
les potenciales”. Sin duda, fue muy claro sobre este 
punto el señor Ministro. 


Señor Presidente: en los restantes literales no hay 
cambios importantes. El literal C) mantiene la habili- 
tación para invertir hasta un 30% del Fondo en depó- 
sitos a plazo; el actual literal G) -que tampoco figura 
en el comparativo que se distribuyó-, ahora literal 
E), mantiene la posibilidad de invertir hasta un 10% 
del Fondo en instrumentos financieros que tengan 
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por objeto la cobertura de riesgo financiero de dicho 
Fondo sobre tasa de interés, moneda, etcétera, con 
cambios en el texto que simplemente se han hecho 
para darle una mayor precisión; y el literal F), con 
una redacción más clara, también mantiene la posi- 
bilidad de invertir hasta un 15% del Fondo de Ahorro 
Previsional en préstamos personales a afiliados y be- 
neficiarios del sistema de seguridad social. 


Con respecto a los cambios al artículo 124 de la 
Ley N* 16.713, referido a las prohibiciones, solamen- 
te se agregan ajustes para asegurar la consistencia 
con los cambios introducidos en los literales D) y E) 
y con la nueva Ley de Mercado de Valores en caso 
de levantamiento de la prohibición de inversiones en 
acciones definidas por la Ley N” 16.060. 


A su vez, el artículo 3” de este proyecto de ley 
deroga el inciso tercero del artículo 3% de la Ley 
N* 17.703, de 2003, sobre normas de fideicomiso. Di- 
cho inciso habilitaba a las AFAP a usar el instrumento 
del fideicomiso para efectuar las inversiones previstas 
en los actuales literales D) y E), o sea, en valores emi- 
tidos por empresas. Ahora, el instrumento del fideico- 
miso está explícitamente incluido en el literal B) que, 
justamente, agrupa a aquellos literales a los que hace 
referencia el inciso que se propone eliminar. 


Finalmente, el artículo 1% de esta iniciativa, que 
modifica el artículo 116 de la Ley, sugiere modificar 
la fórmula de cálculo de la tasa de rentabilidad del 
Fondo. Los recientes acontecimientos financieros 
a escala global introdujeron una alta volatilidad en 
el cálculo de la tasa de rentabilidad anual, que está 
sometida a cumplir con los mínimos establecidos en 
el siguiente artículo 117. Actualmente, dicha tasa se 
define como una tasa promedio de los últimos doce 
meses, y ahora se propone llevar ese cálculo al pro- 
medio de los últimos treinta y seis meses. Este plan- 
teo de alargar el período de cálculo de uno a tres años 
se aproxima al concepto de rentabilidad a largo plazo 
que evitaría eventuales capitalizaciones obligatorias 
para complementar la evolución del Fondo de Ahorro 
Previsional en caso de desvío importante en el corto 
plazo respecto al promedio. 


Por último, señor Presidente, quisiera realizar al- 
guna consideración sobre la intervención del Banco 
Central del Uruguay, esencial controlador del fun- 
cionamiento del sistema y, en particular, respecto a 
eventuales tomas exageradas de riesgo por parte de 
quienes lo administran. Dichos controles van a estar 
específicamente centrados en la Superintendencia 
de Servicios Financieros que, a través del artículo 2% 
de este proyecto, es autorizada a establecer límites 
adicionales o criterios de diversificación respecto de 
cada uno de los literales con el fin de evitar la con- 
centración de los riesgos en algún emisor o conjunto 
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económico, sin afectar, por supuesto, los máximos 
que se están fijando para las posibilidades de inver- 
sión, contemplados en todos los literales del artículo 
123. La filosofía de este punto no consiste en soli- 
citar una amplia discrecionalidad, sino en tener he- 
rramientas para actuar en circunstancias especiales, 
tal como declararon las autoridades del propio Ban- 
co Central del Uruguay. Señalaron que, por ejemplo, 
cuando haya problemas en algún país -que era triple 
A y pasó a ser A, como en el caso de los valores- y 
puedan existir riesgos de pérdida de capital, la Super- 
intendencia podrá reaccionar de manera más rápida, 
promoviendo una limitación a ciertas circunstancias 
cuando se dan coyunturas especiales. 


Por los motivos expuestos, señor Presidente, soli- 
citamos que este proyecto de ley remitido por la Cá- 
mara de Representantes sea aprobado en el Senado. 


SEÑOR ABREU.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: en la Comi- 
sión de Hacienda recibimos la visita de las autori- 
dades económicas y de distintos actores vinculados 
directa o indirectamente al tema, con visiones di- 
ferente sobre estos aspectos e, incluso, con alguna 
preocupación adicional, por ejemplo, de parte de las 
empresas aseguradoras, que procuraban una deter- 
minada garantía para evitar el descalce que se po- 
dría producir de acuerdo a los montos y límites es- 
tablecidos. Vale recordar que no solo concurrieron 
las aseguradoras privadas, sino también el Banco de 
Seguros del Estado, que es el actor principal, y que 
hablamos de cifras bastante importantes, próximas a 
los US$ 280:000.000, relativas a las previsiones en 
materia de seguridad por parte de estas empresas. La 
respuesta dada por el Poder Ejecutivo fue que enten- 
día la preocupación de este sector y que iba a tomar 
a su cargo un ajuste o una corrección -a través de un 
proyecto de ley o por medio del Banco Central del 
Uruguay-, de forma de atender la inquietud ante un 
posible descalce que se produjera con las unidades 
indexadas en función de su inserción en el mercado. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra para una mo- 
ción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: anteriormen- 
te votamos la prórroga de la hora de finalización de la 
sesión hasta terminar con el tratamiento del tema re- 
lativo al Sistema Penitenciario Nacional. Ahora bien, 
creo que sería bueno hacer lo propio hasta agotar la 
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discusión del asunto relativo a las AFAB que es muy 
importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
presentada por el señor Senador Heber, en el sentido 
de prorrogar el término de la sesión hasta finalizar 
con el proyecto en consideración. 


(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Puede continuar el señor Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: en la Comi- 
sión recibimos a distintos actores y allí, como bien 
expresó el Miembro Informante, participaron los re- 
presentantes de los jubilados y pensionistas, quienes 
-debo expresarlo con total franqueza- manifestaron 
una agresividad excesiva respecto del proyecto de ley 
y, en particular, del Poder Ejecutivo, lo que en su mo- 
mento fue respondido por el señor Senador Rubio. 
Plantearon una línea muy radical en defensa del sis- 
tema de la universalidad, pero sobre todo en defensa 
del sistema del Banco de Previsión Social, basado en 
el concepto de la solidaridad, distinto al de las AFAP 
y propusieron concretamente la derogación de todo 
el régimen de las Administradoras de Fondos por ser 
contrarias a los derechos humanos -repito textual- 
mente-, acusando al Gobierno y al Poder Ejecutivo 
de violar sus derechos al impulsar este tipo de ini- 
ciativas. En tal sentido, hago mías las palabras y res- 
puestas que formuló el señor senador Rubio en esa 
oportunidad, porque la verdad es que me parecieron 
excesivas, no solo las manifestaciones, sino también 
los insultos que después pronunciaron en el corredor 
los representantes de esta institución en relación con 
el Poder Ejecutivo. 


De esta forma se demuestra, entre otras cosas, 
cómo se orientan los tiempos y qué dificultades exis- 
ten para administrar algunas iniciativas que fueron 
de gran importancia en tiempos diferentes, en épocas 
en que la economía no crecía en los índices actuales 
y, sobre todo, en momentos en que la seguridad social 
tenía una realidad muy fuerte y difícil de administrar, 
todo lo que motivó este régimen mixto que ahora está 
funcionando y una gran discusión de carácter políti- 
co-filosófico entre el régimen de reparto y solidaridad 
y el de ahorro y cuentas individuales. Como en todas 
las cosas de este país, a veces la radicalización de los 
argumentos lleva a posicionamientos muy fuertes y, 
obviamente, a crear las condiciones para que se pro- 
duzca una división de carácter político y haya votacio- 
nes distintas. Obviamente, la fuerza política que hoy 
gobierna el Uruguay mantuvo el proyecto de las AFAB 
aun cuando votó negativamente por los fundamentos 
que lógica y legítimamente desarrolló. 
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Quiero formular estas expresiones porque 
creo que también vienen en auxilio de algunos 
de los grandes temas que siempre hemos venido 
discutiendo. Me refiero a que, a veces, lo importante 
es tratar de rescatar en la proyección de los años y 
de los tiempos muchas ideas que después empiezan 
a madurar, inclusive, en los entendimientos políticos 
que superan esas divisiones que tanto nos marcaron 
en estos temas como en tantos otros que podemos 
señalar. La posición del Poder Ejecutivo, las 
explicaciones que se dieron y la propia visión de la 
mayoría, de alguna forma actúan como una especie 
de reivindicación de muchos temas -más allá de que 
las circunstancias son diferentes- en función de lo 
que veíamos hace varios años como la necesidad de 
incorporar al sistema de reparto o de solidaridad 
uno que pudiera tener esta clase de funcionamiento, 
sin que esto significara los augurios que en aquella 
oportunidad se habían manifestado sobre el destino 
de la iniciativa que se estaba aprobando, si no me 
equivoco, por la década del 90. 


Por estos motivos, señor Presidente, acompaña- 
mos este proyecto de ley, pero antes nos gustaría plan- 
tear algunas salvedades o reflexiones con respecto a 
cuatro temas a los que quisiéramos hacer mención. 


En primer lugar, deseamos hacer alguna referen- 
cia al artículo 1”, relativo a la rentabilidad, al que 
aludía el Miembro Informante en la última parte de 
su exposición. Me refiero a cuál es el criterio que se 
exige y por qué se ha modificado. Incluso, hay algu- 
nos elementos que podríamos agregar para mejorar lo 
que no se ha podido incorporar en el proyecto de ley. 


En segundo término, queremos remitirnos al lí- 
mite de las inversiones, es decir, a restringir las in- 
versiones en el sector público respecto del funciona- 
miento actual, analizando cuál es su tendencia y la 
relación en el mercado respecto de la demanda y la 
oferta de recursos en lo que significa el juego de los 
requerimientos, de las inversiones y de la actividad de 
carácter privado. 


En tercer lugar, nos gustaría aludir a la limitación 
con respecto a las inversiones extranjeras. Estamos 
hablando de la posibilidad de realizar operaciones ex- 
tranjeras con cobertura; esto estuvo en el proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo, fue modificado en la Cámara 
de Representantes y quedó consagrado ahora en la 
iniciativa. 


En cuarto término, deseamos referirnos al nuevo 
tope del 35% que se maneja en materia de moneda ex- 
tranjera, cuál es su alcance y qué clase de reflexiones 
y salvedades nos merece, sin perjuicio de que vamos a 
acompañar en general el proyecto de ley, porque cree- 
mos que representa la continuidad de un sistema y de 
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una idea en materia de previsión social que ha teni- 
do resultados muy importantes. Con mucha razón, el 
señor miembro informante decía que hoy los fondos 
de las AFAP oscilan entre US$ 5.800:000.000 y US$ 
6.000:000.000. Diríamos que esta cifra está cerca del 
monto de exportaciones de bienes del país, que debe 
rondar los US$ 7.000:000.000 u US$ 8.000:000.000, 
más los servicios. Hay que advertir que estamos ha- 
blando de US$ 6.000:000.000, que es una cifra muy 
importante, pero también es relevante hacer hincapié 
en que esto no es propiedad del Estado, sino de los 
trabajadores, de todos los que han aportado durante 
tantos años en su cuenta individual para buscar, a 
través de un sistema de previsión social, la dignidad 
que les permita, en épocas en que se retiren, vivir 
de acuerdo con el esfuerzo que han hecho durante 
tantos años. Resulta obvio que también existen dis- 
crepancias y diferencias en estos temas, sobre todo 
porque el otro régimen de previsión social -que al 
principio de esta ley se auguraba iba a colapsar, pero 
ello no ha sucedido- plantea, a veces, un régimen dis- 
tinto que además se aplica en franjas etarias diferen- 
tes, obviamente, porque hay otras generaciones que 
se van incorporando con otro régimen. 


Tal como señaló el señor Ministro de Economía y 
Finanzas con respecto al tema de la variabilidad com- 
prendido en el artículo 1%, dicha disposición persigue 
el objetivo de cambiar el horizonte de cálculo de la 
rentabilidad del sistema. Se pasa de una base de cál- 
culo de doce meses a treinta y seis, es decir, de un 
año a tres, con el objetivo de quitarle volatilidad a la 
tasa de rentabilidad en los períodos de turbulencia 
como los verificados -como todos sabemos- en el año 
2002 y recientemente, con menor fuerza e intensi- 
dad, en el último semestre del año 2008. Este cambio 
provoca que las AFAP no deban seguir tan de cerca 
los pasos de la AFAP más grande. Como todos saben, 
la Administradora de Fondos más grande es Repúbli- 
ca AFAB que lleva aproximadamente el 50% de todos 
los ahorros en este sentido. Esto reduciría, en base 
a argumentos que podríamos compartir, el llamado 
“efecto manada” entre las Administradoras, a efec- 
tos de evitar los problemas de la rentabilidad míni- 
ma. Recordemos que si una AFAP rinde por debajo 
de la rentabilidad mínima -se calcula el menor valor 
entre 2% en UR y el promedio del sistema menos 2 
puntos porcentuales-, deberá exigir a sus accionistas 
que integren el capital adicional suficiente, a efectos 
de cumplir con la rentabilidad mínima que el siste- 
ma establece. En cierta manera esto opera como un 
freno del sistema a separarse demasiado de la estra- 
tegia de la AFAP más grande ya que, si una de las 
más pequeñas se separa y la jugada le sale mal, corre 
grandes riesgos de tener que integrar capital a efec- 
tos de cumplir con la rentabilidad mínima. Esto es 
algo compartible de los tres a los doce años. A este 
respecto se han hecho algunas críticas, en particular, 
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por parte del ex Senador Alfie quien, con la agudeza 
que lo caracteriza, ha realizado publicaciones en las 
que señala que este artículo modifica el rendimiento 
anual del Fondo y que, más allá de que pretenda li- 
mar oscilaciones bruscas, la definición es incorrecta 
por donde se la mire. En particular entiende que la 
fórmula de cálculo sobreestima el rendimiento real, 
y pone uno de los ejemplos característicos que él 
planteaba, con esa habilidad especial que tiene para 
manejar la máquina de calcular, que no tenemos no- 
sotros, los abogados. Inclusive, él dice que hoy existe 
una norma con diez años de vigencia que obliga a 
informar el rendimiento de los últimos cinco años, 
como forma de que el trabajador tenga una perspecti- 
va más precisa y estable del retorno a largo plazo. En 
tal sentido, señala que se podría emitir otro decreto 
que incorporara el indicador de estos tres años, sin 
necesidad de establecerlo por la vía legislativa. 


De todos modos, estas son observaciones y 
comentarios que no constituyen el núcleo más 
importante de las apreciaciones que debemos 
hacer para la historia fidedigna de la sanción del 
proyecto de ley, que está vinculado a otro tema al 
que me quiero referir. Este cambio en el horizonte 
de cálculo de la rentabilidad promedio del sistema 
también favorece al afiliado, ya que si una AFAP 
hace una movida y le sale mal, con el mayor grado 
de holgura del nuevo horizonte, tendrá la posibilidad 
de administrar esa pérdida, guardando hasta 
recuperar ese valor, para recién entonces venderlo 
hasta su vencimiento. Es verdad -y, en cierto 
modo se puede afirmar- que desalentar el “efecto 
manada” favorece a los afiliados, ya que promueve la 
búsqueda de estrategias eficientes y diferenciadoras 
de inversión para sacar ventaja, lo que redunda en 
una mayor rentabilidad del sistema. Precisamente, 
la rentabilidad es la gran reivindicación que tiene 
el sistema cuando ingresa en la organización de la 
seguridad social, porque le permite también cumplir 
con los objetivos, es decir, devolver a quien ha hecho 
los ahorros adecuados durante todo ese tiempo, algo 
equivalente. 


Sin embargo, es muy importante la siguiente re- 
flexión: si bien este cambio ayuda a que las carteras se 
manejen más eficientemente - lo que redunda en una 
mayor rentabilidad-, no promueve ningún beneficio 
para aquellas personas que en momentos de turbu- 
lencia tienden a jubilarse. Al respecto, hay esquemas 
como los de los multifondos que colaboran para evitar 
que los afiliados próximos al retiro deban asumir el 
mismo riesgo que una persona que recién se inicia en 
la vida laboral. Este es uno de los argumentos que se 
han utilizado reiteradamente, dado que en algún mo- 
mento las turbulencias o las crisis que se producen 
pueden afectar en forma diferente a aquel que se va 
a jubilar y al que recién empieza a aportar. Incluso, 
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podría haber hasta una diferencia de rentabilidad o 
de jubilación o pensión, con la que podría surgir del 
otro régimen de previsión social o de solidaridad. La 
idea que existía detrás de la creación de los multi- 
fondos en la región, era la de proporcionar carteras 
a los afiliados, de acuerdo con el perfil de riesgo que 
quieran asumir. En el caso de las personas próximas a 
jubilarse, automáticamente se transfieren sus fondos 
a la cartera más conservadora, a efectos de evitar una 
mayor volatilidad y, por consiguiente, el riesgo que 
tienen asociados los demás portafolios. En definitiva, 
se trata de un seguro o contraseguro que juega en el 
ámbito de las distintas AFAP y que va a proteger al 
que tiene la situación más frágil en el momento en 
que configura la causal para poder jubilarse. 


Pero en el caso del Uruguay -y ahí está el 
tema- no existe un mercado de renta variable e in- 
cluso está prohibida la inversión en renta variable 
del exterior. Por tanto, no sería viable la creación de 
fondos con grados bien diferenciados; solamente se 
podrían armar fondos que tuvieran mayor o menor 
duración en renta fija y, de ese modo, diferenciar 
levemente -porque no habría una diferencia marca- 
da- los retornos esperados de cada uno de ellos en 
función de los plazos. En principio, parecería que 
tendría poco sentido hacer una diferenciación así, 
pero la misma gana relevancia cuando analizamos 
la situación del afiliado próximo a jubilarse en una 
coyuntura como la que referíamos de los años 2002 
ó 2008. Si bien es cierto que el sistema se encuentra 
en una fase de acumulación -como se ha demostra- 
do-, siempre hay personas que se jubilan anualmen- 
te y sería necesario protegerlas de situaciones como 
las vividas en esos años. 


Este es el primer tema al que me quería referir, 
sobre todo por la necesidad de buscar, por el régimen 
de los multifondos, una manera de ir previendo de- 
terminadas circunstancias que pueden afectar pun- 
tualmente a quien se encuentra en el momento de su 
retiro o jubilación. 


En cuanto al artículo 2%, de acuerdo con las ex- 
posiciones que se han hecho por parte del señor Mi- 
nistro de Economía y Finanzas y con lo que se ha se- 
ñalado, tanto en la Cámara de Representantes como 
en el Senado, el objetivo que se busca es reducir la 
suma de los actuales literales A) y B) -como decía 
el señor miembro informante- a un tope máximo del 
75%. Esto apunta a incentivar a los administradores 
previsionales a involucrarse con los proyectos priva- 
dos. En ese sentido se entiende fundamental limitar 
y reducir gradualmente la exposición al sector públi- 
co. Hoy el máximo, como se sabe, está en un 90%. 
De este modo, el diagnóstico del señor Ministro de 
Economía y Finanzas sobre la alta concentración de 
las inversiones que los fondos previsionales tienen 
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en títulos públicos, lleva a pensar -este es un tema 
de fondo- que se trata de un problema de oferta de 
fondos prestables al sector privado. Esto refiere a la 
poca vocación de analizar proyectos privados por par- 
te de las AFAB más que a un problema de demanda 
de fondos del sector privado. La evidencia empírica 
que hemos obtenido de quienes nos han asesorado o 
de lo que hemos tratado de estudiar, demuestra cla- 
ramente que ese diagnóstico no se ajusta a la reali- 
dad. Las AFAP han participado prácticamente en el 
90% de las emisiones privadas -por decirlo en tér- 
minos más “afapeables”- que han salido al mercado. 
Por el término “afapeable” deben entenderse aque- 
llas emisiones que cumplen con todos los requisitos 
para que las AFAP las puedan comprar: calificación 
de riesgo, grado de inversión, oferta pública y registro 
en el mercado formal. Lo que queda claro en este 
caso -es la reflexión que queremos aportar- es que 
la vocación de analizar proyectos privados e invertir 
en aquellos que son considerados buenos, existe por 
parte de las AFAP y es fácilmente comprobable. El 
verdadero problema lo constituye la preferencia de 
las empresas de financiarse con el sector bancario; es 
más sencillo, no requiere cumplir con las formalida- 
des de una emisión de oferta pública, ni mostrar sus 
balances al mercado y a la competencia, y las tasas 
de interés son actualmente competitivas por encon- 
trarnos ante un sector financiero sumamente líquido, 
como es de conocimiento de todos. Por otro lado, la 
velocidad de crecimiento de los fondos previsionales 
licua rápidamente la participación de las inversiones 
privadas en el total de la cartera. Debe observarse 
que, habiendo participado las AFAP en el 90% de las 
emisiones privadas “afapeables”, el monto invertido 
en el sector privado por el sistema nunca llegó a su- 
perar el 6% del Fondo. De este modo, queda claro que 
la poca diversificación en el sector privado obedece a 
un problema de escasa demanda de fondos por parte 
del sector privado. 


Acá queremos hacer otra reflexión - sin perjuicio 
de acompañar esta iniciativa - para contribuir a la 
visión de cuál es el contexto en que se va a insertar 
este proyecto de ley. El hecho de que esta ley reduzca 
gradualmente la exposición máxima al sector público 
no implica que, en simultáneo, aumente la demanda 
de fondos prestables de manera cierta y automática. 
Es decir, si bien el Gobierno pretende crear un 
nuevo marco regulatorio para las concesiones y 
quiere utilizarlo para dinamizar las concreciones de 
grandes obras, no está claro qué tiempo va a tomar 
la salida al mercado de esos nuevos y eventuales 
productos financieros, con lo cual se restringe la 
exposición al sector público, sin tener la certeza del 
horizonte temporal en el que quedarían habilitados 
para salir al mercado esos nuevos vehículos 
financieros. El resultado de acotar las inversiones en 
el sector público, sin tener la certeza de si realmente 
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prosperarán las inversiones en el sector privado, tiene 
el riesgo de que ese menor límite de inversión en el 
sector público -75% al 1” de enero de 2015, frente al 
90% actual- determine que los quince puntos del FAP 
que se restringen, puedan quedar en liquidez, sin 
alternativa de colocación, ante la falta de alternativas 
de inversión fuera de este sector. A efectos de poder 
efectuar la rebaja gradual al sector público, sería 
recomendable esperar -y esa es un poco la idea- a 
que salgan al mercado los vehículos financieros de las 
nuevas concesiones. Es deseable que estos prosperen, 
porque están anunciados pero no hay una percepción 
concreta de su realización. 


Con respecto al literal B), como bien decía el 
miembro informante, en la actual Ley N* 16.713, sin 
modificaciones, las AFAP podrían llegar a invertir en 
Títulos emitidos por el sector privado hasta el 45% 
del Fondo. La suma de los actuales literales D) y E) 
tienen topes de 25% y 20%, respectivamente. Con el 
nuevo literal, las AFAP podrían llegar a invertir en 
proyectos privados hasta el 50%, es decir, cinco pun- 
tos porcentuales más que en la actualidad. Como se 
ha mencionado anteriormente, en términos históri- 
cos las inversiones privadas nunca representaron más 
del 6% del Fondo, lo que demuestra que la escasa 
inversión en el sector privado no obedece a un proble- 
ma de límites de inversión -insisto en esto-, así como 
está demostrado que tampoco se debe a una escasa 
vocación de invertir en proyectos productivos. Enton- 
ces, con el simple hecho de aumentar el margen al 
50%, no se puede asegurar nada. 


Por otro lado, quiero hacer referencia al literal E) 
del artículo 123, y al artículo 124, que presenta una 
modificación realizada en la propia Cámara de Re- 
presentante. El literal E) del proyecto original decía: 
“Instrumentos financieros emitidos por instituciones 
uruguayas o extranjeras que tengan por objeto la co- 
bertura de riesgos financieros del Fondo de Ahorro 
Previsional, con las limitaciones y condiciones que 
establezca la Superintendencia de Servicios Finan- 
cieros del Banco Central del Uruguay, hasta un 10% 
(diez por ciento) del activo del Fondo de Ahorro Previ- 
sional”. La versión que se aprobó en la Cámara de Re- 
presentantes, a diferencia de la propuesta del Poder 
Ejecutivo, no incluye la posibilidad de efectuar ope- 
raciones de cobertura con instituciones extranjeras y 
esta fue una modificación que pidió expresamente el 
Presidente del Banco Central en la Comisión de Ha- 
cienda de esa Cámara. En su comparecencia planteó 
-voy a repetir sus fundamentos-: “si bien somos parti- 
darios de que en el literal D) se incluya la posibilidad 
de que las AFAP inviertan en valores emitidos por or- 
ganismos internacionales de crédito o por gobiernos 
extranjeros de muy alta calificación crediticia, es de- 
cir, de muy bajo riesgo motivado por el hecho de que 
el Fondo de Ahorro Previsional está creciendo a un 
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ritmo muy importante y, en general, no es suficiente 
la oferta de títulos a nivel doméstico como para ab- 
sorber dicho crecimiento, no vemos con buenos ojos” 
-el Presidente de ese organismo tiene una visión dis- 
tinta a la del Poder Ejecutivo y en la Comisión de la 
Cámara de Representantes esto se modificó- “abrir 
estas inversiones en el extranjero a emisores que no 
tienen ese mismo riesgo. Es decir, a estos elementos 
de cobertura de riesgos emitidos por instituciones ex- 
tranjeras los percibimos como elementos más riesgo- 
sos y, por lo tanto, preferiríamos que los instrumentos 
aceptados para la cobertura sean solamente los emi- 
tidos por instituciones uruguayas”. Luego dice: “Por 
lo tanto, en el literal E) preferiríamos una redacción 
en la que no se incluyeran instrumentos emitidos por 
instituciones extranjeras. Eso implica modificar tam- 
bién el artículo 124, en el literal C),”, como se reali- 
zÓ, “dado que menciona a los literales D) y E). Por lo 
tanto, debería dejarse solo el literal D)”. 


De acuerdo con la exposición del Presidente del 
Banco Central, economista Bergara, el fundamento 
de eliminar la posibilidad de realizar operaciones de 
cobertura con instituciones extranjeras, radica en que 
no tienen el bajo riesgo que sí tienen las inversiones 
en valores emitidos por organismos internacionales 
de crédito o por gobiernos extranjeros de muy alta 
calificación crediticia. Si ese fuera el problema, 
se podría solucionar fácilmente agregándole una 
redacción parecida al literal D) del proyecto de 
ley y acotando las operaciones de cobertura con 
contrapartes extranjeras, a aquellas que tengan una 
muy alta calificación crediticia. En el mundo actual no 
está claro que un país AA o AAA no pueda descender 
de calificación. Es más, nosotros tenemos resultados 
muy importantes pero el investment grade del Uruguay 
todavía no ha sido modificado. El señor Ministro de 
Economía y Finanzas nos brindó una explicación al 
respecto que tenía que ver con determinadas visiones 
o caprichos que puedan existir en calificadoras de 
crédito que no tienen los criterios que, a nuestro 
entender, justificarían esa modificación. Quiere decir 
que no se trata de cerrar las puertas a contrapartes 
extranjeras, sino solamente acotarlas a aquellas -y 
esta es la propuesta que hacemos nosotros- que tienen 
una alta calificación crediticia, de forma similar a 
lo que se establecía en el literal D) del proyecto de 
ley original. El hecho de limitar las operaciones de 
cobertura solamente a contrapartes uruguayas tiene 
las siguientes desventajas... 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ha llegado a la Mesa 
una moción para que se prorrogue el término de que 
dispone el orador. 


Se va a votar. 
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(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Puede continuar el señor Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU. - Las desventajas son las si- 
guientes. Son muy pocos los bancos de plaza que han 
desarrollado el negocio de ofrecer instrumentos de 
cobertura de riesgo financiero. Vean los señores Se- 
nadores qué tema para razonar; no quiero decir que 
tengamos la verdad, simplemente hemos tratado de 
investigar y creo que fuimos asesorados debidamente. 
Prácticamente la totalidad de estos pocos bancos de 
plaza utilizan el balance de su matriz para contabili- 
zar estas operaciones, de forma de evitar el consumo 
de sus propios balances. Entonces, si bien se trata 
de contrapartes locales, en la práctica la contraparte 
la constituye su matriz, que implica una institución 
extranjera. De este modo, estamos ante un conjun- 
to muy reducido de bancos, por no decir uno o dos, 
que en el Uruguay estarían en condiciones de reali- 
zar Operaciones voluminosas de cobertura de riesgo 
financiero, con las AFAP como contraparte. Dada esa 
escasa oferta que mencionábamos, esos pocos ban- 
cos van a tener la potestad de fijar precios “desarbi- 
trados” para efectuar las coberturas, redundando en 
una pérdida de eficiencia en el manejo de las carteras 
previsionales por los mayores costos de transacción. 
Como sucede siempre, los monopolios tienen la po- 
testad de fijar precios por encima del mercado y los 
consumidores no tienen la posibilidad de elegir. Ade- 
más, por los montos que manejan las AFAP -el equi- 
valente a unos seis mil millones-, se corre el riesgo de 
que los balances de los bancos locales no den abasto 
para cubrir esas operaciones. El proyecto de ley prevé 
un máximo de 10% en operaciones de cobertura, lo 
que actualmente implicaría unos US$ 600:000.000. 


El planteo concreto que hacemos es que se vuelva 
a la redacción original que tenía el proyecto de ley 
cuando ingresó a la Cámara de Representantes, lo 
que implicaría volver al texto que tenía el artículo 2* y 
a la versión anterior del literal E) como artículo 124, 
eliminando las restricciones de inversión en valores 
emitidos por sociedades constituidas en el extranje- 
ro, salvo las empresas de intermediación financiera 
autorizadas a girar en el país y las instituciones men- 
cionadas en los literales D) y E) del artículo 123 del 
presente proyecto de ley. 


Este es un tema que, en función de la modifica- 
ción que se ha efectuado a la redacción original pro- 
puesta por el Poder Ejecutivo, puede dejar en manos 
de dos o tres bancos la administración de la cobertura 
de riesgo y, por tanto, también los riesgos que supone 
manejarse en régimen de oligopolio o de monopolio, 
nada más ni nada menos que en el ámbito de la plaza 
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financiera. Por eso pretendemos que se vuelva a la 
redacción -en una coincidencia que puede parecer 
paradojal- del Poder Ejecutivo. 


Con respecto al tope manejado para moneda ex- 
tranjera, cabe señalar que es un tema que se discutió 
mucho y sobre el que, precisamente, las empresas 
aseguradoras trataban de encontrar una respuesta 
que les pusiera a cubierto de este nuevo sistema, por 
el descalce, como se lo denomina en la jerga técni- 
ca. Actualmente, las AFAP tienen un tope máximo en 
moneda extranjera de 60%, que fue fijado por una 
circular del Banco Central del Uruguay. Filosófica- 
mente -aunque pueda ser un poco ampulosa la pa- 
labra que estamos empleando-, la imposición de lí- 
mites mínimos no es buena, teniendo en cuenta que 
un límite máximo en moneda extranjera del 35% 
implicaría una imposición mínima en moneda local 
de 65%. Los límites suelen ser manejados con la sub- 
jetividad -no digo arbitrariedad- que siempre tienen 
los criterios de la ley, que no necesariamente reflejan 
la realidad de carácter permanente. Pero tampoco es 
bueno porque contraviene todas las recomendaciones 
de las mejores prácticas en el manejo de portafolios, 
ya que no permiten tomar decisiones propias más allá 
de ese umbral mínimo. De todas maneras, el objetivo 
de esta medida es evitar el descalce de moneda de los 
fondos previsionales, pero ese límite se podría haber 
mantenido en la órbita del Banco Central del Uru- 
guay, a efectos de que mantuviera la flexibilidad que 
se podría requerir ante un ajuste necesario en algún 
momento, ya sea hacia arriba o hacia abajo. Es decir, 
se evitarían las dificultades y las rigideces de un lími- 
te legal y, como tantas otras atribuciones que se han 
trasladado al Banco Central del Uruguay, bien podría 
quedar a su arbitrio el manejo de ese tipo de límites 
que puede resultar un tanto arbitrario o, al menos, 
no ajustado a todas las realidades en todo momento. 


En lo que hace al 35% que se plantea en el pro- 
yecto de ley como nuevo tope en moneda extranjera, 
el Presidente del Banco Central del Uruguay, en su 
comparecencia en la Comisión de la Cámara de Re- 
presentantes, expresó: “No vemos mal que exista un 
tope en esa lógica, aunque quizás seríamos un poco 
más sensibles y podríamos considerar más adecuado 
uno mayor al 35%, alcanzando un 40% o un 45%. De 
todas maneras, la fijación numérica de estos paráme- 
tros es bastante arbitraria. Reitero que, desde el pun- 
to de vista del Banco Central del Uruguay, acordamos 
con el criterio de fijar un tope a las inversiones en 
moneda extranjera. Quizás un poquito más de flexi- 
bilidad será mejor considerado de parte nuestra pero, 
obviamente, estamos a lo que el Parlamento decida 
en este sentido”. Es decir que el Parlamento fijó en 
el proyecto de ley un criterio distinto al del Banco 
Central y al del Poder Ejecutivo en cuanto a las in- 
versiones en sociedades extranjeras. Queda claro que 
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el señor Presidente del Banco Central del Uruguay 
advertía que era mucho más cómodo fijar un porcen- 
taje más amplio que el 35% que se incluyó en la re- 
dacción del proyecto de ley y así lo dejó planteado al 
Parlamento. 


Como ya se mencionó, filosóficamente o por 
aproximación, no somos partidarios de fijar límites 
mínimos pero, dado que ya desde 2003 contamos con 
un tope del 60%, entendemos que sería del caso flexi- 
bilizar ese 35% incluido en la redacción del proyecto 
de ley, llevándolo a un 45%, ganando en menos 10 
puntos porcentuales de margen y perdiendo 15 con 
respecto a la situación actual. No solo se daría mayor 
flexibilidad, sino que se atendería, entre otras cosas, 
el propio criterio e inquietud del señor Presidente del 
Banco Central del Uruguay. Es claro que el objetivo 
del Poder Ejecutivo es evitar descalces de los fondos 
previsionales, pero también es bien contundente al 
mostrar que los fondos tienen una posición en mo- 
neda extranjera -es importante y hace bien que esto 
sea recogido- inferior al 14%. El límite máximo es de 
60%, y ha sido decisión estratégica de las AFAP es- 
tar expuestas a la moneda local por considerar que la 
mayor rentabilidad esperada estaría en el horizonte 
actual. 


Se puede demostrar fácilmente que las AFAP 
nunca han participado en proyectos con descalces de 
moneda del emisor, lo que implica que los proyectos 
que se han financiado siempre se han nominado en 
la moneda en que los emisores tienen sus ingresos. 
Es por eso que si en el día de mañana saliera un 
número importante de emisores del sector transable 
-como dicen los economistas-, se podría correr el 
riesgo de que las AFAP no participaran en un 100% 
por estar limitadas en el tope de moneda extranjera 
con el 35%. En ese sentido, el margen adicional de 10 
puntos que se sugiere- en coincidencia con el criterio 
manejado por el señor Presidente del Banco Central 
del Uruguay- daría mayor holgura. 


Decimos todo esto a los efectos de acompañar 
la filosofía del proyecto de ley y de buscarle algunos 
ajustes que pudieran mejorarlo, pero sobre todo, para 
reflexionar sobre la relación que existe entre el ré- 
gimen legal que se establece, las potestades que su 
propia ley asigna al Banco Central del Uruguay, que 
son muy importantes, y la flexibilidad que le otorga. 
En este tema, sobre todo en materia de inversiones 
extranjeras, podría abrirse esa posibilidad estable- 
ciendo simplemente las condiciones para que tengan 
una alta calificación y, entonces, podríamos armar la 
cobertura. 


Es verdad que hay interpretaciones políticas, téc- 
nicas y económicas. Por un lado, se dice que este, de 
alguna manera, es el gran instrumento que se va a 


226-C.S. 


utilizar, en todo caso, para financiar las obras de in- 
fraestructura que el Estado necesita realizar en fun- 
ción de este proyecto y para las que no tiene la debida 
financiación desde el punto de vista de la disponibi- 
lidad de sus recursos. Es decir que, al mejor estilo 
capitalista, en aquel viejo instrumento, tan denostado 
y votado en contra, se encuentra la mejor vía para ca- 
nalizar inversiones de carácter privado y ayudar, en el 
ámbito del desarrollo, a aquellas actividades que van 
a fortalecer, entre otras cosas, un proyecto estratégico 
de país vinculado nada menos que a infraestructura, 
puertos y carreteras, o sea, a todo lo que no se puede 
hacer por las limitaciones de la “manta corta”, por- 
que la ley de economía es inflexible en ese sentido, y 
hay necesidades ilimitadas con recursos escasos. 


Decimos todo esto porque nos preocupamos por 
seguir el tema y procuramos los asesoramientos ne- 
cesarios en el seno de la Comisión; incluso, hicimos 
propuestas para que fueran incorporadas, si bien sa- 
bemos cuáles son las condiciones que se plantean 
cuando existen mayorías ya establecidas en el ámbito 
parlamentario. 


Creo que no es menor la preocupación de las em- 
presas de seguros; de los US$ 280:000.000, el Banco 
de Seguros del Estado participa con US$ 240:000.000. 
Francamente, no encontré una explicación clara para 
ello, ni que el Banco tuviera una radiografía exacta de 
la relación costo-beneficio, o de las pérdidas o ganan- 
cias que asume en el ámbito de tomar riesgos, en el 
ámbito de las providencias. 


Por otra parte, creo que también es importan- 
te otorgar al sector público la debida transparencia, 
inclusive para una institución tan importante como 
el Banco de Seguros del Estado, que todavía maneja 
algún régimen monopólico de seguros. Así como ha 
habido tantas preocupaciones en la reforma del Es- 
tado, deberíamos empezar a considerar que la trans- 
parencia y la eficiencia del sector público es la mejor 
garantía para defender al Estado, y que cuando este 
funciona bien, su principal defensor es el contribu- 
yente, el ciudadano que sabe lo que paga, por qué 
lo paga y de qué manera hace el sacrificio de finan- 
ciar determinadas actividades que le corresponden a 
aquel sector. 


Con el espíritu de acompañar este proyecto de ley 
y también de dejar sentadas estas preocupaciones, 
incluso hasta con la satisfacción de poder reflexionar 
sobre un régimen que parecería estar definitivamente 
consolidado -aunque en materia política nunca está 
todo dicho, por lo menos al camino de la santificación 
han acudido muchos agnósticos del pasado-, vamos 
a votar favorablemente esta iniciativa. Aclaro que he 
efectuado estas reflexiones en nombre de toda la ban- 
cada, con un espíritu constructivo y, sobre todo, con 
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la tranquilidad de conciencia de opinar sobre muchos 
acontecimientos del pasado y del futuro. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR AMORÍN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR AMORÍN. - Señor Presidente: tanto el 
Miembro Informante como el señor Senador Abreu 
han sido muy claros en sus exposiciones. Quiero ha- 
cer unas breves reflexiones sobre el tema, que me 
parece bien importante. 


Antes que nada quiero decir que vamos a votar 
afirmativamente en general este proyecto de ley con 
total convicción. Me parece que le hace muy bien al 
país y es extraordinariamente positivo discutir sobre 
cómo se tienen que invertir los ahorros de los traba- 
jadores uruguayos para que tengan una mejor ren- 
tabilidad a menor riesgo, y no sobre la existencia de 
las AFAP Este último es un tema terminado, aunque 
haya llevado 10, 12 ó 14 años de discusión. Todos los 
partidos políticos estamos de acuerdo en estos temas, 
y con excepción de una de las delegaciones que nos 
visitaron, todas ellas tienen la misma posición. De 
más está decir que la que está en contra ha mante- 
nido su coherencia a lo largo de 15 años. Por todo lo 
dicho es que vamos a votar en general a favor de este 
proyecto de ley. 


Por otro lado, es evidente que es necesario intro- 
ducir algunos cambios. Esta ley fue pensada hace 
mucho tiempo y el monto que hoy administran las 
AFAP es mucho mayor que antes. El señor Senador 
Tajam se refirió a una cifra de US$ 5.800:000.000; 
quizás ahora sea un poco menor debido a la variación 
del dólar en los últimos tiempos, pero de todos modos 
se trata de montos extraordinariamente importantes. 


Estamos de acuerdo con el artículo 1” del proyecto 
de ley. Nos parece muy bien que la variación se perci- 
ba cada tres años. Creemos que la finalidad de la ley 
-quiero que esto quede bien claro porque es nuestra 
posición- es defender de la mejor manera posible los 
ahorros de los trabajadores, para que tengan una me- 
jor rentabilidad a menor riesgo. La finalidad no es 
ayudar a hacer obras de infraestructura que pueden 
derivar ahí, sino defender el ahorro de los trabajado- 
res. No hay lugar a dudas de que esto es así y, reitero, 
esa es nuestra posición. 


Con respecto al articulado, quiero señalar dos o 
tres puntos que nos preocupan. El artículo 2% modi- 
fica, entre otros, el artículo 123 de la Ley N* 16.713, 
cuyo literal B) se refería a la posibilidad de invertir los 
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recursos en valores emitidos por empresas públicas 
o privadas uruguayas. En este caso, preferimos que 
haya un límite porcentual con respecto al patrimonio 
de estas empresas privadas que no superen el 15%. 
En su momento se nos dijo en Comisión que el Banco 
Central tenía atribuciones para fijar esos límites, de 
acuerdo con el último inciso de este mismo artículo. 
Eso es cierto, pero nos parece mejor que aquellos as- 
pectos que están claros para todos se establezcan en 
la ley y no queden librados a la voluntad de funciona- 
rios del Banco Central. 


Comparto plenamente lo manifestado por el señor 
Senador Abreu en cuanto a que hubiera sido mucho 
más inteligente que el literal E) -que fue modifica- 
do en la Cámara de Representantes- se refiriera a 
instrumentos financieros emitidos por instituciones 
uruguayas o extranjeras, agregando “de muy alta ca- 
lificación crediticia”. Creo que esto otorgaría mucha 
mayor maniobrabilidad a las AFAB además de que 
les brindaría posibilidades de hacer mejores negocios 
para los trabajadores a quienes les administra su di- 
nero. 


No vamos a votar el inciso que limita al 35% del 
activo del Fondo de Ahorro Previsional las inversio- 
nes en moneda extranjera. Nos parece que limita, sin 
ninguna necesidad, las posibilidades de las AFAP de 
invertir bien el dinero de los trabajadores. Me explico: 
en su intervención, el señor Senador Abreu habló del 
14% en inversiones, en la Comisión otras Administra- 
doras se refirieron a un 17%, es decir, todos porcen- 
tajes muy por debajo del 35%. Sin ser un experto en 
inversiones -no lo soy ni pretendo serlo-, puedo decir 
que para el momento que estaba viviendo el país, la 
mejor rentabilidad a un menor riesgo se tenía que ha- 
cer en pesos uruguayos, y así lo hicieron todas aque- 
llas personas que entienden algo sobre cómo funcio- 
na el sistema. Hace pocos días, en este mismo recinto 
dijimos que las inversiones en pesos uruguayos y en 
unidades indexadas, con interés, comparadas con 
aquellas en dólares, generan una rentabilidad supe- 
rior al 30% anual. Por lo tanto, si la mayoría de los 
ahorros fue invertida de esa manera, quienes están al 
frente de las AFAP hicieron bien. Pero la situación no 
es siempre igual; hoy no es la misma que la de hace 
dos meses. Entonces, tenemos que dar la posibilidad 
a los administradores del dinero de los trabajadores 
uruguayos de hacer las mejores inversiones y con la 
mayor rentabilidad posible. En consecuencia, al día 
de hoy un límite del 35% es bajo; pienso que se de- 
bería dar un mayor margen y, en todo caso, existe la 
posibilidad de la revisión de este asunto por parte del 
Banco Central, de acuerdo con el último inciso de 
este artículo. Creemos que es bien importante que 
las AFAP puedan invertir en moneda extranjera si se 
entiende que ello es beneficioso para los trabajadores 
uruguayos. En este sentido, no debemos perder de 
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vista el motivo por el cual existe esta ley, que no es 
el de poder hacer más obra pública o invertir más en 
empresas privadas uruguayas, sino que es un meca- 
nismo que puede servir para incrementar los ahorros 
de los trabajadores, para que tengan un mejor retiro. 


Evidentemente, este proyecto de ley es favorable 
porque ofrece más posibilidades que antes, lo que es 
lógico porque en la actualidad las AFAP administran 
casi US$ 6.000:000.000 de un millón de trabajado- 
res. Es probable que en cuatro o cinco años tengamos 
que hacer una nueva ley, dando más posibilidades, 
porque esta masa de dinero que están administrando 
las AFAP crece en forma muy importante. 


Señor Presidente: vamos a votar en general este 
proyecto de ley y le pido, de acuerdo al arbitrio que 
entienda más conveniente, que nos dé la posibilidad 
de no votar el literal B) del artículo 2* y el inciso que 
hace referencia al monto máximo del 35% en moneda 
extranjera que tendrían las AFAP para invertir. 


Eso es todo. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Así se hará, señor Sena- 
dor. Se pondrá a votación el articulado con el desglose 
requerido para que todos los integrantes del Cuerpo 
puedan expresarse con precisión respecto al proyecto 
de ley. 


SEÑOR HEBER.-Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.-El señor Senador Tajam, 
que es el miembro informante, está solicitando la pa- 
labra, pero la Mesa entiende que sería mejor reunir, 
antes de finalizar el debate, todas las consideraciones, 
sin perjuicio de que el miembro informante pueda in- 
tervenir en cualquier momento. Como ha solicitado 
la palabra el señor Senador Heber, sería conveniente 
escucharlo en este momento. 


Tiene la palabra el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER. - No sé si el señor Senador Ta- 
jam quiere hacer una apreciación sobre el proyecto 
de ley en sí mismo, pero quiero aclarar que como mi 
referencia es global y política, quizás no agregue nada 
a su intervención. En todo caso, esto lo dejo librado 
a su criterio. 


Como ha dicho el señor Senador Abreu en nom- 
bre del Partido Nacional, vamos a acompañar este 
proyecto de ley. Nos parece que es trascendente, sin 
perjuicio de que coincidimos con muchas de las ob- 
servaciones realizadas por el señor Senador Amorín. 
Todas ellas, insisto, nos parecen de recibo. Vamos en 
una misma dirección -y eso es muy importante para 
el país, como mensaje hacia adentro y hacia fuera- 
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sobre los ahorros nacionales y sobre cómo poder ca- 
nalizar el ahorro de los trabajadores. Obsérvese que 
el sistema de reparto anterior, con todo lo lírico que 
era, idealista en el papel pero en realidad un fracaso, 
no generó lo esperado e impidió a muchos de los tra- 
bajadores del país acceder a una jubilación digna en 
función de sus ahorros, ya que estaban topeados en 
siete y en quince salarios. Eso les ocurre a muchos 
ciudadanos en la actualidad. 


Nos parece muy importante el mensaje que el 
Poder Ejecutivo está dando, no ya a quienes hicimos 
la ley, sino a quienes están dentro de la fuerza política, 
como para laudar definitivamente una discusión que 
por suerte no se va a dar más. Aquí hay un mensaje 
muy nítido que es, señor Presidente, que estos 
fondos previsionales van a quedarse definitivamente 
y no habrá cuestionamiento en su diseño. Sí podrá 
haber mejoras, correcciones y modificaciones, que 
las tendremos que votar en un análisis frío del tema, 
para buscar el mejor beneficio para los trabajadores 
y el mayor ahorro nacional para que se canalicen 
obras productivas. Acá tenemos la posibilidad de 
contar con un ahorro genuino para las obras e 
infraestructura del Estado y creo que actuará bien 
el Gobierno si las utiliza garantizando rentabilidad a 
los trabajadores. Quiero remarcar lo que señaló muy 
claramente el señor Senador Abreu: esta no es plata 
del Estado -como no lo fue cuando creamos el Banco 
de Previsión Social-, y cuando se utilizan los fondos 
de los trabajadores para obras, tiene que garantizarse 
rentabilidad a los trabajadores que prestan su plata al 
Estado. Y digo esto, señor Presidente, para reafirmar 
algo que para nosotros es básico: esta plata es 
intocable por parte del Estado; lo que sí podrá hacer 
es convencer a las administradoras de hacer una 
inversión si la rentabilidad obtenida beneficia a los 
trabajadores de estos fondos previsionales. 


Señor Presidente: no digo nada nuevo, pero sí 
afirmo que vamos a votar siendo coherentes con lo 
que votamos en el pasado. El tema de la coherencia 
es un tema político importante de analizar, de decir 
y de reprochar. ¿Por qué no? Digo esto porque en las 
campañas electorales a veces tenemos chisporroteos 
importantes y, si bien hay muchas cosas que se di- 
jeron y que condenamos en la discusión electoral, 
hay otras que aplaudimos, porque no dejan de ser un 
reconocimiento a una mejor discusión política, tal 
como lo fueron las manifestaciones del señor Presi- 
dente del Senado cuando, en su momento, reconoció 
que cuando votó en contra de la ley sobre reforma 
portuaria cometió un error político. Actualmente la 
misma es una buena ley, pues se ha dado una refor- 
ma adecuada y, además, si bien en aquel momento se 
votó con mucha oposición, ahora se va a ampliar. En- 
tonces, es buena cosa que en esta actividad tengamos 
ese tipo de reconocimiento. Lamentablemente, en la 
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campaña electoral no fueron todos reconocimientos 
ni juego limpio; pero ahora dejemos esa discusión y 
quedémonos con lo positivo. En lo personal, me gusta 
ese tipo de actitudes políticas de reconocimiento de 
un error cuando lo hubo. En este caso, como exis- 
tió un error, hoy están votando lo que no votaron en 
el pasado; entonces, quizás buscando ese reconoci- 
miento explícito, repito que en el pasado se come- 
tieron errores al decir las cosas que se dijeron sobre 
los fondos previsionales. Muchos señores Senadores 
fueron muy duros y en el día de hoy algunos de ellos 
se encuentran aquí. 


El entonces Senador Astori decía acá en Sala, en 
su momento: “Hemos votado negativamente este Pro- 
yecto en general, obviamente, porque no compartimos 
su contenido, como ya ha sido expuesto por nuestros 
compañeros. Dicho sea de paso, no hemos hecho uso 
de la palabra porque consideramos que los principa- 
les elementos técnicos y políticos que sobre el tema 
había que poner al servicio de este análisis, fueron 
vertidos por distintos integrantes de este Cuerpo y, en 
particular, nos hemos sentido representados, prime- 
ro, por todos los compañeros del Frente Amplio que 
hicieron uso de la palabra y, en particular, por nuestra 
compañera, la señora Senadora Susana Dalmás”. 


¿Qué señalaba, a su vez, la señora Senadora Dal- 
más? En aquel momento decía: “Pero nuestra mayor 
inquietud reside en el grado de imprevisibilidad y la 
forma en cómo podría afectar los fondos del Banco 
de Previsión Social y la totalidad del sistema, ya que 
entendemos que ambos ingredientes constituyen una 
globalidad”. Si tenía por entonces esa duda, la misma 
se despejó, porque el Banco de Previsión Social no 
fue afectado en sus fondos, el sistema está firme y 
no ha habido inconvenientes relacionados con esos 
pronósticos. 


La señora Senadora Dalmás decía, también: “Qui- 
siera destacar, en séptimo lugar” -habla de seis du- 
das, tomo la séptima que es con la que concluye- “el 
siguiente aspecto que he dejado casi para el final 
porque, para nuestro sector, es uno de los elementos 
más nocivos o más negativos que presenta el proyecto 
de ley enviado por el Poder Ejecutivo. Me refiero a 
las entidades receptoras de fondos de ahorros previ- 
sionales privadas con fines de lucro. Decimos, señor 
Presidente, que es uno de los puntos más importan- 
tes -diría que el más importante- que tenemos de di- 
ferencia con este proyecto de ley, por su carácter en 
gran medida irreversible. Hay muchos aspectos de la 
seguridad social [...] en la medida en que estos fondos 
puedan ser manejados por sociedades privadas con fi- 
nes de lucro” -en un preconcepto que me alegro haya 
sido dejado de lado, porque lo que hace este proyecto 
de ley es permitir que más sociedades privadas ac- 
túen- “es factible que en una situación límite no pue- 
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dan ser rescatados para el Uruguay”. Lo cierto es que 
hubo situaciones límite y fueron rescatados. 


Continúa diciendo: “Este aspecto del proyecto de 
ley está abarcado por un Título entero -con más de 
cincuenta artículos- que habilita a sociedades anó- 
nimas a captar fondos de ahorro previsional, lo cual, 
tal como hemos dicho, no nos parece positivo y con- 
veniente para el país”. Hoy decimos que fue conve- 
niente y positivo. 


Señor Presidente: adelantamos que votaremos 
esta iniciativa, pero no lo haremos gratis. Me parece 
que tengo todo el derecho del mundo a reclamar y 
decir lo que considero importante, porque sobre este 
proyecto de ley se dijeron muchas cosas, y lo más sua- 
ve fue lo expresado por la señora Senadora Dalmás. 


SEÑORA DALMÁS. - ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR HEBER. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir la 
señora Senadora Dalmás el análisis histórico realiza- 
do por el señor Senador Heber. 


SEÑORA DALMÁS. - Señor Presidente: entiendo 
el mensaje del señor Senador pero, de alguna ma- 
nera, nos obligan a salir, por lo menos para aclarar 
algunos elementos. 


Es evidente que en una reforma de esta enver- 
gadura, que tuvo lugar en 1995, no solamente no- 
sotros teníamos dudas, y dicho sea de paso, no éra- 
mos agnósticos ni necesitábamos ser santificados; 
simplemente, fuimos acompañando y analizando la 
realidad, con el fin de transformarla. Obviamente 
que cambiamos, ¡bueno fuera que no lo hiciéramos 
si somos de izquierda! Como venía diciendo, no solo 
nosotros teníamos dudas sobre el efectivo funciona- 
miento del sistema. Y en este sentido debo agregar 
que, en aquel momento, a nivel de nuestro sector 
político quedamos en minoría, porque planteábamos 
un proyecto alternativo que, justamente, hacía refe- 
rencia a las posibilidades de volcar fondos de ahorro 
previsional, dando prioridad a las organizaciones pú- 
blicas como República AFAP -que, efectivamente, la 
tuvo a lo largo de estos años- y algunas otras sin fi- 
nes de lucro, pero también de carácter privado, como 
podrían ser las cooperativas. Nuestras dudas se rela- 
cionaban con este aspecto, de acuerdo con la visión 
que teníamos en aquel momento. Ahora bien, aunque 
debo reconocer que a nivel privado no hubo ninguna 
catástrofe, lo cierto es que sí son con fines de lucro 
y que, actualmente, la mayor porción de fondos de 
ahorro previsional la tiene República AFAP 
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Por otro lado, debo decir que quienes redactaron 
el proyecto de ley también tenían dudas que no gi- 
raban sobre el mismo aspecto -al que me iba a refe- 
rir en la instancia de fundamento de voto-, sino so- 
bre el funcionamiento efectivo del sistema, cuando 
se limitaron considerablemente las posibilidades de 
inversión de los fondos de ahorro previsional. Diría 
que a la luz de la realidad de hoy, esa limitación, que 
fue excesiva, se explica por la misma razón que hacía 
surgir nuestras dudas: era un sistema novedoso que 
se instauraba en el país, del que no conocíamos su 
funcionamiento efectivo y donde coexistían el siste- 
ma de reparto con el de cuentas individuales de fon- 
dos personales. Tanto para unos como para otros, to- 
das las dudas tenían su razón de ser y no obedecían a 
ninguna filosofía dogmática, sino que formaban parte 
de una reforma sobre la que surgieron interrogantes, 
al igual que ocurrió en todas aquellas reformas es- 
tructurales importantes que se produjeron en el país. 
Puede ser que haya habido argumentos duros, como 
siempre los hay en política, pero ciertamente justifico 
las dudas que en aquel momento existieron y a las 
que hice referencia en mi exposición en oportunidad 
de participar de la discusión y sanción de la norma. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el se- 
ñor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER. - Voy a seguir con mi análisis his- 
tórico, aunque moleste un poco. 


Hace instantes dije que voy a votar, pero es im- 
portante saber la coherencia que hemos tenido, in- 
cluyendo la del señor Presidente y la de otros señores 
Senadores. ¿O acaso molesta lo que se pueda decir? 


Considero correcto lo expresado por la señora Se- 
nadora Dalmás -cuyas expresiones con relación a este 
tema fueron de las más suaves que se vertieron-, pero 
voy a continuar leyendo. 


Mi amigo, el señor Senador Couriel -que lamenta- 
blemente en este momento no se encuentra en Sala- 
decía: “¿Por qué, entonces, el Frente Amplio decidió 
en su plenario no apoyar este proyecto de ley de se- 
guridad social promovido por el Poder Ejecutivo? En 
primer lugar porque, sin ninguna duda, afecta a los 
futuros beneficiarios”. La realidad es que no afectó. 


Decía también el señor Senador: “Habrá sectores 
que al no poder demostrar la registración efectiva 
a los 35 años de trabajo no se podrán jubilar por el 
régimen común”. Pero se pueden jubilar. “Asimismo, 
algunos de ellos no se llegarán a jubilar y otros po- 
drán tener pensiones a la vejez, que es un ingreso 
inferior al de las jubilaciones comunes”. No es cierto. 
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“Por otra parte, habrá sectores que al obtener una 
jubilación cobrarán mucho menos porque las tasas 
de reemplazo se rebajan sustantivamente”. No es así. 
“Repito que no apoyaremos este proyecto de ley por- 
que afecta a los futuros jubilados y pensionistas”. No 
los afectó, sino que los benefició. 


Luego dice algo que me parece importante, sobre 
todo cuando se llevan encima acusaciones tales como 
que estamos a favor de intereses económicos raros. 
Bueno, pues, ivamos a ver cuáles son, porque ya 
han pasado años! Concretamente, el señor Senador 
Couriel expresaba: “En primer lugar, existe un vín- 
culo muy estrecho entre seguridad social y el modelo 
económico”. ¿Ese vínculo sigue o cambió? Si existe 
un vínculo estrecho entre seguridad social y modelo 
económico y la seguridad social sigue igual, el modelo 
económico también. Es una relación fácil, racional 
y consolidada. Continúa diciendo: “Con este modelo 
económico y sus consiguientes tasas de crecimiento 
proyectadas por el Poder Ejecutivo no hay seguridad 
social que resista”. Sin embargo, resistió. “De manera 
que, desde este punto de vista, el tema del empleo es 
central. En segundo término, también hay una rela- 
ción muy estrecha entre la reforma de la seguridad 
social y la del Estado, porque si no se modifica la ges- 
tión del Banco de Previsión Social, si no cambia el 
régimen de politización, partidización y clientelismo 
que tuvimos en los últimos cuarenta años, es muy di- 
fícil que alguna reforma de la seguridad social pueda 
ser eficaz”. La realidad es que se modificó y es eficaz. 


En aquel momento, más adelante, se planteó una 
discusión muy divertida entre los señores Senadores 
Couriel y Michelini. Cabe aclarar que el señor Se- 
nador Michelini no estaba dentro del Frente Amplio, 
sino que pertenecía al Nuevo Espacio y estaba a favor 
del proyecto de ley; entonces, acusa al señor Senador 
Couriel de lo siguiente: “Señor Presidente: parece 
que no tiene valor defender la libertad de la gente. 
Nosotros hemos sostenido el criterio de que la gente 
se pueda jubilar a los 60 años” aspecto con el que 
coincido, porque el señor Senador votó el proyecto, 
“lo que obviamente afectaría el monto de su retiro. 
Sin embargo, para otros, como el promedio es de 64 
años, van hasta los 65 y no le dan libertad a la gente 
que quiera retirarse a los 60 años, aunque lo haga con 
un monto menor”. A esto, el señor Senador Couriel 
responde y el señor Senador Michelini replica: “No 
quisiera seguir respondiendo alusiones, pero el señor 
Senador Couriel no entiende lo que es la libertad”. 
Esta es una frase célebre dicha por el señor Senador 
Michelini, un abanderado de la libertad. 


Y permítaseme mencionar hoy aquí, señor Presi- 
dente -porque es la perla de todo esto-, lo expresado 
por el entonces señor Senador Gargano, que lamento 
no esté para poder responder. El ex Senador Gargano 
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es bárbaro, representa la raíz de la opinión del mar- 
xismo en esta Cámara, y no lo tenemos más. Él dice: 
“Mi opinión es que, seguramente en un plazo no ma- 
yor de tres años, su aplicación puede conducir a todo 
el sistema estatal de previsión social al colapso”. 


SEÑOR RUBIO. - ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR HEBER. - Ya daré interrupciones a los 
señores Senadores, pero primero quiero terminar de 
leer lo que dijo el ex Senador Gargano, que -reitero- 
es la perla en todo este tema. La predicción era el 
colapso, pero hoy estamos dando más potestades. 


Continúa diciendo el señor Senador Gargano: 
“Reitero que, a mi juicio, esto va a dar lugar a una 
evasión brutal que va a lesionar aún más el sistema 
del Banco de Previsión Social”. Esta es otra predic- 
ción equivocada. E inmediatamente, señala: “Quiero 
que quede expresa constancia de lo que estoy seña- 
lando porque, seguramente, dentro de dos o tres años 
veremos si esto se ha producido o no, ya que están da- 
das todas las condicionantes para que se pueda reali- 
zar ese procedimiento de evasión”. No hubo ninguna 
evasión. Más adelante continúa señalando: “Tengo la 
presunción de que, efectivamente, a corto plazo ten- 
dremos que estudiar otro proyecto de ley”, y no se 
tuvo que estudiar ningún proyecto de ley. 


Después hace mención al contador Ariel Davrieux: 
“Concretamente, me refiero a las manifestaciones del 
contador Ariel Davrieux, al referirse a la financiación 
de lo que él denominaba como la transición -es decir, 
esta a la que estamos haciendo referencia- que cues- 
ta esta cantidad de dinero. Pero yo me pregunto si 
será suficiente para privatizar las empresas públicas; 
¿éno ocurrirá lo mismo que en la Argentina, donde se 
venden las empresas públicas -entre otras cosas- y 
luego se termina el dinero e igualmente los funciona- 
rios públicos y los jubilados no cobran sus haberes?”. 
¡Y después éramos nosotros los que levantábamos los 
cucos! Ellos decían: “¡Van a privatizar! ¡Cuidado pue- 
blo uruguayo, se van a llevar el dinero a paladas!.” 
Sin embargo, hoy les estamos dando más potestades y 
más posibilidades de inversión. 


Más adelante, continúa señalando el ex Sena- 
dor Gargano: “Haciendo una proyección, en diez 
años habrá más de US$ 1.000:000.000”, hay US$ 
6.000:000.000, “administrados por estas compañías 
financieras, que seguramente serán filiales de Ban- 
cos privados -además de los estatales que las puedan 
instalar- y de las compañías de seguros, que recién 
van a comenzar a funcionar en la fase ejecutiva del 
proyecto, dentro de muchos años, y en el corto pla- 
zo, con menor intensidad en la fase de asegurar, por- 
que solo pueden hacer un seguro general, colectivo, 
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aunque no tienen un papel protagónico”. El señor 
Senador señalaba esto como algo que podía asustar. 
Y luego dice: “Aquí se habló de conservadores, y yo 
también deseo referirme al tema. Al respecto, pienso 
que todos sabemos dónde y cómo se ubican. Consi- 
dero que, en realidad, existe gente”, todos nosotros, 
“que está petrificada en un pasado por el que sienten 
una permanente nostalgia. Esos conservadores, que 
fueron los que lucharon contra Batlle, Lezama y Car- 
nelli, ahora quieren hacer retroceder socialmente al 
país y, por lo tanto, son naturalmente rigurosos con 
los más desposeídos, y normalmente generosos con 
los más ricos. En esta materia, el país ha hecho su 
experiencia”. Es increíble, señor Presidente. Y más 
adelante continúa: “Por intermedio de este proyecto 
de ley, los sectores poderosos del país logran lo que 
se ha llamado la cuadratura del círculo, que es algo 
imposible de hacer. En primer lugar, las patronales 
apuntan a rebajar, en un proceso incesante, sus apor- 
tes al sistema de seguridad social hasta eliminarlos. 
Este es un objetivo central, que quiebra una de las 
bases del sistema de redistribución del ingreso de la 
seguridad social. En la medida en que esto ocurra, 
habrá una mayor apropiación del excedente econó- 
mico y una mayor concentración de la riqueza, y las 
patronales ganarán mucho más”. 


Por último, el ex Senador Gargano afirma: “Pien- 
so que los señores Legisladores que con muy buena 
intención puedan votar este proyecto de ley no deben 
creer que el sector poderoso que ha incidido en esta 
disposición va a quedarse contento solo con esto. Se- 
guramente, pedirán más”, en el proyecto que hoy pre- 
senta este Gobierno piden más, “estos señores progre- 
sistas, posmodernos o renovadores son insaciables, y 
seguramente nos van a plantear, en un no muy largo 
plazo, la necesidad de vender las empresas públicas 
para pagar a los jubilados. También querrán que se 
reglamente el derecho de huelga; inclusive, creo que 
respecto a este último punto ya hay un proyecto de 
ley en la Cámara de Representantes. Considero que 
este texto constituye un despojo y una expropiación 
de bienes de la mayoría de la sociedad uruguaya. Digo 
esto con absoluta convicción”, no tengo dudas, “y con 
profundo dolor. Existen 2:200.000 uruguayos vincu- 
lados a la seguridad social que se verán afectados por 
este sistema y, seguramente, los protagonistas socia- 
les tendrán la palabra en el futuro, ya que en esta 
etapa no se los ha escuchado”. 


Señor Presidente, después de tanto insulto, como 
lo es decir que estamos en función de los poderosos y 
de los intereses extranjeros, verdaderamente me ale- 
gro de que hoy llegue este proyecto de ley. Aunque el 
señor Presidente dio su reconocimiento a la ley de 
empresas públicas, y sobre todo a la de la reforma 
portuaria, sería honesto decir ahora: “Señores: te- 
nían razón. No se beneficiaron los poderosos. Hubo 
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beneficios, tantos que hoy estamos dando más potes- 
tades para que inviertan más y se beneficien más los 
jubilados”. 


SEÑOR GAMOU.- ¿Me permite una interrupción 
señor Senador? 


SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Gamou. 


SEÑOR GAMOU.- Señor Presidente: luego de 
escuchar este recorrido histórico, me voy a permitir 
hacer un recorrido antropológico. 


Como es sabido, el cerebro humano se ha desarro- 
llado desde adentro hacia afuera. En la base está el 
famoso tallo, que es donde se encuentra el instinto y 
guía a las actividades inconscientes, tales como res- 
pirar, etcétera. Por encima, está el sistema límbico 
-que es la segunda etapa de desarrollo del cerebro hu- 
mano-, de donde parten los afectos. Luego continúa 
el Complejo R, que tenían los reptiles en el pasado y 
que, entre otras cosas, se relaciona con la agresividad 
y también con el seguir a los líderes. Pero por encima 
de todo eso, se encuentra la corteza cerebral, que es 
lo más grande que tenemos los seres humanos y que 
nos permite hacer música, deducir, etcétera. 


Con el señor Senador que me acaba de conceder 
esta interrupción compartimos recientemente un 
viaje a un país muy lejano, que se hizo muy famoso 
por otros temas y, en ese sentido, gran parte de la 
inspiración de sus ciudadanos es Confucio, de quien 
me traje una estatua. Este filósofo tiene dos frases 
que a mí me parecen excelentes. La primera de ellas 
es: “Cualquiera puede pisar un hormiguero, pero so- 
lamente un tonto permanece sentado en él”. Y la otra 
frase, que me parece fabulosa y que creo inspira a 
quienes venimos aquí a hacer lo que creemos mejor 
para nuestro país, es la siguiente: “Gobernar es rec- 
tificar, y solamente aquellos que son capaces de rec- 
tificar, son capaces de buscar siempre lo mejor para 
su pueblo”. 


Entonces, ¡bienvenidas sean las rectificaciones 
cuando ellas signifiquen hacer un bien a la gente! Me 
parece que estar prácticamente pidiendo disculpas 
por cosas que se dijeron en el pasado, no es hacer ho- 
nor a Confucio. Y en todo caso, al respecto podemos 
recordar también, no ya a Confucio, sino a un argen- 
tino que alguna vez dijo: “No hay nadie que tolere un 
archivo”. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el se- 
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ñor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: brevemente 
voy a responder al razonamiento que ha formulado el 
señor Senador Gamou. 


SEÑOR DA ROSA.- Formulo moción para que se 
prorrogue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada por el señor Senador Da Rosa. 


(Se vota:) 
- 24 en 25. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Siempre me interesan las re- 
flexiones del señor Senador Gamou, aunque confieso 
que no lo comprendí muy bien. Como sabemos, el 
cerebro humano se desarrolla y cuando se desarro- 
lla, cambia. ¿Acaso esto quiere decir que nosotros es- 
tábamos desarrollados y los Legisladores del Frente 
Amplio no? No creo que sea ese el razonamiento que 
se ha querido formular. Por esa razón, me parece que 
esta discusión debe ser bienvenida y, además, entien- 
do que ha habido un cambio y es necesario que lo 
admitan. En definitiva, teníamos razón; era bueno el 
proyecto, no estábamos defendiendo a los capitales 
extranjeros, no íbamos a fundir al Estado y tampoco 
íbamos a vender las empresas públicas para asistir al 
nuevo sistema. El sistema es bueno y hay que apoyat- 
lo. Eso es lo que hay que decir, nada más y no hay que 
darle tanto “Confucio”. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- Realmente me causan una gran 
admiración los ejercicios de catarsis del señor Sena- 
dor Heber, además de que los entiendo y los com- 
prendo. Sin duda, el señor Senador es un gran provo- 
cador de la polémica, a tal punto que si le seguimos el 
tren podemos terminar esta discusión en el mundial 
de 2014. Por mi parte, lo invitaría a que hiciéramos el 
balance del sistema en la Comisión de Asuntos Labo- 
rales y Seguridad Social del Senado, con los invitados 
correspondientes. 


Al hacer un balance del sistema queda claro que 
tenía más aspectos positivos y algunos costos más al- 
tos de los que algunos creíamos. Por ejemplo, en el 
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balance del sistema tendríamos que computar a las 
decenas de miles de uruguayos que no pudieron ju- 
bilarse por los 35 años y que hubo que cambiar en la 
Administración anterior por la legislación que esta- 
bleció el tope en 30 años. En el balance del sistema 
tendríamos que computar el fenomenal esfuerzo del 
Tesoro por el pago de intereses de los papeles que 
compró el sistema de las AFAB así como las fenome- 
nales transferencias que debieron hacerse al Banco 
de Previsión Social para financiar la transición. En 
definitiva, creo que es preciso analizar el conjunto de 
la situación. 


De todos modos, la habilidad del señor Senador 
Heber, que reconocemos, determina que lea el texto, 
formule una pregunta, dé una respuesta, haga co- 
mentarios, rebata lo que supone y extraiga sus pro- 
pias conclusiones. Verdaderamente, a mi juicio, esa 
exposición ha resultado un brillante ejercicio parla- 
mentario, pero reitero mi invitación para que trate- 
mos este tema en la Comisión correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- En primer lugar, quiero decir 
que son varios los señores Senadores que me solici- 
tan interrupciones y que voy a concederlas todas con 
mucho gusto. Sin embargo, antes quiero responder al 
señor Senador Rubio su comentario acerca de que si 
seguimos así vamos a volver a 1914. Quiero decir que 
no vamos a volver a 1914 porque en ese año no existía 
el Frente Amplio, ya que solo estábamos nosotros y el 
Partido Colorado. 


SEÑOR RUBIO.- Yo hablé del año 2014, señor Se- 
nador. 


SEÑOR HEBER.- Pido disculpas al señor Senador 
Rubio porque entendí que se hablaba del año 1914. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señores Senadores: res- 
petuosamente los invito a todos a concentrarnos en la 
discusión del proyecto que tenemos a estudio. 


Puede continuar el señor Senador Heber. 
SEÑOR HEBER.- Tiene razón, señor Presidente. 


Sobre el tema de fondo quiero decir que no se tra- 
ta de un ejercicio de habilidad, puesto que simple- 
mente he leído lo que han dicho los integrantes del 
Frente Amplio. Nosotros dijimos muchas cosas más 
en defensa de este sistema y la habilidad simplemen- 
te ha sido la de recortar, subrayar y haber menciona- 
do aquí lo que se dijo en el pasado y lo que se está 
haciendo hoy. A mi criterio, el tema de la coherencia 
política es muy importante. El hecho de que en el 
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pasado hayamos sostenido contra viento y marea la 
defensa de este proyecto de ley, luego una iniciativa 
que se frustró, lamentablemente, y después hayamos 
votado el texto que hoy se está considerando a pesar 
de los insultos y los pronósticos negativos que acabo 
de leer, me da todo el derecho del mundo a afirmar 
que quienes se equivocaron fueron los representan- 
tes del Frente Amplio. El proyecto era bueno y sigue 
siendo tan bueno que hoy se amplían sus potestades. 


SEÑOR BORDABERRY. - ¿Me permiten una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR HEBER. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el 
señor Senador Bordabertry. 


SEÑOR BORDABERRY. - Quiero felicitar al se- 
ñor Senador Heber por la encendida defensa que ha 
hecho de una ley que fue propuesta a iniciativa del 
Partido Colorado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el se- 
ñor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER. - No quisiera generar más po- 
lémica, pero es verdad que esta ley correspondió a 
una iniciativa del Partido Colorado cuando era Go- 
bierno, luego de que en el del Partido Nacional se 
habían presentado cuatro proyectos que no fueron 
acompañados. En aquel momento la señora Ministra 
de Trabajo y Seguridad Social era la actual Diputada 
Ana Lía Piñeyrúa, quien como se sabe es una experta 
en este tema. 


Por todo lo expuesto, señor Presidente, vamos a 
votar este proyecto, y aunque lo hacemos generosa- 
mente, aclaro que gratis no va. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ha solicitado la palabra 
el señor Senador Baráibar, a quien se la damos con 
mucho gusto, aunque antes queremos recordar al 
Cuerpo la invitación que ya hemos hecho a concen- 
trarnos en el proyecto de ley que estamos conside- 
rando. 


SEÑOR BARÁIBAR. - Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR COURIEL. - ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR BARÁIBAR. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el 
señor Senador Couriel. 


SEÑOR COURIEL. - Simplemente quiero comu- 
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nicar al Senado que el señor Senador Baráibar está 
cumpliendo años y queremos felicitarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Feliz cumpleaños, señor 
Senador. 


Puede continuar el señor Senador Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR. - Voy a sugerir que hagamos 
llegar nuestro saludo, aunque no está presente, al se- 
ñor Senador Lacalle Herrera que hoy también está 
cumpliendo años. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa observa que 
cada vez estamos más cerca del tema, aunque quizás 
haya alguna correlación entre la edad del señor sena- 
dor Baráibar y la seguridad social. 


(Hilaridad) 
-Puede continuar el señor Senador Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR. - Señor Presidente: quiero 
resaltar la muy buena intervención del señor Senador 
Abreu, que ha sido muy seria, profunda, que ha de- 
mostrado buen asesoramiento sobre un gran número 
de temas que podrían tratarse en la Comisión de Ha- 
cienda o, tal como ha dicho el señor Senador Rubio, 
en la de Asuntos Laborales y Seguridad Social. Sin 
dudas, estos temas pueden ser estudiados y también 
constituir materia de iniciativa del Poder Ejecutivo o 
de los organismos especializados en la seguridad so- 
cial. 


En realidad, no pensaba hacer más que este co- 
mentario, quizás, a modo de constancia de voto. Sin 
embargo, es evidente que la intervención del señor 
Senador Heber haciendo un análisis exegético de la 
historia de la discusión del proyecto de ley ha apunta- 
do a un objetivo permanente de los partidos fundacio- 
nales en el sentido de querer mostrar las contradic- 
ciones existentes en el Frente Amplio. Gracias a ese 
esfuerzo es que a través de casi 40 años de existencia 
del Frente Amplio hemos ido avanzando y hoy ejerce- 
mos el Gobierno nacional y contamos con mayoría en 
ambas Cámaras. 


Lo he dicho en muchas ocasiones -aunque creo 
que en el Senado hoy es la primera vez que lo hago-: 
creo que hemos avanzado mucho, fundamentalmen- 
te por nuestros propios méritos y, sobre todo, porque 
los partidos opositores -que integran el Partido Na- 
cional y el Partido Colorado- nunca han entendido al 
Frente Amplio. Repito: nunca han entendido lo que 
es el Frente Amplio. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Disculpe, señor Sena- 
dor, pero una vez más la Mesa quiere solicitar que 
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nos refiramos al tema que estamos considerando; no 
convirtamos esto en una discusión político-partidaria 
que en cualquier momento podemos entablar pero 
que, de alguna manera, transforma este debate en un 
aporte absolutamente insignificante para los proble- 
mas del país. Por favor, concentrémonos en el proyec- 
to de ley que estamos analizando. 


SEÑOR BARÁIBAR. - Por supuesto que asumo lo 
que el señor Presidente ha dicho, pero quiero decir 
que el Frente Amplio tiene derecho a contestar las 
manifestaciones del señor Senador Heber, derecho 
que integra los procedimientos habituales del ámbito 
parlamentario. 


De todas maneras, seré breve. En la historia con- 
temporánea -si se quiere, se puede tomar desde 1985 
hacia acá, o incluso desde antes- ha habido varias 
instancias de proyectos políticos, dentro de las cuales 
-y aquí me estoy refiriendo al tema en cuestión- esta 
iniciativa es una genuina representante. Me refiero, 
por ejemplo, a la reforma constitucional de 1996, a la 
ley relativa a las empresas públicas del año 1992 y a la 
reforma portuaria de aquella época. Tal vez la refor- 
ma constitucional es el más claro ejemplo de esto, ya 
que nueve de los diez aspectos fundamentales de su 
contenido fueron propuestos por nosotros. El aspecto 
en contra era relativo al balotaje, al que nosotros nos 
opusimos. 


No obstante, para no irme por las ramas, quiero 
decir que este proyecto no era el del modelo de los 
partidos tradicionales, no era a lo que ellos aspira- 
ban. Su modelo era el del señor Piñera, Ministro de 
Seguridad Social de Chile, quien fue el inspirador y el 
que concretó la reforma de la seguridad social en ese 
país. Este era el modelo que se quería impulsar en 
Uruguay. Se lo trajo aquí, donde estuvo dictando cur- 
sos, encabezando mesas redondas, etcétera. Sin em- 
bargo, como fruto de la presencia del Frente Amplio, 
del movimiento de jubilados, sindical y popular -que 
tienen mucha fuerza en este país porque, a pesar de 
ser cosas distintas, en definitiva coinciden en grandes 
aspectos-, este proyecto debió asumir determinadas 
características, por lo que no es igual al de Chile, que 
ha sido un absoluto fracaso. Allí están viendo cómo 
pueden cambiarlo porque, como dije, ha demostra- 
do ser un proyecto fracasado, cosa que ha sido dicha 
hasta por quienes lo han impulsado. 


Entonces, gracias a la correlación de fuerzas exis- 
tentes en el país, se llegó a que se elaborara un pro- 
yecto mixto. No sé, preguntaría a los expertos en el 
tema si este sistema mixto que tenemos en Uruguay 
está muy extendido en otras partes del mundo. En lo 
personal, creo que no es así, sino que se trata casi de 
una experiencia original de nuestro país, fruto de una 
transacción implícita -si se me permite el término- 
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entre la visión chilena que impulsaban los partidos 
tradicionales y la postura, si se quiere estatista, que 
impulsaba el Frente Amplio en aquel momento. En 
definitiva, de esa interacción salió este sistema mixto 
que ha demostrado, tal vez con algunos errores, que 
tiene una cantidad de virtudes que... 


SEÑOR AMORÍN. - ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR BARÁIBAR. - No voy a conceder inte- 
rrupciones; silos señores Senadores quieren, pueden 
anotarse para hacer uso de la palabra. 


Como decía, gracias a la transacción que hubo se 
pudo concretar un proyecto que, más allá de las po- 
siciones al respecto, fue positivo. Esto fue así a pesar 
de que los blancos y colorados lo consideraban muy 
bueno, mientras que el Frente Amplio estimaba que 
era muy malo. Esta iniciativa fue acumulando una 
serie de virtudes que permitieron que, a quince años 
de su elaboración, hoy sea exitoso. Actualmente, en 
forma tácita o explícita, el Frente Amplio lo está de- 
fendiendo e, incluso, está proponiendo modificacio- 
nes, más allá de lo que hizo en aquel momento. 


Creo que este es el profundo trasfondo para este 
caso y para la historia contemporánea del Uruguay 
moderno: la correlación de fuerzas que existe en 
nuestro país explica muchos de los proyectos que se 
han aprobado. 


La intervención del señor Senador Heber me obli- 
gó -no era mi intención hacerlo- a poner de mani- 
fiesto todo esto. Creo absolutamente bueno para la 
historia que también quede registrada en la versión 
taquigráfica esta visión de los hechos acaecidos en el 
Uruguay contemporáneo. 


SEÑOR AMORÍN. - Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor 
Senador Amorín. 


SEÑOR AMORÍN. - Señor Presidente: estamos en 
el Senado tratando de que esta sea una institución 
seria y de ir al fondo de los problemas. Realmente, 
creo que la intervención del señor Senador Baráibar, 
agrediendo a los partidos opositores, ha sido una es- 
pecie de disparate fenomenal. Se dijo que se trajo al 
señor Piñera y que la del año 1995 debió haber sido 
la “Ley Piñera”. Esto no es cierto; esta ley se elaboró 
con el arduo trabajo de mucha gente, entre quienes 
quiero recordar especialmente al contador Ariel Da- 
vrieux, quien lo hizo con absoluta seriedad. No se tra- 
ta de la “Ley Piñera”, sino de la “Ley Davrieux”. No 
se puede decir aquí -cuando sabemos que de esta ley 
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se dijeron cosas como las que leyó el señor Senador 
Heber- que esta iniciativa se aprobó así por la postura 
del Frente Amplio. Lo que en realidad sucedió es que 
esta ley fue aprobada con el Frente Amplio radical- 
mente en contra. El señor Senador Baráibar pasó ver- 
gúenza cuando vino la Asociación de Jubilados, pues 
esta lo miró de frente y le dijo: “Ustedes cambiaron, 
nos están traicionando”. 


No quise ni quiero ahondar en esa dirección. Ela- 
boré un informe lo más prolijo posible para explicar 
cuál era la posición de mi partido, pero no estamos 
dispuestos a tolerar que nos digan disparates, infun- 
dios y que cambien las posiciones históricas. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR TAJAM. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.-Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR TAJAM. - Señor Presidente: Creo que algo 
hay que decir acerca de lo expresado anteriormente 
por los Senadores preopinantes, con los criterios que 
reclama el señor Senador Amorín. 


Al final, hemos terminado hablando de todo el sis- 
tema, cuando lo que acá deberíamos discutir es sobre 
el Fondo de Ahorro Previsional, para ver hacia dónde 
nos orientamos. De todas formas, quiero realizar al- 
gunas consideraciones que no han estado en el de- 
bate. 


Se dice que este Fondo de Ahorro Previsional es 
de los trabajadores, pero eso es así hasta cierto punto; 
no es así si no están representados en ninguna AFAP 
o en el pilar capital. Además, el sistema es coerci- 
tivo desde la entrada -porque determina cuáles son 
los trabajadores que deberán aportar- hasta la sali- 
da, porque luego también obliga a las AFAP a que in- 
viertan dentro de ciertos márgenes; quiere decir que 
nada de esto es voluntario. En este punto es en el que 
estamos trabajando para bien del país, aprovechando 
este mismo sistema. 


Estos son aspectos que hay que poner en consi- 
deración. Si se dice que este Fondo de Ahorro Pre- 
visional administrado por las AFAP fue un éxito, me 
pregunto dónde está ese éxito, si en las AFAP o en el 
Tesoro Nacional, que pudieron tener una rentabilidad 
en el 90% de ese Fondo de Ahorro todos estos años 
que fue invertido en valores públicos y, en particu- 
lar, ahora que ha crecido muchísimo. Por eso estamos 
aquí, porque no podemos seguir haciendo esto, por- 
que la deuda pública no puede seguir aumentando 
de esta manera. No se puede seguir emitiendo deuda 
para rentabilizar el Fondo, sino que debe volcarse a 
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la actividad real de la economía, de forma de darle 
una consistencia mayor y de que quienes nos vamos 
a jubilar en el futuro tengamos un Fondo que no esté 
en el ámbito especulativo. Hay que decir las cosas 
como son; sin ninguna duda vamos a tener que se- 
guir discutiendo este tema, porque las transferencias 
a la seguridad social en la Rendición de Cuentas 2009 
son de $ 38.000:000.000, o sea, US$ 1.700:000.000. 
Como dijimos en la fundamentación, el Inciso 22 es 
el principal gasto presupuestario, y no se debe solo 
al Banco de Previsión Social sino a todo el sistema, 
porque tiene que ver con los aportes que van al sis- 
tema de capitalización y que antes iban para el pilar 
solidario. Dentro de esa cuestión coercitiva que tiene 
este sistema, estamos viendo la posibilidad de orien- 
tarlo, lo que no tiene que ver con el lucro sino con 
la rentabilidad del Fondo, que es algo muy diferente. 
Queríamos hacer esa aclaración, porque parecía que 
todo estaba muy lindo. 


En cuanto al proyecto, es cierto que en las ase- 
guradoras hay un descalce que se comenzó a dar 
cuando empezó a aumentar el salario, debido a que la 
unidad reajustable subió más que la unidad indexada 
y las aseguradoras estaban fundamentalmente pro- 
tegidas con esta última. Sin embargo, este problema 
no es parte de este proyecto, porque el Ministerio de 
Economía y Finanzas está buscando una solución -tal 
vez, posibilitando tener valores en unidades reajusta- 
bles- y está trabajando con el Banco de Seguros del 
Estado y las aseguradoras en otro proyecto de ley. 


En cuanto al tope de moneda extranjera, dijimos 
claramente que es un riesgo cambiario y el Ministerio 
dijo que no estaba dispuesto a asumirlo en un marco 
de inversión totalmente diferente al que se ha reali- 
zado, es decir, con inversiones en dólares pero con 
servicios públicos que se cobran en pesos. Además, 
siempre está planteado el tema de la desdolarización 
que hemos llevado a cabo en todo este tiempo. Es 
cierto, además, que hay un problema de oferta y de 
demanda, pero estamos tratando de conciliar las dos 
puntas. 


Por otro lado, se dijo que se había quitado la posi- 
bilidad de que los valores de cobertura fueran extran- 
jeros. Allí hay riesgos adicionales por la propia cali- 
dad de esos valores, que son de cobertura de riesgo y 
no cualquiera. No se trata de un valor que se puede 
comprar en el Tesoro de los Estados Unidos. Son va- 
lores de cobertura de riesgo sobre tipo de cambio, so- 
bre variaciones de moneda; son valores diferentes y, 
por tanto, estuvimos de acuerdo con las autoridades 
del Ministerio cuando nos vinieron a proponer eso. 
Además, las AFAP no expresaron ninguna duda al res- 
pecto. 


Por estas nuevas consideraciones, señor Presiden- 
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te, vamos a mantener el proyecto tal como fue pre- 
sentado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


SEÑOR GAMOU. - Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GAMOU. - Señor Presidente: solicito que 
se suprima la lectura, se vote en bloque y cada Sena- 
dor solicite los desgloses que crea conveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ya están pedidos. 

Se va a votar la moción presentada. 

(Se vota:) 

-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se han solicitado dos desgloses: por un lado, el 
literal B) del artículo 123 que se está modificando por 
el artículo 2% y, por otro, el penúltimo inciso de ese 
mismo artículo 123 que se está modificando. 


SEÑOR HEBER. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR HEBER. - Señor Presidente: deseo agre- 
gar el desglose del artículo 3“. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el proyecto en bloque, salvo los 
desgloses solicitados. 

(Se vota:) 

-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
literal B) del artículo 123 que se está modificando por 
el artículo 2” del proyecto. 


(Se vota:) 


-17 en 29. Afirmativa. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
penúltimo inciso del artículo 123 que se está modifi- 
cando por el artículo 22. 


(Se vota:) 
-24 en 29. Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 3". 


(Se vota:) 
-16 en 28. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley sobre Fondo de 
Ahorro Previsional, que será remitido al Poder Ejecu- 
tivo para su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aproba- 
do por ser igual al considerado.) 


16) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 
SEÑOR PRESIDENTE. - Se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 15 y 17 minutos, presidiendo 
el señor Danilo Astori y estando presentes los 
señores Senadores Abreu, Agazzi, Amorín, 
Baráibar, Bordaberry, Chiruchi, Couriel, Da 
Rosa, Dalmás, Gallinal, Gamou, Guarino, Heber, 
López Goldaracena, Martínez, Michelini, 
Moreira (Carlos), Moreira (Constanza), Nin 
Novoa, Pasquet, Penadés, Rubio, Saravia, 
Solari, Tajam, Topolansky y Viera.) 
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